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El papel de la justicia constitucional en la materialización de los derechos y 
garantías ciudadanas: Análisis a su progresividad e incidencias en el caso 
ecuatoriano. 
 
El presente trabajo es una investigación que fundamenta su  análisis en el papel de la justica 
constitucional en la materialización de los derechos y garantías ciudadanas, a partir de sus bases 
conceptuales y las experiencias históricas de varias instituciones constitucionales, afín de 
establecer su reconceptualización dinámica en los procesos de cambio político que se han 
producido en las inaugurales décadas del siglo pasado e inicios del presente. para conseguir el 
objetivo de esta investigación, el planteamiento se lo ha individualizado en cuatro capítulos 
relacionados de tal manera que su análisis se complementa de la siguiente manera: un primer 
capítulo, en el que se analizará el marco conceptual de los actuales sistemas de justicia 
constitucional; un segundo capítulo, en el que se analizarán los orígenes y formación de los 
diversos sistemas de control de constitucionalidad: control difuso y control concentrado.; un 
tercer capítulo, en el que se analizarán la Justicia Constitucional en Ecuador en rededor de sus 
orígenes y progresividad; y, un cuarto capítulo, en el que se analizará la acción de protección 
como mecanismo de garantía de derechos constitucionales. 
 
Palabras claves: Justicia Constitucional, Control Constitucional, Garantía Jurisdicción, 

















Role of Constitutional justice to enforce citizen rights and warranties. Progress 
and incidences analysis in Ecuador case 
 
The current work is a research based on the role played by the constitutional justice in the 
enforcement of citizen rights and warranties, from conceptual bases and historic experiences 
from various constitutional institutions, in order to establish dynamic re-conceptualization in 
political change processes, occurred in the first decades of the last century and the beginning of 
the current century. To attain the target of the current research, the proposal has been classified 
in four chapters that are related to each other; hence they are analyzed as follows: first chapter 
shall contain an analysis of the conceptual frame of current constitutional justice systems. The 
second chapter shall analyze origins and formation of diverse constitutional justice systems, 
such as diffuse control and concentrated control. The third chapter shall analyze Constitutional 
Justice in Ecuador at the inception and progress. Finally, there is a fourth chapter, with analysis 
of the protection action as a warranty mechanism of constitutional rights. 
Keywords: Constitutional System, Constitutional Control, Jurisdictional Warranty, 














Probablemente uno de los ámbitos del derecho constitucional con más incidencia práctica y con 
más repercusiones en los últimos años en todos los ordenamientos jurídicos, es la llamada 
Justicia Constitucional, aunque para muchos este tema es relativamente nuevo, pues coinciden 
en ubicarla en los años 1920 en el continente europeo por Hans Kelsen,  la doctrina nos lleva a 
los principios del siglo XIX en el constitucionalismo norteamericano, conjugando en principio, 
dos modelos distintos, pero que por su connotación se han ido consolidando a través del derecho 
comparado; toda vez , que el acceso a la justicia es el Derecho Humano más fundamental y 
única garantía constitucional efectiva en nuestros tiempos. 
 
Las garantías constitucionales como importante consecuencia de la jurisdicción constitucional 
que afirman a la vez, el control de la constitución como Norma Suprema, nos proporcionan un 
equilibrio entre la administración de justicia y la protección de los Derechos Humanos, los 
mismos que para su vigencia deben estar garantizados para que el común de los ciudadanos 
cuenten  efectivamente con medios e instrumentos procesales que garanticen su plena vigencia;  
a este respecto Louis Favoreu (1994), manifiesta: 
 
El desarrollo de la justicia constitucional es, ciertamente, el acontecimiento más destacado del 
derecho constitucional europeo de la segunda mitad del siglo XX. No se concibe hoy en día, un 
sistema constitucional que no reserve un lugar a esta institución, y en Europa todas las nuevas 
Constituciones han previsto la existencia de un Tribunal Constitucional. (p.16) 
 
En América latina este paradigma, desde el punto de vista doctrinal, han imperado hasta hace 
poco,  dos modelos importantes de justicia constitucional, de allí su importancia en el desarrollo 
de este estudio; pues, el primer modelo llamado americano que ha servido de prototipo en la 
mayoría de países del continente americano, se caracteriza en  forma abstracta, como la facultad 
atribuida a todos los jueces para declarar en un proceso concreto la inaplicabilidad de las 
disposiciones legales secundarias que sean contrarias a la Constitución, en esta visión 
esquemática del llamado sistema americano, sus elementos esenciales consisten en la facultad 
otorgada al órgano judicial difuso (es decir a todos los jueces sin importar su jerarquía) para 
resolver las cuestiones de constitucionalidad de las leyes. El segundo modelo de control, al que 
la doctrina lo ha calificarlo como “austriaco”  (también se lo conoce como europeo continental 
por la influencia que ha tenido sobre los tribunales constitucionales europeos) por considerar 
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que nació en la Constitución austriaca de 1920 en virtud de Hans Kelsen, también llamado 
método concentrado de control, conforme al cual el poder anulatorio respecto de las leyes y 
demás actos estatales contrarios a la Constitución se atribuye a un solo órgano del Poder 
Judicial, sea a la Corte Suprema de Justicia del país o a un Tribunal Constitucional 
especialmente creado para ello, que incluso puede ser ubicado fuera del Poder Judicial. De allí 
la clásica distinción de los sistemas de justicia constitucional según el método de control que se 
ejerce. 
 
Las experiencias relacionadas a la efectividad de la justicia constitucional en el continente 
Latinoamericano, como instrumento válido y efectivo para el fortalecimiento de los Estados 
democráticos de Derecho, tomando en cuenta diversas formas de estructura de los Tribunales y 
los Sistemas de Control Constitucional en sus respectivos países, lleva a considerar que, en 
efecto la justicia constitucional ha constituido uno de los elementos principales estabilizadores 
del orden constitucional y del progreso democrático, siempre que, y aquí es donde radica uno de 
los cuestionamientos,  hayan condiciones de plena garantía de su independencia, aunque, 
también marca el punto de partida a las disyuntivas de los sistemas de control constitucional la 
llamada dicotomía de modelos de control constitucional con el surgimiento de otros modelos en 



















Planteamiento del problema 
 
El fascinante concepto de Estado Constitucional y democrático ha generado una dinámica 
impresionante dentro del campo del derecho, aunque nos hemos acostumbrado incluso 
inconscientemente a evocarlo con gran facilidad, no hemos alcanzado a entenderlo más que en 
términos coloquiales en la gran mayoría de veces.  
 
La Constitución de la República ecuatoriana actual, cambió el enfoque del Estado al definirlo 
como Estado Constitucional de Derechos y Justicia, adoptando un respetable catálogo de 
derechos fundamentales que han dado cobijo a una serie de principios y valores básicos para la 
convivencia y el bienestar común del ciudadano, acompañada a la vez, de determinados 
mecanismos para  su imposición,  interpretación y aplicación. De aquí es donde nace la 
imperiosa necesidad de que la Constitución cuente con mecanismos apropiados a su defensa, 
entre ellos el de una garantía jurisdiccional, particularmente la que ofrece la justicia 
constitucional.  
 
Tradicionalmente la justicia constitucional se concebía como un concepto formal, lo que muy 
posiblemente se debía a un cierto “eurocentrismo jurídico”. En efecto, como lo manifiesta 
Hernández Valle y P, Pérez, (2000), en su obra La justicia constitucional como elemento de 
consolidación democrática en Centroamérica: 
 
Durante buena parte del siglo XX, la justicia constitucional era la justicia constitucional 
concentrada, diseñada de acuerdo, más o menos, con el modelo que configurara Hans Kelsen 
durante la década de los años 20 y que se plasmara originariamente en las constituciones Checa 
y, sobre todo Austriaca, y, por tanto, como justicia constitucional residenciada en un órgano ad 
hoc, lo que contrastaba con el otro gran modelo de control de constitucionalidad de las leyes, el 
modelo difuso norteamericano o de judicial review, consagrado en Estados Unidos por el Juez 
Marshall desde la Sentencia Marbury v. Madison en 1803 a partir de los precedentes de control 




Sin embargo, en la actualidad, para muchos doctrinarios entre ellos Hernández Valle y P, Pérez, 
(2000) , mantener esa dicotomía entre modelo concentrado o kelseniano, y modelo difuso o 
norteamericano, resulta muy difícil ya que la misma división se ha visto superada por el 
desarrollo de otros modelos en los que conviven técnicas procesales de control concentrado con 
técnicas de control difuso, y en los que órganos jurisdiccionales ad hoc conviven, y a veces se 
integran, con órganos judiciales ordinarios que desarrollan tareas de defensa y control de 
constitucionalidad (p. 41). Y esa ruptura de los cánones tradicionales de la justicia 
constitucional se produce, muy significativamente, en América Latina. La consecuencia 
conceptual de esta superación de la tradicional dicotomía justicia constitucional concentrada 
europea versus justicia constitucional difusa norteamericana es que, en la actualidad, la justicia 
constitucional ya no puede identificarse a partir de elementos formales o institucionales; 
necesariamente el concepto de “justicia constitucional” hay que entenderlo como un concepto 
material y sustantivo, que no es otro que el conjunto de técnicas tendentes a garantizar e 
interpretar la constitución mediante mecanismos jurisdiccionales, sean éstos los que sean. 
 
Para muchos tratadistas, entre ellos el Dr. Pablo Pérez Tremps, ex magistrado del Tribunal 
Constitucional de España,  la justicia constitucional surge como “garantía”, pero asegura es 
sobre todo, mecanismo de interpretación, más que de garantía.  Delimitado el sentido en el que 
hay que entender en la actualidad la justicia constitucional, debemos detenernos en una segunda 
característica de la situación actual de esta institución jurídica, como es la relativa a la función o 
funciones que cumple. Como es sabido, la justicia constitucional, en especial en su diseño 
kelseniano, surge ante una situación de crisis de la idea de constitución, como un mecanismo 
más para afianzar y garantizar los principios y valores constitucionales, y muy 
significativamente los derechos fundamentales y los derechos de las minorías frente a las 
mayorías parlamentarias. Y, en muchos ordenamientos, la introducción de mecanismos de 
justicia constitucional responde a esa misma idea de crear un “garante de la Constitución”, en 
expresión del propio Kelsen, ante situaciones de crisis o de debilidad constitucional. 
Ciertamente, ese papel de garante o defensora de la constitución que representa la justicia 
constitucional resulta muy destacado y útil en los procesos de transición política desde 
regímenes autoritarios hacia auténticos sistemas democráticos. Ello explica en buena medida ese 
gran protagonismo que los Tribunales, Cortes o Salas Constitucionales han tenido en el proceso 
de renovación del constitucionalismo latinoamericano vivido en las últimas décadas, proceso 
que, no debe olvidarse, no ha sido sino el broche formal al intento de cerrar décadas de 
autoritarismo y regímenes de facto que, en ocasiones incluso habían desembocado en guerras 
civiles. Esas instituciones de justicia constitucional nacieron con la firme voluntad de contribuir 
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a la tarea de defender las constituciones nacionales y asentar los valores que en ellas se 
consagran.  
 
Ahora bien, por desgracia, en algunos casos las situaciones de “debilidad constitucional” se 
prolongan demasiado tiempo y, por ello, lo que se espera de los Tribunales Constitucionales, 
cualquiera que sea su denominación, es precisamente, y sobre todo, que frenen ataques a la 
constitución, ataques que muchas veces pueden acabar con la libertad.  
 
J. M. García Laguardia (2002) sostiene que: 
 
Una buena muestra de ello, sin duda, puede verse en la ejemplar reacción que tuvo la Corte de 
Constitucionalidad de Guatemala, reaccionando frente al intento de autogolpe de Estado del 
Presidente Serrano, reacción que contribuyó decisivamente al fracaso del mismo y, por tanto, al 
mantenimiento del sistema democrático. Pero también han existido ejemplos de lo contrario. 
Consciente del papel que el Tribunal Constitucional podía tener en la defensa de la Constitución 
y del sistema democrático, el régimen peruano del Presidente Fujimori no tuvo reparo en forzar 
la expulsión de parte de los Jueces Constitucionales, expulsión solamente reparada mediante su 
reintegración a los cargos en una decisión que imponía no sólo la justicia humana sino la 
propia credibilidad de los valores constitucionales (p.115).  
 
Formulación del problema: 
 
¿Cómo el papel de la justicia constitucional injiere en la materialización de los derechos y 
garantías ciudadanas? 
 
Preguntas directrices de la investigación: 
 
 ¿Cuál es el marco conceptual de los actuales sistemas de la Justicia Constitucional? 
 ¿Cuáles son los orígenes y formación de la Justicia Constitucional y el Control 
Constitucional? 
 ¿Cuál es el origen y progresividad de la Justicia Constitucional en Ecuador?    
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 ¿Cómo actúa la Acción de Protección Constitucional en la garantía y tutela de los 











 Analizar el marco conceptual de los actuales sistemas de la Justicia Constitucional. 
 Investigar los orígenes y formación de la Justicia Constitucional y el Control 
Constitucional. 
 Analizar el origen y progresividad de la Justicia Constitucional en Ecuador.    
 Analizar la actuación de la Acción de Protección Constitucional en la garantía y tutela 














La Justicia Constitucional, entendida como  un conjunto de mecanismos constitucionales que 
involucra el sustento del principio de supremacía constitucional, ha adquirido un prominente 
interés no solo para los juristas y estudiosos de los fenómenos sociales, sino, para aquellos que 
se involucran directa o indirectamente en el quehacer diario incluso de la Administración 
Pública. En efecto el papel de la justicia constitucional y de la jurisdicción constitucional, 
desempeñan un papel de extraordinaria trascendencia en la  administración de justicia, es por 
ello que la jurisprudencia emanada del órgano encargado del control de la constitucionalidad 
resalta una función de extraordinario interés para la justicia ordinaria  y la labor de los jueces y 
magistrados. 
 
Este vínculo concordante nos da luz al entendimiento, que ésta parte de la disciplina del  
derecho constitucional, es una institución que esgrime matices muy concretos, tiene su propio 
origen y trayectoria y maneja diversos conceptos fundamentales que tienen un significado 
preciso; por lo que,  solo a partir de un estudio particularizado se puede comprender este 
fenómeno constitucional y afrontar delicados problemas de su interpretación y aplicación. 
 
Con este estudio se pretende ofrecer un preciso panorama de lo que es la justicia constitucional, 
profundizando en el estudio de los históricos órganos jurisdiccionales que asumen la función de 
justicia constitucional desde su génesis, su significado, organización y competencias, por lo que 
su fin didáctico y de fácil asimilación, propondrá al lector una interesante fuente de consulta y 























“En toda ciudad existen dos inclinaciones diversas, una de las cuales proviene de que el pueblo 
desea no ser dominado y oprimido por los grandes, y la otra de que los grandes desean dominar 
y oprimir al pueblo” 
 

















1.1. La noción de Constitución 
 
Hoy, habiendo inaugurado ya el siglo XXI, y después de más de dos centurias del llamado 
constitucionalismo moderno que se instituyó al final del siglo XVIII, los Estados 
constitucionales están alcanzado un nivel sin precedentes de evolución, no solo en materia 
política, sino en materia de derechos y garantías ciudadanas. Las revoluciones Norteamericana y 
Francesa constituyeron, de acuerdo con Maurizio Fioravanti, (1999), “un momento decisivo en 
la historia del constitucionalismo”, inaugurando “un nuevo concepto y una nueva práctica”.  
Desde 1776 o 1789, con excepción del Reino Unido, Nueva Zelanda e Israel, la gran cantidad 
de países en el mundo han logrado consolidar una Constitución escrita sobre la base de estos 
precursores constitucionales. 
 
Sin embargo, tradicionalmente hemos asimilado de manera irrefutable que la idea de 
Constitución y el inicio de los Estados constitucionales son dados por estas fechas 
revolucionarias, cuando la idea de Constitución según varios autores como el mencionado 
Maurizio Fioravanti (2007) data de mucho tiempo atrás; pues, así lo manifiesta en su tratado 
“Constitución, de la antigüedad a nuestros días”, al decir: 
 
El mundo antiguo, como cualquier otra época histórica, ha tenido su propio modo, 
históricamente determinado, de expresar la necesidad de un cierto orden político. En pocas 
palabras: ha tenido su propia doctrina política, que manifiesta un razonamiento profundo sobre 
las condiciones indispensables para individualizar y configurar un orden significativo en el 
plano colectivo, capaz de sostenerse y desarrollarse en el tiempo. (p, 15) 
 
Sin embargo, y según el mismo autor, al final de la edad media y bajo las monarquías absolutas 
de los siglos XV y XVI, ya se entendían por Constitución: “Las leyes importantes dictadas por 
la exclusiva voluntad del monarca”, en cuanto se siguió denominando cartas, estatutos u 
ordenanzas, al cuerpo de leyes fundamentales que, con la participación de los súbditos, daba el 
príncipe para organizar la comunidad y en especial, las ciudades libres.  Pero al mismo tiempo a 
 10 
 
lo largo del siglo XVII se cumplió en Inglaterra el proceso que llevó a este país por la vía del 
constitucionalismo liberal, hasta desembocar a comienzos del siglo XVIII en una monarquía 
limitada, regida por una serie de leyes constitucionales, con un contenido filosófico que iba más 
allá de la simple organización del gobierno y tendía a garantizar efectivamente los derechos 
individuales de los súbditos ingleses frente a aquel. 
 
Lo enunciado lo podemos corroborar, de la lectura que sobre este tema versa en el libro “Teoría 
Crítica Constitucional: Rescatando la Democracia del Liberalismo”, del Dr. Ricardo Sanín 
Restrepo (2009), quien asevera, evocando a Rediker y Limbaugh (“La Hidra de mil cabezas 
2000), que la gramática política del siglo XVIII, estaba saturada de constitucionalismo popular 
al afirmar que las trece colonias norteamericanas con la Constitución de Filadelfia, no se 
esgrimieron entorno a la racionalidad  de la ilustración, sino una mezcla con las luchas de los 
comunes en la Inglaterra del Siglo XVII. En este sentido textualmente menciona: 
 
Como lo afirma Kramer (2004), los padres fundadores no estaban incursionando en tierras 
desconocidas, la idea de la Constitución no era nueva en 1787, ni siquiera en 1776. Los 
americanos tenían un concepto claro del papel del derecho constitucional en las relaciones con 
Inglaterra e ideas sumamente desarrolladas de la naturaleza de la constitución, mucho antes de 
sentarse a escribir una Constitución. (p, 103)  
 
En todo caso, aunque no deja de ser inquietante el verdadero origen de los Estados 
constitucionales  modernos, es sobre estas bases que la revolución norteamericana en 1776 y la 
posterior revolución francesa en 1789, aunque por detonantes de distinta índole como lo 
enunciaré más adelante, asimilaron la Constitución a una determinada forma de organización 
ante todo política, dejando en su seno las primeras garantías de libertades individuales y 
trazando límites a la actividad de los gobernantes. En efecto, como lo asegura  Allan R. Brewer-
Carías (2011) miembro de la Asamblea General del Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, promulgada en 1789, 
estableció la forma según la cual “toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no esté 
asegurada, ni la separación de los poderes determinada, no tiene Constitución”, sosteniendo 
además que: 
 
La Revolución Americana y de la Revolución Francesa significaron, por supuesto, un cambio 
radical en el constitucionalismo, producto de una transición que no fue lenta sino violenta, aun 
cuando desarrollada en circunstancias y situaciones distintas. De allí que, por supuesto, la 
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contribución de la Revolución Americana y de la Revolución Francesa al derecho 
constitucional, aunque haya tenido raíces diferentes: en los Estados Unidos de Norte América se 
trataba de construir un Estado nuevo sobre la base de lo que eran antiguas colonias inglesas, 
situadas muy lejos de la metrópoli y de su Parlamento soberano, y que durante más de un siglo 
se habían desarrollado independientes entre sí, por sus propios medios y gozando de cierta 
autonomía. En el caso de Francia, en cambio, no se trataba de construir un nuevo Estado, sino 
dentro del mismo Estado unitario y centralizado, sustituir un sistema político constitucional 
monárquico, propio de una Monarquía Absoluta, por un régimen totalmente distinto, de carácter 
constitucional y luego republicano. (p, 115) 
 
El mismo autor señala que, específicamente a los aportes al constitucionalismo moderno en la 
forma cómo se originaron a raíz de la Revolución Francesa, hay que partir del hecho de que la 
misma se selló definitivamente trece años después de la Revolución Americana; es decir, el 14 
de julio de 1789 con un hecho simbólico como la Toma de la Bastilla, y otro hecho, político que 
fue la asunción del poder del Estado por una Asamblea Nacional que se enfrentó al Rey Luis 
XVI, adoptó la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, y asumió el papel de 
reorganizador del Estado. Como antes mencioné, por tanto, al contrario de la Revolución 
Americana que tuvo por resultado un proceso de construcción de un nuevo Estado que surgía de 
entre un conjunto de antiguas Colonias que habían tenido su desarrollo político lejos de la 
metrópoli inglesa, en el caso de Francia, el cambio brusco que se operó tenía como estructura 
política constitucional la de la Monarquía, produciéndose dentro de una estructura estatal propia 
del absolutismo con el objeto de sustituir, dentro del mismo Estado, un sistema de gobierno por 
otro distinto. 
 
Así pues, el constitucionalismo moderno parte incluso de la génesis histórica de diferentes 
épocas como lo denomina Fioravanti Maurizio (2007) del “Constitucionalismo de los antiguos”, 
como de la dualidad de estas dos revoluciones liberales, como proceso de construcción de un 
nuevo Estado o como respuesta al antiguo régimen absolutista de larga data de dominación, 
aunque según la doctrina, es a partir del siglo XIX en que alcanza un desarrollo constante la idea 
de Constitución, de división de poderes y el establecimiento del derecho innovador. 
 
Bajo estas consideraciones, una de las definiciones que más se acerca a estos razonamientos 




“Constitución pertenece de modo especial al Derecho Político, donde significa la forma o 
sistema de gobierno que tiene adoptado cada Estado; considerándolo también como un acto o 
decreto fundamental en que están determinados los derechos de una nación, la forma de su 
gobierno y la organización de los poderes públicos de que éste se compone. De manera 
concordante podríamos decir que, por lo que se ha mencionado hasta el momento, esta 
definición también se enfoca a cada una de las ordenanzas o estatutos con que se gobierna 
algún cuerpo o comunidad, enfatizando que en el Derecho Romano, la ley que establecía el 
príncipe, ya fuese por carta, edicto, decreto, rescripto y orden”.  
 
De manera general recogiendo conceptos de diferentes tratadistas, como Claudia Storini y 
Marco Navas Alvear (2013), “la Constitución es un documento pluralista y en ella ya no existe 
un sobreaño comparable con el que existía con el que existía en las constituciones del siglo XIX 
ni una lucha por la soberanía, cada sujeto social lucha para mejorar sus posiciones dentro de un 
contexto complejo caracterizado por la presencia de muchas fuerzas políticas, económicas, 
sociales y culturales” (p,18); es decir, la constitución se ha convertido en una norma jurídica 
suprema positiva, que rige fundamentalmente la organización de los Estados modernos, 
estableciendo: la autoridad, la forma de ejercicio de esa autoridad, los límites de los órganos 
públicos, definiendo los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos y garantizando la 
libertad política y civil del individuo. 
 
Los tratadistas Claudia Storini y Marco Navas Alvear (2013) en su libro, “La acción de 
protección en Ecuador, Realidad Jurídica y Social”, respecto del verdadero alcance conceptual 
de la Constitución consideran: 
 
La Constitución asume un tarea que en ninguna época precedente había tenido; es decir, la de 
volver a organizar la sociedad sobre la base de valores que pueden expresar la unión de 
voluntades. Las Constituciones contemporáneas, por tanto, representan un contrato o un 
compromiso entre las partes por medio del cual es posible crear un nuevo orden social y 
político. (p, 18) 
 
Todas estas potestades vigorizan precisamente su supremacía, lo que hacen del texto 
Constitucional la Norma Suprema sobre todo ordenamiento jurídico, inclusive limitando el 
poder del Estado frente a la vulnerabilidad del ciudadano común, como lo manifiesta el Dr. José 
García Falconí en su Libro: La Corte Constitucional y la Acción Extraordinaria de Protección en 
la Nueva Constitución Política del Ecuador (2008), al afirmar que: 
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…el principio de la supremacía constitucional, entraña una eficaz protección de la libertad y 
dignidad del individuo en tanto obliga a los poderes constituidos y por ende a la Función 
Judicial, a que sujeten sus actos y decisiones a lo dispuesto en la Carta Política, pues en ella 
está expuesta la libertad, la dignidad del individuo, cuyos preceptos no pueden ni deben ser 
omitidos por el legislador ordinario y peor aún por los jueces, que en su actuación cumplen un 
mandato impuesto por el poder constituido, como marco de referencia y de límite para el 
contenido de sus actos que en el caso de los jueces lo es al momento de dictar sus autos, 
resoluciones y sentencias.(p, 16) 
 
En lo que respecta al concepto  de Constitución, como hemos visto, debemos aclarar que son 
muy variados, pese a que en sí encierra un espíritu conceptual único que la identifica y 
singulariza de manera inconfundible e irrefutable; así pues, sintetizando: en el lenguaje común 
se utiliza la palabra Constitución para significar la “esencia y calidades de una cosa que la 
constituyen y la diferencian de las demás”; en el lenguaje jurídico nos referimos a un 
significado bastante aproximado al usual; pues, se la emplea para significar el ordenamiento de 
las distintas partes de un conjunto, por manera que no debe sorprender que se recurra 
precisamente a esa palabra para hablar del ordenamiento jurídico fundamental de las sociedades 
políticas. 
 
Según la historia constitucional analizada por el tratadista Maurizio Fioravanti (2007) 
(Constitución de los antiguos- Politeía y res publica)), el concepto más antiguo de Constitución 
lo encontramos en Grecia, o más bien dicho en los filósofos griegos,  Platón y Aristóteles, 
quienes usaban esta palabra POLITEIA, con un sentido equivalente al que nosotros le asignamos 
actualmente a Constitución. En este sentido, la misma historia le atribuye a Aristóteles el 
estudio de la historia constitucional de 158  ciudades griegas, del que se conserva sólo la de 
Atenas. Era una descripción de la manera de ser política de ese pueblo. En su forma latina, la 
palabra tuvo otros usos jurídicos; así pues, en el Imperio Romano, se la utilizaba para designar a 
los actos legislativos del emperador, distinguiéndolos de las costumbres antiguas; y, caso 
particular el de la Iglesia que la tomó para denominar a las reglamentaciones eclesiásticas.  
 
En este sentido resulta interesante el análisis que sobre el verdadero propósito y sentido de la 
Constitución, realiza el Dr. José García Falconí (2008), evocando a insignes tratadistas como el 
Dr. Hernando Pérez Loose y Dr. Pérez Royo, quienes sostenían concordantemente, el primero: 
que “La Constitución es un documento que organiza el poder estatal, que distribuye, balancea y 
lo legitima”; y, el segundo que: “La Constitución es la Constitución del Estado, no de la 
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sociedad, sentenciando que los intentos por organizar las sociedades incluyendo sus preferencias 
religiosas, políticas o culturales, han desembocado en totalitarismo”, lo que concuerda el citado 
autor al sostener que la misión de la Constitución es organizar el poder del Estado y garantizar 
la convivencia democrática y no las opciones de la sociedad. (p, 13) 
 
El Dr. Rodrigo Borja Cevallos, en su Enciclopedia de la Política (versión digital), realiza un 
análisis sobre el concepto de Constitución y alcance de la misma; pues manifiesta, que siendo 
una norma fundamental fruto del movimiento constitucionalista que implantó el imperio del 
derecho en las relaciones de poder, rige la organización y funcionamiento del Estado en un 
conjunto sistémico, instituyendo el gobierno y amparando derechos y garantías ciudadanas, 
“indica además, la forma de Estado y de gobierno que adopta una sociedad y determina las 
competencias de los órganos gubernativos y los derechos y deberes que corresponden a las 
personas que se acogen a su ordenamiento jurídico” 
 
Así pues, recapitulando la más alta jerarquía jurídico-positiva está representada por la 
Constitución, que es la regulación de los órganos y el procedimiento de producción de las 
normas generales. Es la ordenación de las competencias supremas. Ese es el concepto jurídico - 
positivo de Constitución, al que hay que agregar otro concepto lógico - jurídico. Trata de salvar 
la pureza de su sistema mediante el arbitrio de dar forma lógica a ese hecho, porque en ese 
preciso lugar se quiebra la cadena de normas positivas que justifican la validez de la 
constitución jurídico - positiva vigente, ubica la norma hipotético - fundamental, que equivale a 
la Constitución en sentido lógico- jurídico, según la cual debe reconocerse necesariamente la 
existencia de una norma no positiva sino lógica, no real sino hipotética, que prescribe : “ 
obedecerás al legislador originario y a las instancias por él delegadas”.  
 
1.2. Constitución Como Norma Fundamental. 
 
Claudia Storini y Marco Navas (2013), sostienen que, desde el siglo XX se produce una 
progresiva constitucionalización del derecho que implica la existencia de una Constitución 
“Invasiva”, que condiciona la legislación, la jurisprudencia, la doctrina y los comportamientos 
de los actores políticos; evocando al tratadista Guastini, los autores manifiestan que, las 
principales condiciones de constitucionalización son: “la existencia de una Constitución rígida 
que incorpora derechos fundamentales, la garantía jurisdiccional de la Constitución, la fuerza 
vinculante de la Constitución, la “sobreinterpretación” de la Constitución (principios 
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implícitos), la aplicación directa de las normas constitucionales, la interpretación conforme a 
constitución de las leyes, la influencia de la Constitución en el debate político”, lo que le da el 
carácter de fundamental en el régimen normativo de los estados democráticos contemporáneos. 
 
Ramiro Ávila Santamaría en su tratado “Ecuador Estado Constitucional de Derechos y Justicia 
(2008), se refiere a la Constitución del Estado, ante todo como una norma jurídica superior de 
donde emergen potestades aplicables y conferidas incluso a cualquier persona, autoridad o juez, 
recalcando su carácter antropocéntrico de la misma, en caso de vulnerabilidad de los derechos 
esenciales del ser humano, subrayando textualmente que: 
 
Al considerarse una norma vinculante requiere de una autoridad competente para sancionar su 
incumplimiento. Esta autoridad es la Corte Constitucional, que tiene facultades para sancionar 
la inconstitucionalidad de los actos que emanan del poder público en cualquier forma: leyes y 
otras normas de carácter general, actos administrativos, políticas públicas y autos o sentencias. 
El poder para resolver conflictos entre órganos o por exceso en sus atribuciones, referee, se 
transfiere del parlamento a los jueces que tienen competencia constitucional. (p, 23) 
 
Acentuando por consiguiente, que la Constitución determina por excelencia el contenido de la 
Ley, el acceso y el ejercicio de la autoridad y la estructura del poder, mencionando de manera 
enfática su particularidad material, orgánica y procedimental, en el que se conjugan Estado 
como estructura, derechos como fin y democracia como medio y los derechos de las personas 
como limitantes del poder: 
 
…la Constitución determina el contenido de la ley, el acceso y el ejercicio de la autoridad y la 
estructura del poder. La constitución es material, orgánica y procedimental. Material porque 
tiene derechos que serán protegidos con particular importancia que, a su vez, serán el fin del 
Estado; orgánica porque determina los órganos que forman parte del Estado y que son los 
llamados a garantizar los derechos; procedimental porque se establecen mecanismos de 
participación que procuran que los debates públicos sean informados y reglados, tanto para la 
toma de decisiones como para la elaboración de normas jurídicas. En suma, en el 
constitucionalismo se conjugan estado como estructura, derechos como fin y democracia como 
medio. Los derechos de las personas son, a la vez, límites del poder y vínculos. Límites porque 
ningún poder los puede violentar, aún si proviene de mayorías parlamentarias, y lo que se 
pretende es minimizar la posibilidad de violación de derechos; y vínculos porque los poderes de 
los estados están obligados a efectivizarlos, y lo que se procura es la maximización del ejercicio 
de los derechos. (p, 22) 
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Sin embargo, cabe la pregunta cuya respuesta dará sentido a la interrogante, ¿qué entendemos 
por derechos fundamentales amparados por la Constitución?, de igual manera, existen variedad 
de definiciones, pero que de forma concomitante aterrizan en una uniformidad jurídica. El 
tratadista Ferrajoli por ejemplo, en su libro: “Los derechos fundamentales, un debate teórico 
“establece que “son derechos fundamentales todos aquellos derechos subjetivos que 
corresponden universalmente a “todos” los seres humanos en cuanto dotados del status de 
personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar; entendiendo por “derecho 
subjetivo” cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) 
adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y por “status”, la condición de un sujeto, prevista, 
asimismo, por una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular de 
situaciones jurídicas y/o de los actos que son ejercicio de éstas”. 
 
En todo caso, la atribución dada a la Constitución de un valor normativo superior, es 
determinante de la validez de las leyes. El Dr. Rodrigo Borja en su enciclopedia de la política 
(versión digital), puntualiza esta facultad intrínseca de la Constitución, al especificar que “la 
consideración de ley fundamental es porque ella establece los principios generales de la 
organización estatal; parten todas las demás leyes encargadas de desenvolver y reglamentar los 
principios que ella sustenta”. 
 
Por poner un ejemplo de esta supremacía fundamental, podemos mencionar al Tribunal 
Supremo Norteamericano, en la sentencia Marbury vs. Madison, obra del juez Marshall, en la 
que se evidencia que la Constitución Norteamericana, fijada por escrito, contiene la voluntad del 
pueblo, y su valor normativo no sólo es directo, sino también superior al de las normas que 
emanan del poder legislativo. Cabe señalar que según la doctrina, la recepción europea del 
principio de supremacía constitucional no se produce sino hasta la posguerra de 1919. 
 
Brewer Carías, Allan, (2006) de manera sucinta contextualiza esta supremacía desde la base 
conceptual de la voluntad del pueblo como fuente del poder político y normativo, al decir:  
 
Si partimos del supuesto de que la Constitución es manifiestamente de la voluntad del pueblo 
que debe prevalecer sobre la voluntad de los órganos constituidos, el primer y principal derecho 
constitucional que los ciudadanos tienen en un Estado de derecho, es el derecho a dicha 
supremacía; es decir, al respeto de la propia voluntad popular expresada en la Constitución, 
como manifestación de la soberanía del pueblo de exigir el respeto de esa Constitución. (p, 72) 
 17 
 
Para el distinguido maestro Dr. Julio César Trujillo (2004), la teoría de que la Constitución es 
norma jurídica no fue aceptada unánimemente, en el pasado; más bien las opiniones de los 
autores del derecho positivo estuvieron divididos entre quienes, con los Estados Unidos de 
América, la defendieron y aplicaron desde el primer momento y quienes, con el respaldo de 
Europa continental, sostenían que no era sino “una declaración de Principios, un programa 
político. A esto el mencionado maestro aclara textualmente que:  
 
Salvo opiniones aisladas, ha prevalecido, por fortuna, la primera tesis, esto es, la de que la 
Constitución es norma jurídica, y es que el Estado democrático las normas constitucionales son, 
tanto más que cualquier otra ley, es expresión de la voluntad soberana del pueblo expresada 
directamente en el caso de su aprobación en el plebiscito o referéndum, o indirectamente por 
medio de sus representantes elegidos con encargo expreso de adoptarlas. (p, 13) 
 
El carácter fundamental de la Constitución como lo diría Maurizio Fioravanti (2007) evocando a 
Hobbes, es en todo Estado aquello que si se anula, el Estado se derrumba y disuelve por 
completo, lo mismo que un edificio cuyos cimientos son destruidos (p, 78); deriva, por 
consiguiente, de que en la Constitución, el constituyente quiso establecer una serie de 
fundamentos firmes y prácticamente inamovibles de convivencia civil; de la actuación de los 
poderes públicos sujetándolos a estrictas normas de comportamiento al tenor del Contrato 
Social, garantizando con ellos los derechos de los ciudadanos. El hecho de que una Constitución 
tenga como objetivo principal organizar las instituciones del Estado y garantizar los derechos de 
los ciudadanos deja clara su vocación para convertirse en la norma fundamental del 
ordenamiento, Para OTTO Y PARDO, Ignacio (1989) ello se traduce, en principio, en dos 
características, a saber: 
 
1.- El texto Constitucional ostenta un carácter de norma supra legal, en virtud del cual no puede 
ser alterado o reformado mediante los procedimientos ordinarios de creación y/o modificación 
de las normas con rango de ley. Esto es, la Constitución sólo podrá reformarse mediante un 
procedimiento específico, de carácter agravado, más difícil que el procedimiento legislativo 
ordinario. Por consiguiente, podemos afirmar que la ley no puede modificar la constitución. 
 
2.- la otra seña distintiva de la Constitución es que sus preceptos no solo no pueden ser 
alterados, sino tampoco contradichos, o ignorados, por la acción u omisión de los poderes 
públicos. La constitución tiene un valor de derecho más fuerte en el sentido de que estos poderes 
no podrán válidamente contravenir sus disposiciones, si así lo hicieran su situación será 
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inconstitucional y susceptible, por tanto, de la correspondiente sanción, que puede llegar, 
incluso, a la declaración de nulidad de sus actos. (p, 66) 
 
En suma, para García de Enterría, (1994), “lo que significa el carácter fundamental de la 
Constitución es que sus mandatos quedan fuera de la disponibilidad de las fuerzas políticas, esto 
es, no son alterables o modificables por los poderes políticos en su actuación ordinaria. Por ello 
los mandatos constitucionales han de entenderse  también como límites a los poderes del 
Estado.” 
 
1.3. Jurisdicción Constitucional. 
 
Sin duda al hablar de Jurisdicción deviene a nuestro entender que ella radica en la soberanía del 
Estado; es decir, en el pueblo que es quien la confiere y legitima a la vez. Así, nuestra 
Constitución de la República de manera taxativa lo especifica al decir: 
 
La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a 
través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la 
Constitución. (Art. 1) 
 
De manera concordante, nuestro Código de Procedimiento Civil, la define como el poder de 
administrar y juzgar, en los siguientes términos: 
 
La jurisdicción, esto es, el poder de administrar justicia, consistente en la potestad pública de 
juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia determinada, potestad que corresponde a los 
tribunales y jueces establecidos por las leyes. (Art. 1). 
 
Sin embargo, creo debemos puntualizar la discrepancia que existe alrededor de dos términos 
aparentemente sinónimos; existe una gran diferencia entre lo que conocemos por Justicia 
Constitucional y Jurisdicción Constitucional; así pues, según la doctrina: La Justicia 
Constitucional es garante y defensora de la Constitución y alude a los procesos constitucionales, 
es el “surgimiento del gobierno de los jueces”, el conjunto de mecanismos constitucionales que 
se sustentan en el principio de “primacía constitucional”, cuya función es hacer que se cumpla 
 19 
 
dicho principio; en tanto que la Jurisdicción Constitucional se refiere a los órganos 
especializados que tramitan los procesos constitucionales, sin embargo, muchos tratadistas 
como veremos más adelante, consideran a la justicia constitucional y a la jurisdicción 
constitucional como análogos o equivalentes.  
 
Ya al hablar de jurisdicción constitucional específicamente, el maestro Dr. Luis Cueva Carrión 
(2010) evocando al tratadista Rodríguez Domínguez, sostiene que: 
 
Se debe enfocar a la jurisdicción constitucional en un sentido estricto y en un sentido amplio: 
“En sentido estricto éste se limitaría a la capacidad de pronunciarse que tienen determinados 
órganos sobre problemas constitucionales. En sentido amplio, consideraríamos a la jurisdicción 
constitucional como equivalente al derecho procesal constitucional”. (p, 31) 
 
Para el tratadista García de Enterría, al referirse a la Jurisdicción Constitucional o Justicia 
Constitucional, sostiene que es un problema a nivel teórico, es que se habla de “Jurisdicción 
Constitucional” o “Justicia Constitucional”, sobre todo en el famoso texto de Kelsen de 1928, en 
donde ambas palabras aparecen utilizadas indistintamente e indefinidas. García de Enterría, 
(1994), aseverando lo dicho, sostiene que:  
 
La preocupación de Kelsen, en ese momento, era de justificar por qué debería haber un control 
de constitucionalidad, y porqué ese control no lo podía hacer el parlamento, pero como tampoco 
lo podía hacer los jueces, entonces se trató de justificar la existencia de un órgano AD HOC, 
porque fue el tribunal constitucional. En suma así como existiese una jurisdicción constitucional 
o justicia constitucional. (p, 51). 
 
El Dr. José García Falconí (2008), rememorando el pensamiento del Dr. Santiago Velásquez 
Coello, sostiene que jurisdicción Constitucional se refiere al poder de juzgar que otorga el 
Estado a la Corte Constitucional, como órgano máximo de control constitucional, en referencia 
a la potestad de supremacía de las leyes y al principio de supremacía de las normas 
constitucionales. (p, 65); es decir, que la jurisdicción constitucional debería entenderse como la 
capacidad de este órgano del Estado para pronunciarse sobre temas constitucionales y que sus 
decisiones sean de carácter vinculante cuyo fin inmediato y directo es garantizar la observancia 




Para García Pelayo un punto crítico para la eficacia de la Jurisdicción Constitucional es, la 
defensa de la Constitución que se realiza dialécticamente a través de la Justicia o Jurisdicción 
Constitucional, lo que explicita que “el poder del gobierno está limitado por normas 
constitucionales y que se han creado procedimientos e instituciones para hacer cumplir esta 
limitación”, como asimismo, señala Mauro Cappelletti, precisa la existencia de un “nuevo tipo 
de normas, institucionales y procedimientos constitucionales en un intento de limitar y controlar 
con ellos el poder político”. García Pelayo, Manuel. (1986), aclara: 
 
La jurisdicción constitucional es una de las expresiones de la defensa de la Constitución de tipo 
institucionalizada y jurídica, constituyendo una limitación del poder político con carácter 
objetivo y de control generalmente solicitado. El desarrollo de la jurisdicción constitucional 
otorga plena fuerza normativa a la Constitución, además de transformar, el Estado Legal de 
Derecho en Estado Constitucional de Derecho.  
 
Existirá así jurisdicción constitucional cuando existan tribunales que ejerzan la potestad para 
conocer y resolver, mediante un procedimiento preestablecido y con efecto de cosa juzgada, los 
conflictos constitucionales que se promueven dentro del Estado respecto de las materias o actos 
que la Constitución determine, garantizando la fuerza normativa de la Constitución. (p, 43) 
 
De este enunciado surge la diferencia esencial entre la Jurisdicción Común y la Constitucional. 
La primera lógicamente aplica la ley y por consiguiente la segunda, la Constitución.  
 
En la actualidad, las Constituciones consagran y garantizan la vía jurisdiccional para dar 
eficacia real al principio de la Supremacía Constitucional.  
 
La supremacía constitucional, para el citado autor, es una calidad innata de toda Constitución; 
es decir su esencia, en cuanto ella es un conjunto de reglas jurídicas que se tiene por 
fundamentales y esenciales para preservar la forma jurídico-política del Estado, su sistema de 
valores y el sistema de fuentes formales del derecho. La Constitución supremamente asegura y 
garantiza los principios y reglas que determinan la convivencia en dicha sociedad política fijada 
en el famoso contratos social. “Ella determina las normas fundamentales de carácter sustantivo 
y establece el procedimiento de creación de las demás normas internas del Estado y la forma de 
incorporar y darle eficacia a las normas provenientes del Derecho Internacional. La supremacía 
constitucional afirma el carácter normativo de la Carta Fundamental, lo que tiene como 
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consecuencia admitir que las normas inferiores no pueden contradecirla”. (p, 56-58). Hans 
Kelsen (1981), respecto a la problemática entre Constitución y derechos Fundamentales, afirma 
textualmente: 
 
La Constitución no es solo “una regla de procedimiento sino, además, una regla sustancial”. (p, 
146) 
 
En la realidad, serán los padres del constitucionalismo norteamericano de fines del siglo XVIII, 
entre ellos fundamentalmente Hamilton y Madison, los que precisarán el principio de la 
Constitución como norma jurídica fundamental del ordenamiento jurídico del Estado, de lo que 
quedará constancia en los Federalist Papers. 
 
1.4. Acceso a la justicia constitucional. 
 
El acceso a la justicia, en general, a través de la historia, siempre ha estado vedado por 
circunstancias de diversa índole; como lo diría el Dr. Boaventura de Santos Sousa en su tratado 
sobre “Sociología Jurídica Crítica” (2009), el fenómeno de la globalización del Estado de 
derecho y la reforma del sistema judicial nos resulta extraño porque en el Estado moderno, con 
la posible excepción de los Estados Unidos, la existencia de los tribunales ha pasado más bien 
desapercibida. Marginados por los poderes ejecutivo y legislativo, y mucho menos poderosos 
que ellos, los tribunales de justicia se han convertido en algo meramente accesorio a las otras 
ramas del gobierno, en este sentido contextualiza diciendo expresamente que: 
 
…es difícil comprender, por qué desde finales de los años ochenta, los Tribunales han adquirido 
tal prominencia, ocupando frecuentemente las primeras páginas de los diarios en muchos países 
europeos, latinoamericanos, africanos y asiáticos, y por qué las agencias multilaterales y las 
fundaciones para la cooperación internacional les han dado prioridad a los programas de 
reforma judicial y de Estado de derecho en países tan distintos como Rusia, Guatemala, 
Colombia, Sri Lanka, Filipinas, Sudáfrica, Mozambique, Nigeria, Uruguay, China, Argentina, 
Camboya, etc.(p, 455) 
 
Como vemos, pese a la progresividad de los regímenes judiciales y normativos de los Estados 
en el mundo a partir de las últimas décadas, resulta difícil establecer con absoluta claridad una 
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definición exacta de este bien jurídico llamado justicia, ya sea por su subjetividad o por su 
relatividad dentro de las distintas sociedades, digo relatividad, ya que justicia es para unos, lo 
que no para otros, aunque sea en términos generales; toda vez que, inclusive la misma historia a 
través de los años, y la filosofía enmarcada en el espíritu jurídico, no han determinado 
unánimemente una definición que permita entender con absoluta luminosidad este concepto 
dentro de las distintas sociedades antiguas y más aún contemporáneas. 
 
Según la historia y evocando a los juristas que con sus aportes filosóficos más se han acercado a 
lo deseado; es decir, a saciar esta larga discusión conceptual, esta Hans Kelsen, quien en su obra 
la “teoría Pura del Derecho” consideraba a la moral como parte de la justicia, pero no 
exclusivamente, sino como un elemento anexo interconectado con la Justicia, sostenía que, “En 
tanto la justicia es una exigencia de la moral, la relación entre moral y derecho queda 
comprendida en la relación entre justicia y Derecho”; sin embargo, el mismo autor, en su tratado 
“¿Qué es la justicia?” concluye que “la subjetividad de la idea de justicia es tan amplia que 
resulta extremadamente complicado definir objetivamente qué es la justicia”. De esa forma, su 
trabajo culmina con más dudas que certezas, explicando, como lo habíamos mencionado, que no 
ha podido llegar a una conclusión general del concepto de Justicia. Kelsen, al final de la 
mencionada obra, sostiene que: 
 
Comencé este estudio con el interrogante: ¿qué es la justicia?. Ahora, al llegar a su fin, me doy 
perfectamente cuenta que no lo he respondido. Mi disculpa es que en este caso me hallo en 
buena compañía. Sería más que presunción de mi parte hacerles creer a mis lectores que puedo 
alcanzar aquello que no lograron los pensadores más grandes. En rigor, yo no sé ni puedo decir 
qué es la justicia, la justicia absoluta, ese hermoso sueño de la humanidad. Debo conformarme 
con la justicia relativa: tan sólo puedo decir qué es para mí la justicia. Puesto que la ciencia es 
mi profesión y, por lo tanto, lo más importante de mi vida, la justicia es para mí aquello bajo 
cuya protección puede florecer la ciencia y, junto con la ciencia, la verdad y la sinceridad.(p, 
120) 
 
El connotado jurista Carlos Escarrá (2009), en su obra “Modelo Establecido en la Constitución 
de le República Bolivariana”, al referirse específicamente a la justicia constitucional, de manera 
taxativa manifiesta: 
 
…la justicia concebida y planteada en el texto constitucional no se trata de una justicia 
inmaterial, meramente objetiva y abstracta, ni tampoco “ideal” sino, precisamente a aquella 
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justicia posible y realizable bajo la premisa de la preeminencia de los derechos de la persona 
humana como valor supremo del ordenamiento jurídico, es decir, a una justicia material que 
obliga a las instituciones democráticas y a sus funcionarios no sólo a respetar efectivamente 
tales derechos, sino a procurar y concretar en términos reales y efectivos la referida justicia. (p, 
811) 
 
Es así que, aun con los inconvenientes planteados, en los últimos años el derecho y la justicia, 
principalmente aquella que se refiere a la justicia Constitucional como mecanismo para afianzar 
y garantizar los valores y principios constitucionales; los derechos fundamentales: y, los 
derechos de las minorías ante las mayorías parlamentarias, han desarrollado no solo el clásico 
rol de conformar un marco conceptual y de referencia para la conducta humana, sino también el 
de constituirse como el referente para la  determinación de la cultura democrática y el 
establecimiento del denominado Estado constitucional y de derecho; en este sentido el Dr. 
Augustín Grijalva Jiménez (2011), manifiesta que, el acceso a la justicia constitucional tiene 
una doble dimensión, que pueden ser tanto formal, definida por los procedimientos jurídicos que 
permiten poner en marcha la capacidad decisoria del Tribunal; o como una dimensión material o 
social del acceso, la cual, manifiesta, está dada por la política judicial que el Tribunal desarrolle 
en su relación con la ciudadanía, aunque especifica que estos dos están estructuralmente 
relacionados. 
 
En este sentido, al referirse específicamente al acceso formal, manifiesta: 
 
El acceso formal se relaciona con la disponibilidad de lo que en el derecho constitucional se 
denomina garantías, esto es con la existencia de instituciones y procedimientos jurídicos que 
permitan resguardar la supremacía constitucional y específicamente el respeto a los derechos 
fundamentales. (p, 206) 
 
Específica el autor, evocando el pensamiento de Manuel Peña “La garantía en el Estado 
constitucional de derecho”, manifiesta que las garantías englobadas en la Constitución son tan 
importantes como los derechos, puesto que, sin aquellas estos, pese a su vigencia formal, 
quedan en meras expectativas sin posibilidades de ejecución coercitiva ante los Tribunales. 
 




Tiene relación con el proceso de democracia deliberativa que se genere en y alrededor del 
Tribunal Constitucional. Como sabemos, la democracia deliberativa se concibe como un 
proceso comunicacional en que los ciudadanos exponen y transforman sus preferencias a partir 
de la discusión en términos de igual participación y respeto. (p, 209) 
 
Al hablar de esa democracia deliberativa, el autor hace referencia a la llamada acción abstracta 
de inconstitucionalidad, cuando existe una amplia legitimación activa; es decir, como lo 
especifica el autor, un amplio acceso formal para demandar la inconstitucionalidad de una 
norma, a la que  también llama legitimación popular, en el que cualquier ciudadano de manera 
individual o colectiva puede solicitar al Tribunal Constitucional que considere la 
inconstitucionalidad de una ley. 
 
Silvia Snowiss (1990), al referirse al análisis histórico sobre los orígenes de la Justicia 
Constitucional de Norteamérica, indica que: 
 
Ésta ha surgido como un sustituto a la revolución. En efecto, si los ciudadanos tienen derecho a 
la supremacía constitucional, como pueblo soberano, cualquier violación de la Constitución 
podría dar lugar a la revocatoria del mandato de los representantes o a su sustitución por otros, 
en aplicación del derecho de resistencia o revuelta que defendía John Locke. En caso de 
opresión de los derechos o de abuso o usurpación, la revolución era la solución o la vía de 
solución de conflictos por el pueblo. Como sustituto de la misma; sin embargo, surgió el poder 
atribuido a los jueces para dirimir los conflictos constitucionales entre los poderes constituidos 
o entre éstos y el pueblo. Esta es, precisamente, la tarea del juez constitucional, quedando 
configurada la justicia constitucional como la principal garantía al derecho ciudadano a la 
supremacía constitucional. (p, 73) 
 
Louis Favoreu en su trabajo sobre “Justicia y jueces constitucionales” afirma con razón que el 
desarrollo de la Justicia Constitucional es ciertamente el acontecimiento más destacado del 
derecho público del siglo XX, en el viejo mundo y quizás en el mundo entero, y concluye que 
hoy no se concibe un sistema constitucional que no reserve un lugar a esta institución. Esto 
explica que en Europa las nuevas Constituciones han previsto, como ese fin, además de una 
Corte Suprema o de un Tribunal de Casación, la existencia de un Tribunal Constitucional, como 




En la Justicia Constitucional le corresponde una importante misión al juez constitucional. En 
efecto, los jueces personas naturales, que en representación del tribunal ejercen material y 
directamente la jurisdicción y que expresan en sentencias su voluntad, que es la del Estado, 
deben ser abogados altamente calificados, por lo que uno de los objetivos de la justicia 
constitucional, a decir del Dr. Luis Cueva Carrión (2010) es: 
 
Servir al pueblo mediante la defensa de la Constitución y los derechos fundamentales; controlar y 
equilibrar el uso del poder; garantizar que se haga efectiva la supremacía de la Constitución y 
hacer posible que el plexo axiológico que contiene la Norma Normarum se convierta en una 
realidad tangible.(p, 48) 
 
Como lo sostiene los tratadistas Claudia Storini y marco Navas Alvear (2013), la Constitución 
tiene un efecto en esencial transformador de los Estados enfocados en este caso a la defensa de 
los derechos consagrados en ella, en especial los llamados derechos Humanos, por lo que resulta 
obvio que ella misma establezca límites al ejercicio de los derechos en ciertas circunstancia y 
garantías de su ejercicio en otras; razón por la cual enfatizan textualmente que: 
 
Toda Constitución como referente normativo de un Estado prevé la prohibición de cualquier forma 
de denegación de justicia. En este sentido, todo derecho debe poder hacerse valer, llegado el caso, 
en un proceso ante un órgano judicial. Siendo así, el derecho en cuestión se configura como 
derecho a la jurisdicción cuyo contenido es el de lograr de los órganos judiciales una respuesta a 
todas las pretensiones. (p, 90) 
 
Lo que implica la real posibilidad de que cualquier persona que de forma individual o colectiva 
pueda acudir a los órganos jurisdiccionales sin ningún tipo de limitación, salvo las especificadas 
en la ley, y exigir la resolución de una controversia de acuerdo a las pretensiones enunciadas. 
 
1.5. Presupuesto de un Conflicto Constitucional. 
 
El conflicto constitucional, evocando al Dr. Luis Cueva Carrión (2010) se produce a través del 
uso o abuso del poder, cuando un órgano público o una persona, con su acción u omisión, 
generan como resultado la infracción valórica, formal o sustancial de preceptos o principios 
contenidos en la Constitución, así lo expresa textualmente al decir: 
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El poder puede ser público o privado y ambos pueden comportarse en forma abusiva o corrupta, 
por eso la actual Constitución ha previsto que la acción constitucional de protección cabe tanto 
para el ámbito público como para el privado.(p,15) 
 
Pero sin duda, y aunque más allá de estos posibles conflictos por la acción u omisión, valórica, 
formal o sustancial, resulta indudable que una sentencia dictada en un proceso con estricto 
apego al debido proceso y en definitiva a las garantías procesales, es el medio más eficaz con 
que cuenta el mundo civilizado para resolver los conflictos constitucionales, recuperar como 
efecto derivado la plena vigencia de la suprema norma violentada y reforzar los cimientos de la 
supremacía constitucional. 
 
Para que se ponga en aplicación la jurisdicción constitucional según Colombo, Juan (2001). 
Reseña en su obra “Protección jurisdiccional de la Constitución” (En Revista de Derecho, 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Austral de Chile, Volumen XII). Es 
necesario que exista un conflicto constitucional, el que requiere la existencia de determinados 
elementos o requisitos, los cuales son básicamente los siguientes:  
 
1. Existencia de una Constitución formal; 
 2. La acción u omisión de un órgano estatal o de una persona en relación a conductas 
determinadas por la Carta Fundamental; y, 
 3. Que el resultado de dicha acción u omisión provoque el efecto de vulnerar la Constitución.  
Este conflicto puede darse por la acción de cualquier órgano o agente estatal (Parlamento, 
gobierno, tribunales), que a través de una acción u omisión vulnere los preceptos y garantías 
individuales o colectivas establecidos en la Carta Fundamental, lo que también puede ocurrir 
como acción u omisión de particulares.  
 
Dicho conflicto se concreta, por ejemplo, cuando el Congreso Nacional, Parlamento o en 
nuestro caso Asamblea Nacional, aprueba leyes inconstitucionales; es decir, que afecten directa 
o indirectamente los derechos fundamentales, cuando los tribunales no respetan y aseguran a 
través de sus normas o de sus resoluciones estos derechos fundamentales, entre otros, el derecho 
a la jurisdicción, las garantías jurisdiccionales y al debido proceso; cuando actos o normas 
reglamentarias del gobierno vulneran derechos de las personas de forma individual o colectiva, 
cuando se generan conflictos de competencias o atribuciones entre órganos estatales, etc. Por 
consiguiente y al respecto de este razonamiento, SAGÜÉS, Néstor Pedro, (2002) expone dos 
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premisas fundamentales, una de ellas la supremacía de la Constitución y otra 
complementariamente la Jurisdicción constitucional:  
 
La supremacía de la Constitución no tendría ninguna aplicación real si no existieran garantías que 
la efectivicen frente a los conflictos constitucionales que se producen al interior de cada sociedad 
política. La jurisdicción constitucional contribuye a la resolución pacífica de los conflictos dentro 
del marco constitucional. Esta garantía está dada por la existencia de diversos sistemas de control 
de constitucionalidad. (p, 21) 
 
En suma, cabe destacar en este orden de cosas, que la justicia constitucional a través del derecho 
procesal constitucional, se encuentra institucionalizada precisamente para decidir sobre aquellos 
casos controvertidos que surgen de su aplicación. En otros términos: para decidir los conflictos 
constitucionales; pues, cuando la norma violada constituye un precepto constitucional surge el 
conflicto constitucional, más relevante por su peligrosidad y conflagración, ya que siempre, o 
pone en peligro la estabilidad institucional o la eficacia de las garantías de las personas. 
 
1.6. El Derecho Procesal Constitucional. 
 
Para muchos autores contemporáneos el derecho procesal constitucional es una disciplina 
relativamente nueva; sin embargo, de que constituye el fundamento de los  presupuestos 
procesales de la justicia constitucional. 
 
Para el Dr. Luis Cueva Carrión, al referirse a esta disciplina, en su libro “Derecho Procesal 
Constitucional” (2010), afirma que, inicialmente se dudó sobre su denominación, ya que unos lo 
llamaron Justicia Constitucional y otros Jurisdicción Constitucional, aseverando que también se 
trató de hacer una distinción entre Derecho Procesal Constitucional y Derecho Constitucional, 
reconociendo a Hans Kelsen como el fundador de la nueva disciplina Procesal Constitucional. 
 
El Derecho Procesal Constitucional, según Guillermo Cabanellas,  es aquella rama del derecho 
público que establece las normas procesales orgánicas y funcionales necesarias para dar eficacia 
real a la normativa constitucional, cuando surja un conflicto entre un acto de la autoridad o de 
un particular y sus disposiciones.  
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Comprende en este caso, la organización y atribuciones de los Tribunales Constitucionales y la 
forma en que éstos ejercen su jurisdicción al resolver conflictos constitucionales por medio del 
proceso y con efectos permanentes.  
 
Néstor Pedro Sagües (2002), uno de los grandes precursores de esta disciplina, afirma en su 
obra Derecho Procesal Constitucional que: 
 
Esta rama del derecho “es principalmente, el derecho de la jurisdicción constitucional, y tiene 
dos áreas claves: la magistratura constitucional y los procesos constitucionales”. Y recuerda 
una expresión de Calamandrei, en el sentido de que todas las declaraciones constitucionales son 
fútiles si no existen remedios jurídicos procesales que aseguren su funcionamiento real. (p, 42) 
 
Por lo tanto se deduce  que corresponde al Derecho Procesal Constitucional el estudio de las 
Garantías Constitucionales y los instrumentos de la Jurisdicción Constitucional, como la 
función de aportar al sistema jurídico nacional los elementos orgánicos y funcionales necesarios 
y apropiados para que un conflicto constitucional pueda ser determinado por medio de una 
decisión jurisdiccional, lográndose así la plena vigencia de la Supremacía Constitucional. 
 
Sin embargo, resulta interesante la puntualización que el Dr. Luis Cueva Carrión (2010), hace al 
respecto de las varias definiciones como las mencionas, sobre esta materia al señalar que: 
 
El derecho procesal no sólo se ocupa de la investigación de las garantías constitucionales y de 
los instrumentos de la jurisdicción constitucional, sino de algo más profundo y completo que 
parte de la esencia misma de esta ciencia y concluye en su dialecticidad transformadora. (p,24) 
 
Ya que al definir al derecho procesal constitucional como un simple conjunto de normas que 
ordenan el proceso, se está omitiendo su esencial alcance transformador y productor de algo 
nuevo y superior, cuyo objeto, según el autor, “consiste en investigar la forma idónea de 
posibilitar esta transformación, de formular las categorías fundamentales, las leyes generales y 
crear los medios tecno-jurídicos adecuados a su esencia transformadora”.  
 
La obra de Hans Kelsen Las garantías de la jurisdicción constitucional, escrita en 1928, 
constituye, “el inicio de las formulaciones teóricas del derecho procesal constitucional”. A partir 
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de entonces esta disciplina surge con fuerza, y se independiza decididamente del Derecho 
Constitucional cuando, en 1955, Mauro Cappelletti publica en Italia su monografía intitulada 
Jurisdicción constitucional de la libertad. Esta obra, en opinión, fue aceptada por un sector 
mayoritario de ambos continentes –Europa y América– y corresponde en su desarrollo al 
conjunto de instituciones procesales tutelares de los derechos consagrados constitucionalmente. 
El trabajo de Cappelletti se complementará, más tarde, con su estudio sobre El control de 
constitucionalidad de las leyes en el derecho comparado, publicado en Milán en 1968.  
 
Al entrar en funcionamiento Tribunales Constitucionales en la mayor parte de las naciones 
jurídicamente organizadas, se produce un veloz progreso en el desarrollo del Derecho Procesal 
Constitucional, el que en las últimas décadas comienza a enseñarse como disciplina autónoma. 
En 1982, la Universidad de Belgrano inauguró un curso de posgrado sobre el Derecho Procesal 
Constitucional, experiencia que se repitió en la Universidad de Chile y en otras universidades 
latinoamericanas.  
 
En concordancia con las ideas expresadas, Luigi Ferrajoli ha calificado su establecimiento 
como la conquista más importante del derecho contemporáneo para el logro de la protección 
jurisdiccional de la dignidad de las personas y de los derechos fundamentales frente a la ley, los 
que no podrían sobrevivir si carecen de una tutela eficaz a través del proceso.  
 
En la actualidad se estima que es correcta la denominación de Derecho Procesal Constitucional, 
aunque como lo manifiesta el Dr. Carrión “La ciencia del derecho procesal Constitucional es 
nueva en nuestro medio…”; puesto que su contenido se refiere a la competencia jurisdiccional 
constitucional y al proceso que debe seguirse para decidir sobre las garantías y no a preceptos 
constitucionales que se encuadran en el marco de la Constitución en forma estática. 
 
El Derecho Procesal Constitucional comprende el desarrollo de las siguientes áreas temáticas: 
 
a) El conflicto constitucional y sus formas de solución; 
b) El Derecho Procesal Constitucional orgánico, y, 




En el ámbito descrito, pertenecen al Derecho Procesal Constitucional trascendentes materias del 
quehacer jurídico, entre las que cabe destacar: la supremacía constitucional; la Justicia 
Constitucional; los sistemas de control de constitucionalidad de las leyes, decretos y otros actos 
públicos; y el amparo efectivo de las garantías que la Constitución asegura a las personas; es 
decir, como lo sostiene el Dr. Cueva Carrión (2010), “este nuevo paradigma ha cambiado 
radicalmente, no solo la arquitectura jurídica, sino la forma de pensar el Derecho…” (p,23) 
 
En síntesis, esta rama del derecho está destinada a proporcionar al país normas eficaces para la 































“El hombre nació para ser libre, y a través de los siglos combate sin tregua para obtener la 
libertad, primero; para conservarla, luego; y, cuando la ha perdido, para recuperarla, 
iniciando, así, un nuevo ciclo en una serie que se repite al infinito en el decurso de los 
tiempos, sin que nunca la conquista sea definitiva, como si la voluntad divina fuera que 
por ese medio la llama de la libertad se mantuviera perennemente encendida en el alma 
humana”. 
 
Segundo Linares Quintana 














JUSTICIA Y CONTROL CONSTITUCIONAL 
 
No cabe duda que el tema que nos ocupa por su gran trascendencia dentro de la esfera del 
derecho constitucional, ha generado y está generando en la actualidad, a más de las consabidas 
polémicas, grandes debates en torno a la administración de justicia y el control que los órganos 
constitucionales disponen sobre ella; pues, siendo la justicia constitucional un sistema de control 
judicial sobre el respeto de las disposiciones constitucionales, se han implementado para ello 
diferentes sistemas de control constitucional con potestad de controlar la legitimidad 
constitucional de la administración de justicia y de las normas jurídicas que crean los diversos 
órganos estatales, limitando de esta manera el poder exorbitante del Estado respecto de los 
derechos de las personas individualmente y de la sociedad en general. 
 
Sin embargo de que el Estado necesita del poder para ser administrado soberanamente a nombre 
del pueblo, no es menos cierto que el abuso del mismo ha generado catástrofes, políticas, 
sociales y económicas a través de los tiempos, el Dr. Luis Cueva Carrión (2010), al hablar 
precisamente sobre el abuso y corrupción del poder en su libro “Acción Constitucional 
Ordinaria de Protección, menciona concordantemente que: 
 
El poder es el oxígeno de la organización social: el poder organiza, dirige, desarrolla y 
transforma a la sociedad; pero, también puede ser empleado para desorganizarla, para 
corromperla o para frenar su desarrollo. En el hombre el ejercicio del poder, usando de forma 
negativa, ilegal o abusiva puede provocar sufrimiento, infelicidad o humillación. (p, 14) 
 
La libertad, la vida, la dignidad de los ciudadanos en general, son bienes jurídicos invalorables e 
inviolables, de allí que los sistemas que tutelan los derechos y garantías constitucionales del 
Estado, deben ser coherentes y primordiales en los sistemas democráticos como guardianes de 
las garantías constitucionales, promoviendo su independencia y un acceso eficiente y eficaz a la 
justicia constitucional integral de forma universal. 
 
La necesidad de optimizar y vigorizar la igualdad y la efectividad de la administración de 
justicia, las reformas que en torno a ella se han experimentado con logros favorables o no, de 
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acuerdo a la realidad política de los Estados constitucionales, han girado siempre alrededor de 
tres variables básicas: independencia, acceso y eficacia, así lo manifiesta Augustín Grijalva 
Jiménez (2011), al puntualizar que: 
 
La independencia se refiere principalmente a la relación de la rama judicial con el ejecutivo y el 
legislativo, aunque también los grupos de poder político y económico pueden ejercer presiones 
indebidas sobre los jueces; el acceso evalúa la posibilidad real de los ciudadanos en cuanto a 
recurrir a los jueces para proteger sus derechos; la eficacia alude a la capacidad operativa de 
estos jueces, se refleja en indicadores cualitativos como la calidad de los fallos e indicadores 
cuantitativos como el volumen de causas o los tiempos para procesarlas. (p, 195) 
 
Augustín Grijalva señala además, que estas variables, aunque empleadas principalmente en los 
estudios de la jurisdicción ordinaria y la reforma judicial, son también útiles para entender otra 
área del sector de justicia: la justicia constitucional. Lo que hasta cierto punto resulta obvio ya 
que la justicia constitucional responde a la supremacía y a la fuerza normativa de la 
Constitución, lo que la distingue claramente de la justicia ordinaria. La primera se propone 
hacer efectiva la voluntad del poder constituyente plasmada en la Constitución. Mientras la 
justicia ordinaria se ocupa de controversias entre particulares, o entre éstos y el Estado en su 
calidad de persona de derecho privado, la justicia constitucional es de orden público porque, al 
defender la Constitución, preserva la estructura jurídico-política del Estado y los derechos 
fundamentales de la persona.  
 
Resulta interesante y muy venido al caso, para reforzar lo enunciado, evocar la sentencia No. 
50-84 emitida por el Tribunal Constitucional de España citada en el Anuario De Derecho 
Constitucional Latinoamericano / 2004 que textualmente dice: 
 
La distinción entre la jurisdicción constitucional y la ordinaria no puede ser establecida, como a 
veces se hace, refiriendo la primera al plano de la constitucionalidad y la jurisdicción ordinaria 
al de “la simple legalidad”, pues la unidad del ordenamiento y la supremacía de la Constitución 
no toleran la consideración de ambos planos como si fueran mundos distintos e incomunicables. 
Ni la jurisdicción ordinaria puede, al interpretar y aplicar la Ley, olvidar la existencia de la 
Constitución, ni puede prescindir la jurisdicción constitucional del análisis crítico de la 
aplicación que la jurisdicción ordinaria hace de la Ley, cuando tal análisis es necesario para 




Así pues, el mundo con el largo devenir de los tiempos, ha presenciado casi de manera cotidiana 
las discrepancias entre los poderes públicos y la necesidad de resolverlas. Esta confrontación 
entre la necesidad de instaurar un control jurisdiccional de la Constitución y conservar en su 
esencia el principio de separación de poderes que fue precisamente lo que motivó, a partir de 
Kelsen, la creación de tribunales constitucionales en la Europa continental, con la atribución 
jurisdiccional específica de velar por la constitucionalidad de las leyes, la que no podría 
atribuirse al orden judicial tradicional, cuya misión, precisamente, es la de aplicar la ley, sin que 
le fuere lícito cuestionarla. 
 
2.1. Origen y evolución de los sistemas de Justicia y Control Constitucional. 
 
     El Dr. Jorge Zabala Egas (1999), en su tratado de Derecho Constitucional, evocando al Dr. 
Salgado Hernán, en relación al origen y formación de la justicia y control constitucional,  refiere 
su génesis al principio de jerarquía; pues, considera que en el ordenamiento jurídico del Estado 
las normas tienen diversos niveles, así pues, afirma que el principio de supremacía 
constitucional implica que ninguna ley o disposición normativa puede contradecir lo establecido 
en la Constitución. Para salvaguardar la vigencia de este principio y, en consecuencia, para 
“defender” a la Constitución de posibles “agresiones” provenientes de otros órganos “incluido el 
Parlamento” la mayoría de los sistemas constitucionales han previsto un modelo de control 
jurisdiccional de las leyes 
 
     El Dr. Gil Barragán Romero (2000), en su tratado sobre el Control Constitucional, manifiesta 
que, no siendo posible analizar todas las ideas y formas políticas de la historia, debemos sí 
recordar dos sucesos que dan origen al constitucionalismo  moderno y la democracia 
representativa, que subsisten en nuestros días, uno de ellos es la Declaración de Independencia 
de los Estados Unidos de Norteamérica, en 1776, y el otro la Revolución Francesa en 1789, 
ambos inspirados en el pensamiento contractualista  y en los principios del derecho natural. 
 
     La Declaración de independencia de 1776 sostiene el referido autor, fue culminación jurídica 
de pronunciamientos que poco tiempo antes habían hecho varios Estados norteamericanos, y 
proclama que los hombres tienen el derecho natural a la vida, la libertad, la propiedad y la 
búsqueda de la felicidad, proclamación que se complementa en otras de orden institucional y 
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filosófico, como el derecho que tiene los pueblos para darse la forma de gobierno que convenga 
a su progreso y bienestar. En este sentido la Declaración de Independencia de 1776, afirma: 
“Se han establecido gobiernos entre los hombres para garantizar sus derechos, y el poder de los 
gobiernos emana del consentimiento de los gobernados” 
     Como habíamos esbozado brevemente en el capítulo anterior, es habitual cifrar el origen de la Justicia 
Constitucional en los inicios de la historia de los Estados Unidos de Norteamérica (Marbury Vs. 
Madison). Según Maurizio Fioravanti (2007) (Constitución de los modernos) (p, 107-109), el punto de 
partida para la instauración de un sistema de justicia constitucional es el de la supremacía de la 
Constitución como norma. Los constituyentes Norteamericanos construyeron un sistema representativo 
sin ubicar soberanía en el Parlamento y en la ley, sino haciendo decir a la Constitución de sí misma que es 
el Derecho supremo y la Ley de Leyes. En función de esa supremacía, la Enmienda I de la Constitución 
limita la potestad legislativa del Congreso. El juez queda más fuertemente vinculado por la Constitución 
que por la ley. El juez Marshall en 1803, en el caso Marbury contra Madison, seguramente el más famoso 
de toda la historia, construye la teoría de la revisión judicial de las leyes. 
   En relación al principio de Supremacía Constitucional que se desprende de este antecedente histórico, 
es uno de los dogmas fundamentales del derecho, a este respecto, Linares Quintana (1977), corrobora lo 
siguiente:  
El principio de supremacía constitucional es la más eficiente garantía de la libertad y la 
dignidad del individuo, al imponer a los poderes constituidos la obligación de encuadrar sus 
actos en las reglas que prescribe la ley fundamental. Si los actos emanados de dichos poderes 
tuvieran la misma jerarquía jurídica de las normas constitucionales, la Constitución, y con ella, 
todo el sistema de amparo de la libertad y la dignidad humana que ella consagra, podría ser en 
cualquier momento dejada sin efecto por los órganos institucionales a los cuales aquella 
pretende limitar su actuación (p,245) 
     Como ya lo evidenciamos en el capítulo anterior mencionando el criterio del tratadista Allan 
R. Brewer-Carías (2011), la Revolución Francesa, en vez de proclamar derechos en una 
declaración filosófica, como lo hizo la norteamericana, los hizo constar en la forma de normas 
positivas, articuladas en su declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano. El célebre 
documento a través de la Asamblea Nacional Francesa de 1789, considera: 
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“Que la ignorancia, el olvido o el desprecio de los derechos del hombre son las únicas causas 
de las desdichas públicas y de la corrupción de los gobernantes”, ha resuelto exponer “en una 
declaración solemne los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre, a fin de que 
esta declaración constantemente presente a todos los miembros del cuerpo social, les recuerde 
sin cesar sus derechos y sus deberes”. 
     Sin embargo, sustentando la tesis enunciada en el primer capítulo, relativa a lo sostenido por 
el Dr. Ricardo Sanín Restrepo (2009), respecto a que los norteamericanos no se fundamentaron 
en la racionalidad de la ilustración; sino, en el constitucionalismo popular ingles del siglo XVII, 
la formulación del principio de la supremacía constitucional, que condiciona cualquier régimen 
político democrático contemporáneo, se atribuye al magistrado inglés Eduard Coke, quien en el 
año de 1610, al expedir un fallo, declaró que los principios del Common Law debían limitar y 
aun invalidar las leyes expedidas por el parlamento que se opusieren a aquellas.  
El Derecho anglosajón, derivado del sistema aplicado en la Inglaterra medieval, es aquel 
utilizado en gran parte de los territorios que tienen influencia británica. Se caracteriza por 
basarse más en la jurisprudencia que en las leyes. 
El principio en el que se basa el common law es que los casos se deben resolver tomando como 
referencia las sentencias judiciales previas, en vez de someterse en exclusiva a las leyes escritas 
realizadas por los cuerpos legislativos. Este principio es el que distingue el commonlaw del 
sistema del Derecho continental europeo y del resto de los países. Mientras que en el ámbito 
jurídico continental, los jueces resuelven los casos fundamentando sus sentencias en preceptos 
legales fijados con antelación, en el commonlaw, los jueces se centran más en los hechos del 
caso concreto para llegar a un resultado justo y equitativo para los litigantes. 
     Según Dr. Ricardo Sanín Restrepo, en la misma Inglaterra, esta doctrina se conforma con 
mayor fuerza y precisión en 1647, en el agreement of the people (El acuerdo del pueblo), donde 
aparece la idea de ordenar todo el derecho bajo la inspiración de normas esenciales, y en el 
Instrumen of goveenment de 1653, elaborado por el Consejo de Oficiales del Ejército de 
Cronwell, documento considerado la única Constitución escrita que Inglaterra ha tenido, que 
separa el poder constituyente y el poder legislativo; Cronwell, inspirador de los documentos 




     Por consiguiente, la doctrina de estos dos formidables instrumentos, empiezan a establecer 
que el poder legislativo no es soberano; pues, coinciden que sus atribuciones están 
rigurosamente determinadas en una ley o en unos principios superiores y no pueden legislar 
sobre ciertos objetos o en un determinado sentido; en esto reposa ahora la garantía de los 
derechos individuales y esta es una idea propia de la democracia, en la cual la Constitución está 
sobre todos los poderes constituidos. 
     Según Barragán Romero (2000), el principio de supremacía constitucional se consagra 
definitivamente al finalizar el siglo XVIII con sus actuales denominación y propósito, en la 
llamada “Supremacy Clause”, que es la cláusula segunda del artículo 6 de la Constitución (la 
fundamental law) de los Estados Unidos, que dice: 
Esta Constitución, las Leyes de los Estados Unidos que en su consecuencia se dicten, y todos los 
tratados celebrados o a celebrarse bajo la autoridad de los Estados Unidos, serán la Ley 
Suprema del país y los jueces en cada Estado estarán sujetos a ella, no obstante cualquier 
disposición en contrario contenida en la Constitución o en las Leyes de Cualquier Estado (art. 
6) 
En fin, habiendo abordado sucintamente esta temática jurídica y para seguir adentrándonos en la 
temática,  es necesario traer a colación la clasificación de los diversos sistemas de justicia 
constitucional. La clasificación tradicional de los sistemas de control de legitimidad es la 
siguiente: 
 
2.2. El sistema Norteamericano de control de la Constitucionalidad de la Ley. 
 
     Como ya lo había mencionado, en el sistema norteamericano se confiere  no solo al Tribunal 
Supremo, sino a todos los jueces la facultad de interpretar la Constitución, aunque todos se 
hallan vinculados a la jurisprudencia de la Corte Suprema; por esta razón se lo llama de 
“Jurisdicción Difusa”. “La Jurisdicción Difusa”, de los Estados Unidos dio paso en Europa, 
después de la Primera Guerra Mundial, al sistema de “Jurisdicción Concentrado”, elaborado por 
el jurista austriaco Hans Kelsen y acogido por primera vez en la Constitución Austriaca.  
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     El modelo norteamericano de jurisdicción constitucional difusa, citado por el célebre 
tratadista José Rodríguez Zapata, en su obra “Teoría y Práctica Constitucional”, tiene su 
antecedente más importante en la doctrina. Menciona que, Alexander Hamilton en su obra El 
Federalista (1788) quien precisa que ninguna ley contraria a la Constitución puede ser válida. 
Negar esto sería afirmar que el mandatario es superior al mandante (…). Que los representantes 
del pueblo son superiores al pueblo mismo y que los hombres que obran en virtud de 
determinados poderes pueden hacer no sólo lo que éstos no permiten, sino lo que expresamente 
prohíben. En efecto, según por Rodríguez Zapata, José (1996): 











Esta doctrina fue materializada en el fallo de la Suprema Corte de los Estados Unidos, caso 
Marburyvs. Madison de 1803. Sin embargo, como lo sostiene Maurizio Fioravanti (2007) este 
precedente histórico no tiene continuidad hasta el año 1857, en el caso Dred Scott, en que se 
declara inaplicable una ley, atacando el compromiso de Missouri. En todo caso, la revisión 
judicial de la constitucionalidad de las leyes (“judicial review”) o (control difuso) se 
generalizará después de la guerra civil, en aplicación de las enmiendas constitucionales, a través 
de la teoría de la incorporación. (p, 108) 
Resumiendo de la lectura del autor evocado, las características básicas del modelo están dadas 
por ser un control judicial, practicado por los jueces que integran el Poder Judicial; es un 
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control represivo o reparador, se concreta respecto de normas vigentes que integran el 
ordenamiento jurídico; es un control de constitucionalidad difuso, vale decir, practicado por 
todos los jueces y cortes; es de carácter concreto, al desarrollarse a partir de una impugnación 
de un precepto legal que intenta aplicarse en un procedimiento judicial en curso, que como lo 
sostiene Maurizio Fioravanti, es por vía de excepción por regla general, lo que indica que en el 
litigio se impugna el precepto considerado inconstitucional solicitando al Tribunal que no lo 
aplique a dicho caso; y las sentencias tienen efecto de cosa juzgada, pero sólo con efectos 
interpartes, vale decir, con efectos para las partes y para el asunto que está substanciando el 
Tribunal. En el sistema norteamericano se aplica el sistema del precedente y el principio del 
staredecisis,  
Staredecisis: Según la doctrina, es una locución latina, que se traduce interpretativamente como 
“mantenerse con las cosas decididas”, utilizada en derecho para referirse a la doctrina según la 
cual las sentencias dictadas por un  Tribunal crean precedente judicial y vinculan como 
jurisprudencia a aquellas que, sobre el mismo objeto, se dicten en el futuro. Esta locución más 
breve proviene de resumir una más extensa que dice: Staredecisis et non quieta movere. Esta 
doctrina es propia del derecho anglosajón y no tiene tanta fuerza en sistemas de derecho 
continental, en donde la jurisprudencia tiene una obligatoriedad mucho más reducida y la 
capacidad del Juez de interpretar la la Ley  según su criterio es mucho más amplia 
Lo que determina que los tribunales inferiores quedan vinculados por los principios de derecho 
que emanan de los fallos de los Tribunales Superiores en los casos análogos que les toque 
resolver. A su vez, la Corte Suprema de los Estados Unidos, desde 1925 desarrolla elcertiorari, 
que es un privilegio que le permite seleccionar discrecionalmente los casos que resolverá a 
través del control de constitucionalidad. 
     La justiciabilidad de un caso constitucional no se produce sólo por un conflicto entre la ley y 
la Constitución; es decir debe existir algo o alguien más entre esta dualidad; pues, es necesario 
además que exista una parte procesal, a la cual la norma legal le produzca un agravio suficiente 
y actual, que por la vía jurisdiccional ordinaria pueda obtener reparación en defensa de sus 
derechos, ya que no es posible deducir cuestiones de inconstitucionalidad directamente y en 
forma abstracta, debe existir un hecho específico concreto que demuestre la existencia de un 
daño o agravio (injury) directo e inmediato que sufre la persona del demandante, producido por 
el demandado (relación de causalidad: causation), que puede ser superado o remediado 
(redress) por una decisión favorable del tribunal.  
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Cappelletti, Mauro (1996), respecto al control difuso del control de constitucionalidad sostiene 
que no es uniforme; pues, se manifiesta con distintos matices dados por el sistema político 
imperante en cada Estado o pais: 
Este modelo o sistema difuso de control de constitucionalidad de las leyes fue seguido hasta 
ahora por algunos países de América, con algunas matizaciones, ellos son Argentina y Canadá; 
en Europa, en Suecia (de acuerdo con la reforma constitucional de 1975), en Noruega, en 
Dinamarca, en Finlandia (desde 1999), en Suiza respecto de leyes cantonales pero no de leyes 
federales (Constitución de 1874); en Grecia dentro de un sistema mixto, donde todos los 
tribunales pueden desaplicar leyes consideradas inconstitucionales (artículo 95 de la 
Constitución de 1975); en Asia, se desarrolla el modelo en Japón; y en Oceanía, en 
Australia.(p,15) 
     Puede sostenerse que este modelo difuso ha funcionado en sistemas jurídicos de commonlaw 
como de derecho romano.  
Según la doctrina y la historia constitucional, en América Latina, desde mediados del siglo XIX 
se desarrolló en algunos países el recurso de inconstitucionalidad de las leyes y el recurso de 
amparo de los derechos fundamentales frente a cualquier acto estatal, tal es el caso de La 
Constitución Venezolana de 1858 que consagró la acción popular de inconstitucionalidad. El 
recurso de amparo de derechos fundamentales se instituyó en la Constitución del Estado de 
Yucatán en México en 1841 y a nivel federal, en el Acta de reformas constitucionales de 1847.  
2.3. El Sistema Europeo de justicia Constitucional. 
 
Contrariamente a la práctica norteamericana,  la Constitución Austriaca dice: 
 
Los Tribunales Ordinarios no tendrán facultad para examinar la validez de las leyes 
debidamente promulgadas. (Art. 89) 
 
Creándose en su lugar un Tribunal Especial, Tribunal Constitucional, que puede examinar la 
validez de las leyes debidamente aprobadas. En el sistema austriaco, por tanto, las cuestiones 
constitucionales no son planteadas ante un juzgado de primera instancia sino llevadas 
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directamente ante un Tribunal de última instancia. En los Estados Unidos, la jurisprudencia 
Constitucional parte de casos concretos; en el nuevo sistema se busca la compatibilidad de dos 
normas abstractas: la Constitución y la Ley. El problema de la constitucionalidad de una Ley se 
aísla de otros Tribunales para atribuirlo a uno solo (Control Concentrado) que, en cierta forma 
se convierte en legislador, “legislador negativo”, cuando se pronuncia con fuerza decisoria sobre 
la inconstitucionalidad de una ley o de una norma.  
     En el modelo de control concentrado (modelo europeo German o austriaco de jurisdicción 
constitucional concentrado) 
 lo contencioso constitucional se distingue de lo contencioso ordinario, pudiendo ser un control 
preventivo o a priori o un control represivo o reparador; es competencia de un solo Tribunal 
determinado constitucionalmente con tal fin el que resuelve dichas controversias a iniciativa de 
determinadas autoridades u órganos estatales, a petición de las jurisdicciones ordinarias o de 
particulares, en base a razonamientos jurídicos, produciendo su sentencia efecto de cosa 
juzgada.  
     Hans Kelsen fue quien desarrolló la idea de los Tribunales Constitucionales, refiriéndose al 
tema en su recensión ¿Quién debe ser el defensor de la Constitución? (publicada en Die Justiz, 
1930-1, Heft 11-12, db. VI pág.576-628) respondiendo a Carl Schmitt y su trabajo Der Huter 
Verfosseng (Archivos de Derecho Público, Nueva Serie, XVI, págs. 161-237), traducido como 
defensa de la Constitución. En su trabajo, Kelsen sostenía que la idea de defensor de la 
Constitución apunta a las garantías que deben establecerse respecto de los órganos 
constitucionales capaces de provocar infracciones, como asimismo que el órgano que defiende 
la Constitución no debe ser el mismo que el que puede violarla. En tal caso, el garante de la 
Constitución no debiera ser ninguno de los tres órganos clásicos: gobierno, parlamento o 
judicatura ordinaria.
1
Para, García Laguardia, Jorge Mario (1993):  
En el esquema kelseniano, un Tribunal Constitucional se caracteriza por ser un Tribunal 
especial, situado fuera del Poder Judicial; que desarrolla la jurisdicción constitucional en forma 
concentrada, vale decir, en forma exclusiva; dicho controles de carácter abstracto, analizando 
la ley en su constitucionalidad con independencia de los casos concretos; ejercido por 
víadeacción,presentandoelfalloosentencialosefectosdecosajuzgadaydeefectosergaomnes, 
anulando el precepto legal y expulsándolo del orden jurídico, como asimismo, el fallo tiene 
efectos exnunc, vale decir, anula el precepto legal e impide que éste produzca efectos desde el 
momento del fallo y hacia el futuro, no teniendo el fallo efecto retroactivo. (p, 21) 
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Cruz Villalón, P. (1987): 
Los primeros Tribunales Constitucionales nacen en Europa. El primero es el Tribunal 
Constitucional de Checoslovaquia establecido por la Constitución de 29 de febrero de 1920. El 
mismo año se concreta el Alto Tribunal Constitucional de Austria en la Constitución 
del1ºdeoctubrede1920. (p, 23-25) 
     Según el mismo autor, en el período de entreguerras se creó en la Constitución española de 
1931 el Tribunal de garantías constitucionales, que desaparece con el advenimiento al poder del 
régimen de Franco. A su vez, en América Latina, siguiendo el antecedente español, en la 
Constituciónde1940, Cuba crea un Tribunal de Garantías Constitucionales y Sociales, el cual 
integraba el Poder Judicial como Sala de la Corte Suprema, ejerciendo un control concentrado 
de constitucionalidad sobre todo tipo de normas jurídicas. 
     En el año de 1928, Kelsen explicó los fundamentos de la jurisdicción constitucional 
concentrada en la Revista de Derecho Público y Ciencia Política de Francia. Sostiene que es 
ingenuidad política confiar al parlamento en control de regularidad de las leyes aprobadas por 
él mismo, porque: “el Parlamento no puede, por su propia naturaleza, ser obligad de manera 
eficaz…y el órgano legislativo se considera en realidad como un  libre creador del derecho…”. 
Por consiguiente, debe ser un órgano diferente, e independiente de él y de cualquier otra 
autoridad estatal el que se encargue de la anulación de los actos inconstitucionales, esto es “Una 
Jurisdicción o Tribunal Constitucional”. 
     Kelsen replica una de las más importantes objeciones para el establecimiento de la nueva 
Jurisdicción, la soberanía del Parlamento, diciendo que no puede haber soberanía de un solo 
órgano estatal, puesto que la soberanía pertenece a todo el orden jurídico; además, agrega, la 
anulación de una ley se produce esencialmente en anulación de las normas de la Constitución, 
procede de la actividad de un “Legislador negativo” (“La Constitución regula el procedimiento 
de legislación exactamente de la misma manera en que las leyes regulan el procedimiento de los 
Tribunales y el de las autoridades administrativas”). Continúa refiriéndose al principio de 
separación de los poderes y sostiene que la jurisdicción constitucional no está en contradicción 
con el principio de la separación, sino, que más bien lo reafirma, pues sirve para la regularidad 
del funcionamiento de los diferentes órganos. 
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     Kelsen considera al Tribunal Constitucional un legislador negativo, ya que tiene poder de 
anular una ley, que es equivalente a dictar una norma general, lo que es el acto contrario a la 
producción de normas legislativas que concreta el Parlamento. 
     En un sentido similar, Rubio Llorente señalará que “El legislador positivo y el “negativo” 
están sujetos del mismo modo a la Constitución y este distinto modo permite considerar como 
órgano jurisdiccional al Tribunal Constitucional, pero su función es, sin lugar a dudas, 
legislativa “pues la anulación de una ley tiene el mismo carácter general que una promulgación 
de una ley. La anulación es sólo una promulgación precedida de un signo de negación”  
Fernández Rodríguez, José Julio (1998), sostiene no compartir la tesis de Kelsen al decir: 
No compartimos la tesis de Kelsen, ya que cuando un Tribunal Constitucional resuelve anular 
una ley no lo hace discrecionalmente, no tiene libre iniciativa creadora de normas generales 
como el Parlamento, sino que actúa ajustado a criterios jurídicos teniendo como parámetro la 
Constitución, ejerciendo una función jurisdiccional como los jueces, dentro del marco de un 
procedimiento iniciado a instancia de parte legitimada para ello, con la única diferencia de 
resolver sobre la supremacía constitucional que implica decisiones con consecuencias políticas. 
Además, por regla general, el Tribunal Constitucional actúa a requerimiento de otros órganos, 
autoridades o personas. Por último, debe señalarse que los tribunales constitucionales 
desarrollan cada vez una labor de garantía activa de los valores y principios constitucionales a 
través del control de omisiones inconstitucionales y a través de las sentencias denominadas 
manipuladoras, donde a veces desempeñan el carácter de legislador sustituto.(p,71) 
     El modelo kelseniano de Tribunal Constitucional sufre diversas modificaciones en el 
desarrollo de los Tribunales Constitucionales de la post Segunda Guerra Mundial, 
permaneciendo como características esenciales la acción directa ante el Tribunal y los efectos 
generales de las sentencias, ya que algunas jurisdicciones constitucionales adoptan junto con el 
control de carácter abstracto el control concreto por vía incidental, como ocurre en diversos 
Tribunales Constitucionales europeos y latinoamericanos (Austria, Alemania, Italia, España, 
Bolivia, entre otros) , además, algunos Tribunales Constitucionales aplican el principio de la 
nulidad de pleno derecho que implica la nulidad de la norma legal declarada inconstitucional 
con efectos declarativos o extunc, vale decir, se determina que el precepto legal 
inconstitucionalidad nunca ha producido efectos en el ordenamiento jurídico. 
 44 
 
     Las principales razones del desarrollo de los Tribunales Constitucionales se deben a la 
constatación de que los Tribunales ordinarios tienden a sacralizar las leyes, producto de su 
cultura continental de aplicadores de la ley, más que juzgadores de la ley a partir de la 
Constitución. Los magistrados ordinarios no están preparados para realizar interpretación 
constitucional y juzgar las leyes y demás normas internas desde los valores, principios y reglas 
constitucionales.  
     Por otra, parte, en diversos países de América y Europa se ha constatado el fracaso de la 
jurisdicción constitucional en manos de los jueces ordinarios. 
     Hoy la legitimidad de los Tribunales Constitucionales se ha acrecentado en la medida que 
son los protectores de los derechos humanos o fundamentales de las minorías frente a las 
eventuales embestidas de la mayoría que suele controlar el gobierno y el Parlamento, como 
asimismo órganos de garantía del respeto de la distribución de competencias hecha por el 
constituyente entre los órganos constituidos.  
Como señala Favoreu, (1984).   
Sólo después de la Primera Guerra Mundial, y particularmente después de la Segunda Guerra 
Mundial, los países europeos han “redescubierto” la Constitución como texto jurídico y norma 
fundamental, lo que ya era una realidad en diversos países americanos desde el siglo XIX (p, 
19) 
     La tendencia al establecimiento de Tribunales Constitucionales se ha acrecentado después de 
la Segunda Guerra Mundial con fuerza en Europa, América Latina, Asia y África, a través de 
sucesivas olas como señala Favoreu.  
     La primera ola (vague) ocurre en el período entre las Dos Guerras Mundiales, en que se 
desarrollan los Tribunales de Checoslovaquia (1920), Austria (1920), Liechtenstein (1921) y 
España (1931), a los cuales puede agregarse el Tribunal de Garantías Constitucionales y 
Sociales de Cuba (1940).  
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     La segunda ola se desarrolla al término de la Segunda Guerra Mundial y hasta la década del 
sesenta se reconstruye el Tribunal Constitucional de Austria (1945), se generan los Tribunales 
Constitucionales de Italia (1948), Alemania Federal (1949), Francia (1959), Turquía (1961) y 
Yugoslavia (1963).  
     La tercera o la se produce en las décadas de los setenta y principio de los ochenta, en que se 
crean los Tribunales Constitucionales de Portugal (1976), España (1978), Bélgica (1983), 
Polonia (1985). Son parte de esta tercera ola en América Latina los Tribunales Constitucionales 
de Guatemala (1965-1985); Chile (1970), restablecido en 1981; de Perú (1979-1993). 
     Una cuarta o la se produce a la caída del muro de Berlín en 1989 y se desarrolla hasta la 
década de los noventa en los países de Europa Central y Oriental, como asimismo en algunos 
países de América del Sur; entre los primeros se encuentran: Albania, Bulgaria, Croacia, 
Eslovenia, Hungría, Lituania, Macedonia, Moldavia, Rusia, Rumania; entre los segundos: 
Colombia (1991), Bolivia (1994), Ecuador (1995-1999).  
2.4. Sistemas Iberoamericanos de Justicia Constitucional. 
 
     El desarrollo progresivo de la jurisdicción constitucional en América Latina en el sentido 
conceptualmente restringido de contar con tribunales especializados en el control de 
constitucionalidad- es un fenómeno complejo e interesante.  
 
Según el Dr. Alex valle (2012), en el contexto latinoamericano se ha desarrollado un conjunto 
de modelos de control de constitucionalidad que desbordan el estrecho marco conceptual del 
modelo norteamericano de control difuso y el modelo germano austriaco de control concentrado 
en un Tribunal Constitucional, generándose sistemas mixtos con distintas dosis de ambos 
modelos originarios o desarrollando fórmulas originales; así lo especifica textualmente al decir: 
 
Tanto el modelo norteamericano caracterizado por tener un control abstracto, especial, 
declarativo; como el austriaco, caracterizado por un control autónomo, concentrado, principal, 
general y constitutivo, fueron acogidos en Latinoamérica dando lugar a sistemas paralelos o 
mixtos. Por ello, se puede afirmar que el modelo latinoamericano ha desarrollado un conjunto 
de modelos de control constitucional que desborda los marcos conceptuales enunciados. (p, 16) 
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     La concepción que hace descansar la responsabilidad del control de la constitucionalidad en 
un órgano jurisdiccional ha servido de sustento a la casi totalidad de los ordenamientos jurídicos 
occidentales, incluyendo, por consiguiente, a los iberoamericanos. 
 
     No nos referimos al control difuso de la constitucionalidad (que consiste, en esencia, en la 
obligación que tiene el órgano jurisdiccional que conoce una litis de abstenerse de aplicar una 
norma pretendidamente inconstitucional), responsabilidad que descansa en todos los órganos 
jurisdiccionales del ordenamiento jurídico, sino al  control concentrado de la constitucionalidad, 
el cual requiere, por  lo general, de un órgano único y especializado. 
 
     Como ya lo había manifestado en el capítulo anterior, este modelo, propio de los países 
europeos y distinto al judicial review de Estados Unidos, nació con la Constitución Federal 
Austriaca de 1920 (siguiendo la propuesta de Kelsen), fue adoptado por España con la 
Constitución republicana de 1931 y restablecido con  la Constitución de 1978. Portugal lo 
contempla en la Constitución de 1976. 
 
     Sin embargo, a este respecto, Cayetano NÚÑEZ RIVERO (2002); refiriéndose al área  
latinoamericana, relata:  
 
“Sin embargo, el problema radicaba fundamentalmente en que el modelo constitucional que se 
quería aplicar se inspiraba claramente en las experiencias europeas y norteamericanas, y la 
realidad social y económica de los nuevos Estados eran muy diferentes, pues si las primeras 
contaban con una burguesía que hundía sus raíces en el Renacimiento con un siglo XVIII que le 
había permitido convertirse en el motor de la sociedad, los segundos tenían una endeble capa de 
comerciantes radicados en ciertos puntos ligados a la exportación de productos agrarios o sin 
manufacturar, y una gran capa social de grandes propietarios de haciendas, interesados 
fundamentalmente en un tipo de estado altamente descentralizado y poco regular”.(p, 346) 
 
Concordantemente Manuel ARAGÓN REYES (1998): insiste en que: 
 
 “En Iberoamérica, la fuerza expansiva del modelo constitucional norteamericano ocasionó que, 
ya a finales del siglo XIX, especialmente en Argentina, Colombia, Venezuela, República 
Dominicana, El Salvador y México, se admitiese, en el orden teórico, que los jueces no debían 
aplicar las leyes contrarias a la Constitución, aunque en el orden práctico no hubo muchas 
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ocasiones de ponerlo en práctica, no sólo por los frecuentes vaivenes políticos y fracturas 
constitucionales, sino también porque la influencia europea “legalista” (coexistente allí con la 
norteamericana “constitucionalista”) no propiciaba el entendimiento de los derechos 
constitucionales como inmediatamente aplicables sin mediación legal”.(p,168) 
 
     En fin y sin embargo, el modelo de los países iberoamericanos del nuevo continente es, en su 
conjunto, de tipo particular debido la diversidad de modelos: 
 
     En unos casos la responsabilidad del control concentrado de la constitucionalidad es 
conferida a un Tribunal independiente. Son los casos de Guatemala, República Dominicana, 
Colombia, Ecuador, Perú, Bolivia y Chile. 
 
     En otros, este control es otorgado a una Sala Especial dentro del Tribunal Supremo. Son los 
casos de El Salvador, Costa Rica y Venezuela. 
 
     Finalmente, en un tercer grupo están los países donde esa atribución recae en el Tribunal de 
mayor jerarquía jurisdiccional, en el Tribunal Supremo, sumando esa atribución a otras 
ordinarias de tipo judicial. Es el caso de México, Nicaragua, Honduras, Panamá, Brasil, 
Paraguay, Uruguay y Argentina. El menor número de países, como puede apreciarse.  
 
     Entendiendo que a estos fines carece de real relevancia el hecho de que el  Tribunal 
Constitucional esté dentro del Poder Judicial (caso de Colombia, por ejemplo) o fuera de él 
(caso de República Dominicana, por ejemplo), pues en este aspecto lo que más interesa es la 
independencia del órgano constitucional y las atribuciones referidas al control de la 
constitucionalidad sobre las normas infraconstitucionales. 
 
     En algunos países (República Dominicana es el más reciente ejemplo constitucional) el 
control concentrado convive con el control difuso, dando paso a un control jurisdiccional de la 
constitucionalidad en presencia del control directo ante el órgano de la constitucionalidad, 
quien, por demás, goza del poder vinculante de sus decisiones frente a los demás órganos y 




     Ahora bien, el caso de Cuba es muy singular, por apartarse totalmente de los modelos que 
hemos visto. En efecto, el artículo 75 de la Constitución cubana establece, en su apartado C, que 
son atribuciones de la Asamblea Nacional del Poder Popular “... decidir acerca de la 
constitucionalidad de las leyes, decretos-leyes, decretos y demás disposiciones generales”. Si 
consideramos que dicha Asamblea es el Órgano Supremo del Estado cubano, con potestad 
constituyente y legislativa, compuesta por diputados elegidos por el voto libre de los electores, 
llegaremos a la conclusión de que en Cuba el control de la constitucionalidad es atribuido a un 
órgano político, conforme al modelo propuesto por Carl Schmitt. Es este un caso único en 
América, claro indicio, de que, aunque la competencia está decididamente inclinada a favor de 
la propuesta de Kelsen, la polémica sobre esta competencia no parece totalmente concluida. 
 
Por otra parte Domingo Gil. (2011), señala: 
 
Puerto Rico es el único país de Iberoamérica donde la Constitución no atribuye competencia 
expresa a un órgano jurisdiccional o político para decidir sobre el control de la 
constitucionalidad. Esta situación debe ser atribuida a su especial condición de país sometido a 
Estados Unidos, donde la Constitución es muda al respecto, lo que motivó, como sabemos, la 
célebre sentencia del juez Marshall.(p,79) 
 
     Ernesto Pedro Sagués, (en su ponencia presentada al Seminario de Derecho Procesal 
Constitucional realizado en Quito en el seno del Proyecto de Fortalecimiento de la Justicia 
Constitucional en Ecuador, los días 25 a 27 de octubre de 2004) manifiesta que,  “la primera 
prueba que ha debido pasar esta jurisdicción constitucional es la de la aceptación del cambio. 
Muchos, en efecto, han desconfiado del alzamiento de órganos que podían menguar los 
atributos políticos de una Corte Suprema al estilo estadounidense, por ejemplo. En otros 
supuestos, el temor al cambio provenía por ser precisamente eso, cambio,  y por ende, portador 
de los riesgos que plantea toda novedad. En algunas naciones, devotas del autismo jurídico-
político, la situación de desinformación académica era tan acentuada que pocos expertos 
conocían con ciertos detalles qué era y para qué existía un tribunal constitucional”.  
 
     “Lo cierto es que los Tribunales y Salas Constitucionales han pasado momentos y espacios 
difíciles. Muchos han surgido o renacido en períodos de transición de un régimen a otro, o de 
fuertes innovaciones constitucionales (Perú, Chile, Paraguay, El Salvador, Colombia, 
Venezuela). En ciertos casos, emergen más serenamente, como producto de un mejoramiento 
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institucional (Costa Rica), o de un prolongado proceso evolucionista, iniciado décadas atrás 
(Ecuador)”.  
 
     Fernández Segado Francisco y García Belaunde (1993), ya lo habían manifestado, al hablar 
de la jurisdicción constitucional en Latinoamérica, al decir: 
 
En su camino, las Cortes y Salas Constitucionales han atravesado momentos tensivos críticos, a 
menudo vinculados a gobiernos de “poder pesado”, como los de Augusto Pinochet en Chile y 
Alberto Fujimori en Perú, en tanto que en otras latitudes su curso ha sido más pacífico. 
Ocasionalmente, protagonizaron un significativo respaldo a la estabilidad democrática, como la 
Corte de Constitucionalidad de Guatemala, en orden a abortar una tentativa de golpe de estado. 
(p, 397) 
 
     En la actualidad, según Humberto Nogueira Alcalá, (catedrático y miembro de Miembro 
Asociado de la Academia Internacional de Derecho Comparado; Miembro del Consejo 
Directivo de la Academia Judicial de Chile). Si consideramos la evolución institucional de la 
jurisdicción constitucional en el ámbito geográfico de América del Sur, en los diez países de 
habla latina, puede sostenerse una evolución bastante significativa desde modelos de 
jurisdicción constitucional difusos en manos de Tribunales ordinarios de justicia a sistemas 
mixtos que incorporan el control concentrado de constitucionalidad, como  asimismo, es 
observable en el último tercio del siglo XX y primera década del siglo XXI un desarrollo y 
consolidación de auténticos Tribunales Constitucionales en Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, 
Perú y Venezuela. Sólo Argentina se mantiene fiel al modelo norteamericano de control de 
constitucionalidad de las leyes con algunas matizaciones. 
 
     Según este autor, la nueva Constitución del Ecuador de 2008, mantiene el control difuso de  
constitucionalidad en los Tribunales ordinarios de justicia. A su vez, entrega el  control 
concentrado de Constitucionalidad a la Corte Constitucional. En Ecuador existe así, un control 
mixto de control de constitucionalidad, en el que se combinan controles abstractos y concretos 
de control de constitucionalidad, tanto por vía de acción como de excepción, en que hay una 
preocupación por los derechos fundamentales y la protección del ordenamiento jurídico objetivo 
del Estado.  
 
BONAVIDES, Paulo (2003), en relación al caso brasileño, sostiene:   
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Mientras Brasil ha transitado de un modelo difuso a un modelo mixto en que se  conjugan 
control difuso con control concentrado en manos del Supremo Tribunal Federal. El modelo de 
control difuso de constitucionalidad sufre ciertas modificaciones con la Constitución de 1946, 
introduciéndole algunos elementos de control concentrado de constitucionalidad que se 
consolidaron con las reformas o enmiendas constitucionales de 1965. La Constitución de 1988 
desarrolla un control mixto de constitucionalidad, manteniendo un sistema de control difuso de 
constitucionalidad de los preceptos legales, además de un control concentrado (artículos 102 y 
103), el que se transforma en preponderante. El nuevo texto constitucional introduce como 
novedad en América del Sur la inconstitucionalidad  por omisión, establecida en el artículo 
103,2, (luego será recogida por la Constitución Venezolana de 1999), derivada del modelo 
portugués. Asimismo, amplía, en relación a las constituciones anteriores, la legitimación para 
operar la acción directa de inconstitucionalidad por acciones u omisiones (artículo  103), ante 
el Supremo Tribunal Federal. (p, 81) 
 
     Humberto Nogueira Alcalá, sustenta que la nueva Constitución Boliviana aprobada por la 
Asamblea Constituyente en octubre de 2008, sujeta a ratificación popular, establece un nuevo 
“Tribunal Constitucional Plurinacional”, el cual según el artículo 196 de la Constitución  “vela 
por la supremacía de la Constitución, ejerce el control de constitucionalidad y precautela el 
respeto y la vigencia de los derechos y garantías constitucionales”. 
 
     “La Constitución Colombiana de 1991 mantiene un control mixto de constitucionalidad, pero 
presenta la novedad de reemplazar a la Sala Constitucional de la Corte Suprema por la Corte 
Constitucional. La  Constitución Colombiana del 7 de julio de 1991, en su Título VII, 
denominado De la Rama Judicial, en sus artículos 239 a 245, establece y regula una Corte  
Constitucional, la cual está integrada por nueve magistrados nombrados por el Senado de la 
República de entre ternas designadas por el Presidente de la República, la Corte Suprema de 
Justicia y el Consejo de Estado. Los magistrados permanecen en funciones por un periodo de 
ocho años, sin reelección. El artículo 241 de la Carta Fundamental, otorga amplias competencias 
a la Corte Constitucional”. 
 
     Manifiesta además que la reforma constitucional de 2005 en Chile fortalece al Tribunal 
Constitucional y elimina la competencia de la Corte Suprema en materia de inaplicabilidad por 
inconstitucionalidad, concentrando únicamente en el Tribunal Constitucional el control 
jurisdiccional constitucional de preceptos jurídicos, acercándose al modelo portugués de control 
de constitucionalidad preventivo y represivo de preceptos legales concentrado en el Tribunal 
Constitucional, bajo modalidades de control concreto incidental con efectos inter partes, al cual 
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se adjunta un control abstracto, de oficio, con efectos erga omnes, que posibilita la expulsión del 
precepto legal vigente del ordenamiento jurídico.  
 
Becker, Gustavo (2000), en relación a la jurisdicción Paraguaya manifiesta: 
 
La Constitución Paraguaya de 1992, en su artículo 259 otorga a la Corte Suprema de Justicia la 
competencia para conocer y resolver sobre la inconstitucionalidad de diversas normas 
jurídicas: leyes, reglamentos, decretos, resoluciones, acordadas, ordenanzas; como asimismo, 
sobre la inconstitucionalidad de resoluciones judiciales: sentencias definitivas o interlocutorias 
que en sí mismas sean violatorias de la Constitución, o que se funden en una ley, decreto, 
reglamento u otro acto normativo de autoridad, contrario a la Constitución. Asimismo estatuye 
una Sala Constitucional dentro de la Corte que se constituye en una jurisdicción constitucional 
concentrada, cuya jurisdicción pasa a manos del pleno de la Corte Suprema, si lo solicita 
cualquier magistrado de la misma Corte Suprema. Como señala Becker, la Constitución 
paraguaya establece un mecanismo de control de  constitucionalidad de tipo jurisdiccional 
concentrado, ejercido en forma exclusiva por la Corte Suprema de Justicia. Dicha facultad está 
vedada para los órganos jurisdiccionales inferiores, quienes tienen el deber de elevar los 
antecedentes a la Corte para que se pronuncie. (p, 509) 
 
Landa, César (2004), en relación a la jurisdicción constitucional peruana en su tratado “teoría 
del Derecho procesal Constitucional, manifiesta:  
 
En Perú, como señala García Belaunde, se introduce el sistema difuso, incidental y con efectos 
inter partes, por primera vez en 1936, en el Código Civil, a través del artículo XXII del Título 
preliminar, que señalaba: “Cuando hay incompatibilidad entre una disposición constitucional y 
una legal se prefiere la primera”, esta norma no tuvo eficacia práctica por falta de normas 
procesales que lo operacionalizaran, dichas normas se dictaron en 1963, gracias a la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de dicho año (Decreto-Ley Nº 14.605), aunque la doctrina peruana 
está conteste en su escasa o nula aplicación.  El control de constitucionalidad alcanza rango 
constitucional en Perú solamente en la Constitución de 1979, la que formalmente entró a regir 
el 28 de julio de 1980, al sumir el gobierno democráticamente electo y cesar en sus funciones el 
régimen autoritario militar.  
 
La Constitución de 1979 creó un modelo dual de control de constitucionalidad, uno de carácter 
difuso en manos de los tribunales ordinarios de justicia, estableciéndose que, cualquier juez, en 
todo tipo de procesos, debía preferir la Constitución e inaplicar las normas contrarias a esta 
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(artículo 236 de la Constitución) y, paralelamente, un control concentrado en manos de un 
Tribunal de Garantías Constitucionales (artículo 296 de la Constitución), de competencias 
restringidas. El Tribunal Constitucional establecido por el Constituyente de 1993, fue regulado 
por la Ley N° 26.435 Orgánica de Tribunal Constitucional de enero de 1995. Así el Tribunal 
Constitucional tiene como competencias originarias y exclusivas los procesos de 
inconstitucionalidad y el conflicto entre órganos constitucionales, mientras en sede judicial se 
encuentra la acción popular a través de la cual se realiza el control de reglamentos y normas 
generales y el proceso constitucional concreto o incidental en los procesos penales, civiles, 
laborales, entre otros. Es necesario precisar que hay materias que son compartidas por la 
judicatura ordinaria y el Tribunal Constitucional, como son las acciones de amparo, hábeas 
corpus, hábeas data y de cumplimiento, donde el Tribunal Constitucional puede llegar a conocer 
de la materia, sólo una vez que ella haya sido resuelta por la judicatura ordinaria, con la 
condición que en sede judicial el accionante o quejoso haya tenido sentencia desestimatoria, lo 
que se encuentra  regulado por el artículo 41 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 
peruano. En estas hipótesis el Tribunal Constitucional actúa en un caso concreto, donde hay 
derechos en controversia y partes adversarias, lo que lo acerca al judicial review. (p, 61) 
 
En relación a la Constitución Venezolana y la jurisdicción constitucional Brewer Carías, Allan 
(2001), manifiesta: 
 
La Constitución Bolivariana de Venezuela de diciembre de 1999, mantiene un sistema mixto e 
integral de control de constitucionalidad, donde coexiste un control de constitucionalidad difuso 
en manos de todos los jueces, establecido en el artículo 334 de la Constitución. Así, el método 
difuso de control de constitucionalidad tiene rango constitucional en Venezuela, pudiendo 
ejercerlo incluso ex officio, cualquier tribunal en las causas que conozca. La innovación de la 
Constitución de 1999 se encuentra en la afirmación del control concentrado de 
constitucionalidad en una Sala Constitucional del Tribunal Supremo, establecida en su artículo 
262, cuyos magistrados integrantes permanecen por un periodo de doce años en funciones, sin 
reelección. A dicha Sala Constitucional del Tribunal Supremo como jurisdicción constitucional, 
la competencia exclusiva de declarar la nulidad de las leyes y demás actos de los órganos que 
ejercen el poder público, dictados en ejecución directa e inmediata de la Constitución o que 
tengan rango de ley; también realiza un control preventivo de constitucionalidad de los tratados 
internacionales a solicitud del Presidente de la República o de la Asamblea Nacional, antes de 
su ratificación; revisa de oficio la constitucionalidad de los decretos que declaran estados de 
Excepción constitucional dictados por el Presidente de la República, resuelve las 
inconstitucionalidades por omisión del legislador nacional, estatal o municipal, cuando hayan 
dejado de dictar las normas o medidas indispensables para garantizar la normativa 
constitucional o las haya dictado en forma incompleta; resolver las controversias suscitadas 
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entre órganos públicos, y revisar las sentencias de amparo constitucional y de control de 
constitucionalidad de las leyes, todo ello de acuerdo a lo que dispone el artículo 336 de la 
Constitución.(p,257)  
 
     En términos generales, es conveniente traer como conclusión a este tema, las consideraciones 
que sobre el caso realiza el Dr. Ernesto Pedro Sagués, (Presidente del Instituto Iberoamericano 
de Derecho Procesal Constitucional. Catedrático de Derecho Constitucional en las 
Universidades Nacional de Buenos Aires y Pontificia Católica Argentina), al hablar sobre los 
desafíos de la Jurisdicción Constitucional en América Latina, al decir que: “las Cortes, 
Tribunales o Salas Constitucionales en América Latina siguen creciendo y afirmándose. Pero no 
todas son rosas en su jardín. El futuro de estos organismos puede considerarse, en principio, 
promisorio, máxime ante el hecho de su difusión casi universal, después que la caída de la 
Unión Soviética hizo que la mayor parte de las jóvenes naciones adoptaran esquemas parecidos 
de justicia constitucional. Hay, pues, una importante corriente que proviene  del exterior en su 
favor. Pero también es cierto que su suerte es tributaria de otros factores, y no  solamente del 
prestigio externo que reciben: en particular, de cómo enfrentan y  sobrellevan en cada país sus 
principales dificultades. Por ello, el afianzamiento de su legitimidad política y funcional, la 
convivencia cooperativa que deben mantener con la justicia ordinaria y el grado de respeto que 
tengan de los demás protagonistas del sistema político, incluyendo la clase política, los partidos, 
el Poder Ejecutivo y el Congreso, son datos de la experiencia jurídica vitales para ese porvenir. 
Parte de su destino depende entonces de los jueces de la propia jurisdicción constitucional; pero 
parte, igualmente, de los demás sujetos a que hacemos referencia, que en Latinoamérica no 
siempre han cultivado una tradición de sometimiento al Estado de derecho y de respeto a la 





















La Constitución es la ley más alta de un Estado y de su pueblo. El que cree tener que 
proteger el Estado pasando por encima de la Constitución y sus garantías, no protege el 
Estado, sino que contribuye a que el Estado quede cuestionado. Hace daño a la 






















3.1. Antecedentes históricos. 
 
Precisamente al hablar del desarrollo constitucional ecuatoriano, es menester evocar lo dicho 
por insignes tratadistas ecuatorianos como Ramiro Ávila Santamaría y el historiador Enrique 
Ayala Mora, quienes concuerdan en que la inestable democracia ecuatoriana y su débil 
estructura política nos ha llevado a experimentar con no menos de 19 Constituciones a la fecha, 
lo que dice mucho de la larga trayectoria política ecuatoriana como sostiene resumidamente el 
historiador Ayala Mora en su libro “Ecuador patria de todos” al manifestar que nuestro país, 
“tiene un record en la adopción de nuevas constituciones. Pero esto no se debe fundamentalmente a la 
necesidad de cambios sino, más bien, a la inestabilidad política, que ha traído consigo dictaduras 
frecuentes. En medio del enfrentamiento político se han establecido gobiernos de hecho y se ha roto o 
derogado la Constitución vigente. Al cabo de un tiempo de régimen dictatorial, se ha vuelto al régimen 
jurídico mediante la emisión de una nueva Constitución que, por lo general, ha entrado en vigencia con 
un nuevo gobierno electo”. 
 
Para la Dra. Nubia Martínez Molina (2012), en: “La Corte Constitucional una consecuencia 
lógica de la evolución del control constitucional en Ecuador”, manifiesta que no existen 
antecedentes probados de un supuesto control de constitucionalidad en la génesis constitucional 
ecuatoriana; es decir, en la primera carta política de 1830, ya que los juristas de la época, no han 
dejado escritos sobre este particular, determinando que probablemente, estos juristas no tenían 
esta virtual concepción de la interpretación de la Constitución y de la ley como en la actualidad 
o que seguramente en la época no opinaban lo mismo que hoy nosotros, en estas circunstancias, 
la autora textualmente manifiesta: 
 
Por tanto si nos mantenemos fieles a la estricta definición de lo que hoy es el control 
constitucional desarrollado por el derecho norteamericano y posteriormente en Europa por 
Kelsen, necesariamente debemos concluir que ni la Constitución de Riobamba, ni las siguientes 
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cinco cartas fundamentales (1835, 1843, 1845, 1852, 1861) fuesen liberales o conservadoras, 
tuvieron el más mínimo acercamiento al problema del control político o judicial de la 
constitucionalidad, salvo una genérica facultad de reclamo por las infracciones a la 
Constitución que todo ecuatoriano podía ejercer ante el Congreso o el poder ejecutivo, sin que 
por otra parte las Constituciones o la ley criminal establecieran el procedimiento o la forma de 
ejercer la acción. (p, 20) 
 
Señala la autora citada, que no es sino hasta la Constitución de 1869, con la llamada 
Constitución Garciana, en la que se tiene un primer adelanto en esta materia con el 
perfeccionamiento del sistema de control y garantía judicial de la Constitución; pues, manifiesta 
que con ella se confirió a la Corte Suprema de Justicia la facultad de suspender la vigencia de la 
leyes consideradas inconstitucionales; así como la de decidir definitivamente sobre la objeción 
de inconstitucionalidad presentada por el Presidente de la República, manifiesta que este control 
constitucional se complementó con el establecimiento definitivo de la facultad de interpretación 
auténtica de la Constitución, como lo establece el artículo 114 de esta Constitución (1869), al 
señalar textualmente: 
 
Sólo el Congreso podrá resolver o interpretar las dudas que ocurran en la inteligencia de 
alguno o algunos artículos de esta Constitución; y lo que se resuelva constará de una ley 
expresa. (art. 114) 
 
Aunque aclara que desde ésta Constitución en adelante existe un gran vacío de control 
constitucional por los siguientes 60 años, hasta la promulgación de la Constitución de 1929, que 
textualiza la autora, recupera para el Ecuador esa especie de modo mixto de control 
constitucional creado por Gabriel García Moreno.(p, 20) 
 
En tales circunstancias, como lo manifiesta Augustín Grijalva Jiménez (2011), el control 
constitucional de la ley y de otras normas jurídicas en nuestro país se evidencia notoriamente a 
través de tres etapas históricas, precisamente la primera etapa que se desarrolla a partir de 1830 
en que Ecuador erige su primera Carta Política, en la que destaca la Soberanía Parlamentaria 
atravesando un largo período hasta 1945; una segunda etapa con el surgimiento y desarrollo del 
Tribunal Constitucional que va desde 1945 hasta 1996; y, una tercera etapa a la que la llama de 
desafíos de institucionalización desde 1996 hasta la presente fecha. Recalcando el citado autor, 
que mientras en los dos primeros períodos prevalece el control político de constitucionalidad, en 
el tercer período hay los primeros brotes de control jurídico. 
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En este orden de cosas Augustín Grijalva hace un análisis de cada uno de estos puntos; así, al 
referirse al primero y segundo; es decir, la etapa histórica correspondiente a la soberanía 
parlamentaria (1830-1945); y a la etapa histórica correspondiente al surgimiento y desarrollo del 
Tribunal Constitucional (1945-1996), en los que impera el control político puntualiza que:  
 
El control político lo realizan voluntariamente órganos políticos, como el Congreso basados en 
criterios principalmente de oportunidad, convivencia y necesidad de los actos y políticas del 
gobierno; el ejemplo clásico es el juicio político por pate del Congreso al Presidente dela 
República u otros altos funcionarios. A diferencia del control jurídico quienes ejercen el control 
político tienen definidas posiciones-partidarias que pueden influir de forma directa y legítima en 
sus decisiones. (p, 169)  
 
En cuanto al tercer punto; es decir, la etapa histórica de desafíos de institucionalización (1996-
hasta el presente), en el que imperan los primeros brotes de control jurídico, manifiesta: 
 
El control jurídico lo ejercen obligatoriamente los jueces basados en normas que dan carácter 
jurídico tanto a valores fundamentales como a sanciones y procedimientos específicos; Jueces 
que están obligados en sus fallos a argumentar y fundamentar jurídicamente su sentencia. Por 
tanto se requiere de estos jueces la mayor independencia posible (p, 169)  
 
El Dr. Ramiro Borja y Borja (1979), en su tratado de Derecho Constitucional Ecuatoriano”, 
establece efectivamente que el insipiente control de la constitucionalidad en el Ecuador, aparece 
con la Constitución de 1851, a través del denominado Consejo de Estado, conjuntamente con el 
control de legalidad. En 1869, sostiene que se encargó a la Corte Suprema de Justicia, el control 
previo de las leyes objetadas por la Función Ejecutiva como inconstitucionales. A las 
Constituciones de 1906 y 1929, les correspondió mantener este esquema de control efectuado 
por el Consejo  de Estado, hasta que la Constitución Política Ecuatoriana de 1945, a más de 
suprimir el hasta entonces Consejo de Estado creó el Tribunal de Garantías Constitucionales que 
después de un año de funcionamiento fue cerrado por la dictadura de Velazco Ibarra: 
 
Las Constituciones de 1945 y 1967 crean el “Tribunal de Garantías Constitucionales”, cuyo 
papel principal y característico es el de velar por la regularidad de la actividad estatal. Dentro 
de ese papel, descuella por su amplitud e intensidad el cuidado de la regularidad de las normas 
administrativas. Por tanto la facultad que versa sobre la regularidad de una norma pertenece a 
la índole de ésta; es congruente conceptuar al Tribunal de Garantías Constitucionales como 
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órgano especializado en la Función Administrativa, es decir órgano administrativo. (p, 177. II. 
Tomo) 
 
Conforme lo especifica Borja Y Borja (1979), en 1967 reapareció el Tribunal de Garantías 
Constitucionales pero totalmente carente de competencias materiales para realizar un control 
efectivo de constitucionalidad ya que la última decisión la tenía el parlamento, institución que 
fue cerrada por el golpe militar de 1972 que derrocó al entonces presidente de la República Dr. 
José María Velasco Ibarra el 15 de febrero de 1972, convertido en dictador civil desde 1970. 
 
Para SÁNCHEZ, Franco; MERINO, Valeria, (1998), durante el proceso de retorno a la 
democracia se elaboró un nuevo texto constitucional que en referéndum fue aprobado por el 
pueblo. Esta Constitución dio paso a la existencia de un Tribunal de Garantías Constitucionales 
dependiente de un fuerte control político por parte de los órganos democráticos. En la reforma 
constitucional de 1983 se permitió que el Tribunal de Garantías Constitucionales pudiera 
suspender actos normativos inconstitucionales con efectos generales, pero seguía siendo el 
Congreso quien confirmaba o reformaba estas declaraciones de inconstitucionalidad. (p, 282-
283). En 1992, las reformas hicieron que una Sala Constitucional en la Corte Suprema revisara 
en segunda instancia lo actuado por el Tribunal de Garantías Constitucionales. Para 1996 se 
eliminó la Sala Constitucional de la Corta Suprema, dejando al Tribunal de Garantías 
Constitucionales como un órgano autónomo. 
 
Según el portal institucional de la Corte Constitucional del Ecuador, en el proceso constituyente 
de 1998 se debatía propuestas que abogaban por la desaparición del Tribunal Constitucional y la 
instauración de una Jurisdicción Constitucional perteneciente a la función judicial (una Sala 
Constitucional en la Corte Suprema). También hubo sugerencias de fortalecer más el Sistema 
Concentrado de Control Constitucional. La Constitución de 1998 reconoció la existencia del 
Tribunal Constitucional que contaba con control judicial de las leyes y tenía como misión 
garantizar las libertades de las personas. Institución que duró 10 años y fue reemplazada por la 
asamblea Constituyente que luego de un proceso revolucionario cambió democráticamente la 
Constitución consolidando un proceso ciudadano. En relación a la justicia constitucional  la 





El Dr. Hernán Rivadeneira Játiva (2005), en su Tratado “Límites de la Justicia Constitucional en 
el Ecuador”, evocando la necesidad de Control Constitucional y en concordancia con este punto 
en particular, también manifiesta: 
 
En el Ecuador, a principios del siglo pasado, se estableció un órgano con aquél propósito 
denominado Consejo de Estado; más adelante, se conformó el Tribunal de Garantías 
Constitucionales, aunque con atribuciones disminuidas, como instancia de primer nivel, pues, en 
una primera fase, sus resoluciones debían consultarse al Congreso Nacional para su definitiva 
vigencia y, luego, a una Sala especializada de la Corte Suprema de Justicia, lo cual no 
correspondía a las características de un organismo de control constitucional efectivo, como ya 
existía en otras sociedades. Sólo en 1996, a finales de siglo, se logra una reforma a la Carta 
Política para crear el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, órgano de control con atribuciones y 
competencias de última y definitiva instancia, como órgano supremo de control constitucional, 
para garantizar efectivamente la vigencia del Estado Social y Democrático de Derecho, del 
ordenamiento jurídico nacional. (p, 156) 
 
Con esto queda demostrada y satisfecha la tesis del Tratadista Augustín Grijalva, enunciada en 
líneas anteriores, el control político de la Justicia Constitucional es evidente en la historia 
constitucional ecuatoriana por lo menos hasta la promulgación de la Carta Política de 1998, más 
aun en sus primeros inicios independentistas; es pues, sin embargo, la evolución del 
pensamiento jurídico y del sentimiento constitucional universal lo que influyó en nuestro país a 
inicios de los años 95-96 cuyas reformas declaran al Tribunal Constitucional como instancia 
decisiva de control, privando de este rol definitivamente al antiguo Congreso Nacional, 
reformas que para Augustín Grijalva son las más importantes desde el retorno a la democracia 
en el año 1978,  lo que ha hecho prevalecer la necesidad constante de que la Constitución cuente 
con mecanismos apropiados de defensa, entre ellos el de una garantía jurisdiccional, que 
particularmente ofrece la tantas veces mencionada justicia constitucional. 
 
En todo caso, el tercer punto relativo a la etapa histórica de desafíos de institucionalización que 
enuncia Grijalva, inicia tomando la iniciativa del control jurídico de la justicia constitucional 
con un conjunto de instrumentos novedosos de carácter jurisdiccional con el objeto de cristalizar 
la vida jurídica del país operativizando la normativa constitucional a través de un Tribunal 
Constitucional fortalecido, con el establecimiento del amparo, el Hábeas Data y el defensor del 




3.2. El sistema ecuatoriano de justicia constitucional. 
 
El tratadista Sebastián López Hidalgo (2012), al referirse al ejercicio del control de 
constitucionalidad en Ecuador (p, 274), manifiesta que tradicionalmente, las Cortes 
Constitucionales han sido concebidas como instituciones poco activas, reverentes al principio 
mayoritario expresado en el parlamento y, paradójicamente, a pesar de tener un evidente peso 
dentro del sistema democrático, han sido escasamente garantes de los derechos salvo casos 
destacados. Por esta posición conservadora, obedece a un periodo histórico de un modelo de 
Estado liberal, en donde los textos constitucionales más allá de ser supremos, eran documentos 
políticos o pactos programáticos carentes de fuerza normativa, poco aplicados e invocados y 
banco de cualquier ambición política de las mayorías parlamentarias del momento que hacían y 
deshacían  según su conveniencia lo que quisieren con los mandatos constitucionales ya que se 
trataban, más bien, de simples enunciados líricos, acuerdos ideológicos programáticos, flexibles, 
adaptables a cualquier antojo de las veleidades del Parlamento.  
 
Para referirnos al sistema ecuatoriano de Justicia Constitucional, es menester evocar a manera 
de recapitulación y de forma comparada a la vez, los avances de los sistemas de control 
constitucional, mientras regía la Constitución de 1998, hasta aterrizar en la constitución vigente 
a partir de su publicación en el R.O 449 de 20 de octubre de 2008; pues, si bien hay 
concordancia entre diferentes tratadistas en relación al modelo de control constitucional hasta la 
Constitución Política de 1998 al sostener que se regía por indudable sistema mixto, la polémica 
se destaca por la multiplicidad de criterios en relación a que si a partir de la Constitución 
vigente el sistema de control constitucional es concentrado o mixto. 
 
Queda claro que el modelo mixto de Justicia Constitucional que emanaba de la Constitución 
Política de 1998, se evidenciaba; toda vez que, al control concentrado que ejercía el entonces 
Tribunal Constitucional respecto de determinados actos normativos, se sumaba la facultad de 
los Jueces de declarar inaplicables dentro de causa concreta preceptos normativos contrarios a la 
Constitución, luego de lo cual, como cierre de sistema, debían informar al Tribunal 
Constitucional para que ejerza control abstracto, sin que ello afecte el fallo o auto expedido por 
el juez. 
 
El Dr. Hernán Rivadeneira Játiva (2005), corrobora lo dicho al manifestar que el control 
constitucional en el Ecuador, hasta la Constitución Política de 1998,  se ejerce en diferentes 
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instancias y formas: En primer lugar manifiesta: “las instancias son múltiples, que configuran un 
control “difuso”: Pues, los Jueces y Tribunales de justicia hasta vigencia de la Constitución de 
1998, estaban en capacidad de declarar inaplicable una norma legal por vicios de 
inconstitucionalidad, aunque esta declaratoria sólo tenga eficacia para la causa que están 
conociendo; pues, manifiesta que para declarar la inconstitucionalidad de manera abstracta o 
general, únicamente tenía competencia el Tribunal Constitucional”. “Así también, por 
delegación, los Jueces y Tribunales de instancia y los Alcaldes, podían conocer respectivamente 
las acciones y recursos de amparo constitucional, hábeas data y hábeas corpus, en su caso; para 
que, en segunda y definitiva instancia, en caso de apelación, resuelva el Tribunal 
Constitucional”. En este punto; es decir, al referirse al entonces Tribunal Constitucional, de 
manera textual manifiesta: 
 
Este organismo, por su parte, tiene exclusiva competencia para conocer las demandas de 
inconstitucionalidad de actos normativos y actos administrativos, así como para dictaminar 
sobre las objeciones de inconstitucionalidad del Presidente de la República y respecto a la 
constitucionalidad de los convenios o tratados internacionales. En estos casos, el control 
constitucional es concentrado, se cumple el principio de “unidad de acción”. 
 
En consecuencia, el sistema de control constitucional aplicado en nuestro país es tanto 
concentrado como difuso, es decir, puede calificarse como mixto. (p, 158) 
 
El Dr. Rafael Oyarte Martínez (2011), en el VII encuentro Latinoamericano de Derecho 
Procesal Constitucional, en relación al Sistema Ecuatoriano de Justicia Constitucional y la Corte 
Constitucional, sostiene en este sentido, el eminente sistema mixto de justicia constitucional de 
1998, y el irrefutable sistema concentrado de control constitucional a partir de la Constitución 
de 2008, según su criterio; es así que manifiesta: 
 
Hasta la Constitución de 1998 el modelo de justicia constitucional era, indudablemente, mixto, 
mas con la vigencia de la Constitución de 2008 (CE) el sistema se tornó en concentrado, aunque 
en su momento se manifestaron tendencias para modificar el modelo a través de la expedición 
de diversas normas legales. De hecho, con la publicación del Código Orgánico de la Función 
Judicial (COFJ), primero, y de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional (LOGJ), después, se introdujeron disposiciones equívocas que parecían facultar 
a los jueces el ejercicio de control difuso, asunto que ha sido desestimado reiteradamente por la 
Corte Constitucional.(p, 62) 
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Sin embargo, ya refiriéndonos de lleno a la Constitución de 2008, el Dr. Humberto Nogueira 
Alcalá, al referirse a la Jurisdicción Constitucional Sudamericana y su evolución en las últimas 
tres décadas, al hacer un análisis a la evolución institucional de la jurisdicción constitucional en 
el ámbito geográfico de América del Sur, sostiene que “la nueva Constitución del Ecuador de 
2008, mantiene el control difuso de constitucionalidad en los Tribunales ordinarios de 
justicia, así se desprende de la consideración del artículo 274 de la Carta Fundamental. A su 
vez, entrega el control concentrado de Constitucionalidad a la Corte Constitucional. En 
Ecuador existe así, un control mixto de control de constitucionalidad (lo que difiere del 
criterio enunciado del autor que precede), en el que se combinan controles abstractos y 
concretos de control de constitucionalidad, tanto por vía de acción como de excepción, en que 
hay una preocupación por los derechos fundamentales y la protección del ordenamiento jurídico 
objetivo del Estado”. (p, 2) 
 
Dunia Martínez Molina, en su libro “Genealogía de la Justicia Constitucional 
Ecuatoriana”(2012), al referirse a la evolución del control constitucional en Ecuador, hace un 
importante análisis esquematizado sobre el control constitucional al manifestar que: una de las 
características de las Constituciones contemporáneas es precisamente que de ella emanan: “una 
justicia constitucional autónoma, fuerte y ampliamente influyente y desarrollada”, “funciones 
esenciales como el Control de la soberanía del legislador; y, la garantía de los derechos 
constitucionales”, resaltando además, que “de la literatura especializada emergen dos 
modalidades de control constitucional, uno político y otro judicial, identificando a este último 
(control judicial) en dos vértices de control; el de control difuso de origen norteamericano 
atribuido a los jueces ordinarios; y, el control concentrado europeo que corresponde a un órgano 
estatal centralizado y especializado, independiente de todos los demás poderes y funciones del 
Estado, y por tanto, capaz de someter a las instituciones a los mandatos específicos de la 
Constitución”. (p, 15). Corroborando lo sostenido por Augustín Grijalva en líneas anteriores, al 
decir que “en lo que concierne a Ecuador, la defensa de la Constitución ha sido históricamente 
pensada como una cuestión estrictamente política donde los jueces no desempeñaban papel 
alguno.” 
 
La citada autora manifiesta además, que a pesar de la inmensa influencia que los Estados 
Unidos ejercen y han ejercido sobre nuestro país en los ámbitos político, económico y cultural, 
respecto de la Judicial review, en Ecuador, como en la mayoría de los países de América Latina, 
se produjo una recepción tardía y peculiar de esta institución que poco tiene que ver con la 
original. Así lo manifiesta y evidencia textualmente al decir: 
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La versión ecuatoriana del control judicial de constitucionalidad ha derivado en la 
confrontación de un sistema mixto que se encuentra a medio camino entre el sistema difuso y el 
concentrado, el cual entrega a los jueces ordinarios un control incidental de la 
constitucionalidad de la aplicación de la ley unido a la existencia de órganos que, aunque 
realizan una actividad cuasijudicial de vigilancia de la constitucionalidad de las normas, en 
estricto sentido dependen del Legislativo que tiene la última palabra en materia constitucional. 
(p, 16) 
 
3.3. El nuevo orden de Estado  y las garantías jurisdiccionales de los derechos. 
 
Cabe recordar a manera de compendio a lo que se ha dicho hasta esta parte en líneas anteriores, 
que la Justicia Constitucional juega un rol fundamental en las democracias contemporáneas, al 
contribuir decisivamente en el proceso de constitucionalización del sistema jurídico y en la 
protección y garantía de los Derechos Humanos primordialmente. 
 
Sin embargo, considero necesario, ya entrando en el papel de las garantías, y a manera de 
ilustración, evocando el pensamiento del Dr. Ramiro Ávila Santamaría (2007), “El Amparo 
Constitucional”; y el Dr. Alex Valle (2012), en su tratado sobre “El amparo como garantía 
constitucional en Ecuador”,(p, 12), hacer una diferenciación entre dos tipos de garantías; es 
decir, entre las garantías jurisdiccionales ordinarias; y, las garantías jurisdiccionales especiales 
según las funciones y según su forma de control, a las que Ramiro Ávila las denomina como 
como competencia material, en la que se identifica a los derechos fundamentales como 
merecedores de una protección especial distinta a la ordinaria, por el hecho de estar 
estructurados como normas téticas o principios. Los derechos fundamentales a diferencia de 
otros derechos son estipulados en sede constitucional de manera imperativa, con ausencia de 
supuestos de hecho y reconociendo el contenido esencial o mínimo de los derechos. Así pues, el 
Dr. Alex Valle (2009), destaca: 
 
Las garantías jurisdiccionales ordinarias, se encargan a los tribunales con competencia para 
prevenir, controlar o sancionar vulneraciones de derechos no afectados en su núcleo esencial 
por parte de órganos administrativos o por parte de particulares en las diversas materias 
civiles, penales, laborales, contencioso administrativo, entre otras. El papel fundamental de 
estas garantías, es asegurar el desarrollo de los deberes y los derechos consagrados en las 
leyes, cumpliendo de esta manera con el principio de reserva de ley, pero deben actuar en el 
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marco de la Constitución, ya que pueden aplicarla directamente y en este sentido son también 
garantes de ella. (p, 12) 
Por otra parte, las garantías jurisdiccionales especiales o denominadas constitucionales, tienen 
como función primordial establecer mecanismos de control y reparación en aquellos casos en 
los que las garantías jurisdiccionales ordinarias han resultado ineficientes y además proteger a 
las minorías vulnerables de violaciones de sus derechos fundamentales constitucionalmente 
reconocidos, aún si estas violaciones proceden del mismo legislador.(p,13) 
 
En la Constitución de la República las podemos encontrar de la siguiente manera: 
 
a) Las garantías jurisdiccionales ordinarias, expresadas en normas del debido proceso legal, 
exigidas a todos los jueces y juezas en la administración de justicia, dispuestas en el art. 86. 
 
b) Las garantías jurisdiccionales especiales, las tenemos divididas en: medidas cautelares, en el 
art. 87; acción de protección, en el art. 88; acción de hábeas corpus, en los art. 89 y 90; acción 
de información pública, en el art. 91; acción de hábeas data, en el art. 92; acción por 
incumplimiento en el art. 93, y, finalmente, la acción extraordinaria de protección, en el art. 94. 
 
En cuanto a las diferencias entre las garantías jurisdiccionales ordinarias y las garantías 
jurisdiccionales especiales según la forma de control, Alex Valle (2012), manifiesta que los 
puntos de encuentro y desencuentro entre la jurisdicción ordinaria y la justicia constitucional 
surgen, básicamente, a partir del análisis y el estudio de una serie de características de las 
instituciones tales como el carácter normativo de la Constitución o su eficacia directa e 
inmediata, la vinculación más sólida de los derechos fundamentales en comparación con las 
normas infraconstitucionales, la facultad del juez común para analizar si una norma en un caso 
concreto tiene duda fundada de inconstitucionalidad; y de otro lado la aplicación de normas 
ordinarias en concordancia con las normas constitucionales establecidas según el caso: 
 
Para el cumplimiento de las garantías jurisdiccionales ordinarias, se han creado órganos 
judiciales y administrativos dotados de competencias necesarias para la protección de dichas 
garantías, entre estas competencias podemos citar: mandamientos de ejecución, resolución de 
medidas cautelares, mandamiento de acciones declarativas, práctica de diligencias previas, 
peritajes, sentencias resolutivas de reparaciones, entre otras. (p, 13) 
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Las garantías jurisdiccionales especiales actúan de forma subsidiaria ante la ineficacia del 
control de los órganos ordinarios, y se las ha confiado a jueces o salas especializadas de justicia 
constitucional adscritas a los máximos órganos judiciales ordinarios, pero dotadas de 
autonomía e imparcialidad y en otros casos a órganos constitucionales distintos de la función 
judicial ordinaria, denominados tribunales o cortes constitucionales. (p, 14) 
 
En todo caso, y como vemos, el concepto de garantías es muy amplio, Ferrajoli, por ejemplo, 
manifiesta que puede ser entendido como negocio jurídico mediante el cual se pretende dotar de 
una mayor seguridad al cumplimiento de una obligación o pago de una deuda, también 
considera que puede ser entendido como una institución de Derecho Público de seguridad y de 
protección a favor del individuo, la sociedad o el Estado, o como una acción que una persona, 
una empresa o comercio despliegan con el objeto de afianzar aquello que se haya pactado. 
FERRAJOLI, Luigi, (2000), respecto de este concepto manifiesta: 
 
El concepto de garantía hace relación a técnicas normativas diseñadas para asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones y la tutela de los correspondientes derechos patrimoniales. En 
este caso por ejemplo, la prenda y la hipoteca que mediante un bien mueble en el primer caso, e 
inmueble en el segundo, aseguran el cumplimiento de una obligación (p, 238)  
 
En nuestra Constitución de la República (2008), como veremos más adelante, podemos apreciar 
a más de Garantías Constitucionales de Derechos Humanos de inmediata y directa aplicación, 
una novedosa incorporación en la administración de justicia de valores y principios que a decir 
de muchos tratadistas, como lo mencioné en líneas anteriores la hacen excepcional inclusive en 
el derecho comparado, que a diferencia del positivismo legal  que caracterizaba a la 
Constitución Política anterior (1998), no fueron tomados en cuenta debido a la obligación de la 
aplicación expresa de la Ley por parte de los jueces. Esto definitivamente, por un lado, afecta la 
ubicación de la Ley dada al carácter supremo de la Ley Fundamental, mientras, que por otro, 
materializa los contenidos de la Constitución en la aplicación del caso concreto cuando a 
afectación de derechos constitucionales se refiere ya sea que provengan de cuestión 
administrativa, políticas públicas o judiciales. Esto lo podemos evidenciar, cuando 
expresamente nuestra Constitución de la República (2008), manifiesta: 
 
El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en 




El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una 
potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares 
por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u 
omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el 
desempeño de sus cargos. 
 
El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas 
responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 
administrativas. 
 
El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 
inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por 
las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 
 
Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona 
que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales 
actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de 
ellos. (art. 11, núm. 9) 
 
Resulta interesante, en este sentido considerando el enunciado de “Ecuador es un Estado 
Constitucional de Derechos” ya que, se fusionan dos fuentes del constitucionalismo, el Estado 
de Derecho en el que el poder del Estado se encuentra limitado por el imperio del derecho y no 
por el imperio del absolutismo;  y,  el Estado Constitucional de derechos y justicia que se 
fundamenta en la subordinación de la legalidad a la Constitución, dejando de lado la definición 
dada en la Constitución de  1998 del conocido “Estado de derecho”, lógicamente que esto 
debemos asimilarlo, más como complementariedad en la aplicación de los principios 
constitucionales y no como un cambio total de olvido del Estado de Derecho en la aplicación de 
la Ley; es decir, que todos los ciudadanos,  los poderes públicos y las personas debemos un 
sometimiento irrestricto a la Constitución, lo enfatiza la relación entre sociedad y Estado y a la 
vez profundizar la vigencia y garantía de derechos. 
 
Constitución Política de la República del Ecuador de 1998: 
 
El Ecuador es un Estado social de derecho, soberano, unitario, independiente, democrático, 
pluricultural y multiétnico… (art. 1) 
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Constitución de la República del Ecuador (2008) 
 
El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y 
se gobierna de manera descentralizada. (art. 1) 
 
La Corte Constitucional del Ecuador, al referirse en primer lugar a las Garantías 
constitucionales como mecanismos o instrumentos jurídicos de protección que permiten evitar, 
mitigar, reparar la violación de un derecho establecido en la constitución, da la pauta para 
entender, que las garantías jurisdiccionales son en cambio, las garantías a la efectivización de la  
justicia, por una parte, y, por otra, las garantías en el proceso de que se haga justicia al 
accionante que considera que se ha transgredido su derecho. 
 
En la actualidad en nuestro país, el Estado Constitucional de Derechos y Justicia, el control de la 
constitucionalidad de las normas y actos, como lo pudimos apreciar en el análisis precedente, se 
lo ejerce por medio de órganos judiciales, de manera concentrada y difusa, en aplicación del 
denominado sistema Mixto o Latinoamericano. En el que se caracteriza básicamente por 
combinar tanto elementos del control concentrado, como la atribución de competencia de 
ejercer control abstracto de constitucionalidad en manos de un órgano especializado como la 
Corte Constitucional, unido a la atribución de competencias de control concreto de 
constitucionalidad en cabeza de los jueces ordinarios. En este sentido, el constitucionalismo 
ecuatoriano los derechos fundamentales son justiciables ante los  jueces ordinarios, de primer y 
segundo nivel, quienes ejercen el control concreto, en primera y segunda instancia, 
respectivamente. 
 
A este respecto el Dr. José García Falconí (2008), señala: 
 
Hay que señalar que las violaciones a los más elementales derechos del hombre, crearon las 
condiciones propias para arreglar el problema de las garantías que tutela efectivamente los 
derechos constitucionales, y son desde el plano jurídico derechos subjetivos, o sea derechos que 
se tiene frente al poder social organizado del cual el Estado y por ende la Función Judicial 
forma parte integrante; desde este punto de vista, los derechos y garantías que se proclaman y 
que se conocen con el nombre de principios constitucionales, lo son porque ellos emanan de la 
ley suprema. (p, 27) 
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La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional de 22 de octubre de 
2009, publicada en el R.O. No. 52, al referirse a  las Garantías Jurisdiccionales y su finalidad 
establece textualmente que son: 
 
Las garantías jurisdiccionales tienen como finalidad la protección eficaz e inmediata de los 
derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, la declaración de la violación de uno o varios derechos, así como la reparación 
integral de los daños causados por su violación. 
 
Las medidas cautelares tienen como finalidad prevenir, impedir o interrumpir la violación de un 
derecho. 
 
Salvo los casos en que esta ley dispone lo contrario, la acción de protección, el hábeas corpus, 
la acción de acceso a la información pública, el hábeas data, la acción por incumplimiento, la 
acción extraordinaria de protección y la acción extraordinaria de protección contra decisiones 
de la justicia indígena, se regulan de conformidad con este capítulo.(art. 6) 
 
Ramiro Ávila Santamaría (2012), al referirse a las Garantías Jurisdiccionales que emanan de la 
Constitución de 2008, manifiesta que ésta reconoce, no uno, sino varios mecanismos para que 
estas garantías se efectivicen en favor de los derechos ciudadanos, cuya facultad es la de 
prevenir potenciales violaciones a los derechos y reparar aquellas que ya hayan ocurrido. En tal 
razón, establece que existen garantías preventivas tipificadas en el artículo 87 que son: 
normativas, las políticas públicas y las medidas cautelares; y, las Garantías reparadoras como la 
Acción de protección de derechos, tipificadas en el artículo 88 de la misma Constitución, así 
nuestra Carta Magna especifica: 
 
Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o independientemente de las acciones 
constitucionales de protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o 
amenaza de violación de un derecho. (Art. 87) 
 
La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos 
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra 
políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
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derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o 
discriminación.( Art. 88) 
 
Afirma el citado autor, que el panorama garantista de la Constitución de 2008, es 
completamente nuevo en el sistema jurídico ecuatoriano, afirmando que inclusive novedoso en 
el derecho comparado, ya que se determinan mecanismos que comprenden a todos los poderes 
públicos y privados, así como a todos los derechos humanos. En todo caso el citado autor 
señala, que existen tres niveles de garantías: el primero al que lo denomina garantías 
normativas, que consiste en el deber que tienen todos los órganos con competencias 
regulatorias, en particular el Parlamente, para adecuar el sistema normativo a los derechos; el 
segundo al que lo denomina garantías de políticas, por las que todo órgano público, con 
capacidad de disponer de recursos públicos, tiene la obligación de desarrollar y promover el 
ejercicio de los derechos constitucionales; y, el tercer nivel al que lo denomina de garantías 
jurisdiccionales, que son aquellas que descansan en la intervención jurisdiccional cuando las 
políticas y las normas no cumplen con sus objetivos o violan derechos. 
 
Es decir, englobando, las garantías jurisdiccionales, también se evidencian en la constitución 
vigente al definirlas en el capítulo III, acción de protección en el art. 88; el hábeas corpus art. 
89, Acción de acceso a la información pública, art. 90; y,  hábeas data art.92; la Acción por 
Incumplimiento art. 93; y, en especial la Acción Extraordinaria de Protección, art. 94, la cual 
está bajo la competencia de la Corte Constitucional y que se refiere a la posibilidad de revisar y 
revocar las Sentencias, Autos Definitivos y Resoluciones con fuerza de Sentencia, que se hayan 
dictado violando el Debido Proceso y cualquier otro Derecho consagrado en la Constitución de 
la República del Ecuador vigente y no solo en las normas Nacionales, sino también a los 
Derechos Humanos señalados en los Tratados Internacionales sobre esta materia,  facultando a 
que en caso de violación de los derechos fundamentales, a que cualquier persona, grupo de 
personas, comunidad, pueblo o nacionalidad puedan proponer las acciones previstas en la 
Constitución, garantizando además un procedimiento sencillo, rápido,  eficaz y la oralidad en 
todas sus fases e instancias.  
 
Así pues, de lo que encontrábamos en la Constitución de 1998, esto es, la Acción de Habeas 
Corpus, de Amparo y de Habeas Data; se ha modificado y dado pasó a las que hoy 




Otro de los puntos novedosos que podemos encontrar en la Constitución de 2008, es 
precisamente la eliminación estratificada de los derechos, consagrándolos en derechos 
constitucionales, según Agustín Grijalva (2011), manifiesta que:   
 
La Constitución del 2008 elimina la clasificación tradicional de los derechos (Civiles, Políticos, 
Económicos, Sociales, Culturales y Colectivos). Lo hace con el propósito de enfatizar el 
carácter complementario y la igual jerarquía de todos los derechos constitucionales. En lugar 
de la ordenación de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, la 
Constitución de 2008 utiliza una división temática: derechos del buen vivir, de participación, de 
libertad, etc. Incluso al referirse a los derechos colectivos, los denomina “derechos de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades”, para destacar así que también otros derechos pueden 
exigirse eventualmente de forma colectiva. Según el artículo 10, son titulares de esos derechos 
las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos; por tanto, todos los derechos 
pueden exigirse de forma individual o colectiva (art. 11). (p, 25) 
 
Así pues, los derechos en la actual Constitución, se aparta de la clasificación clásica que 
conocemos de derechos económicos, sociales y culturales (DESC); pues, estos se reemplazan 
por los novedosos derechos del “Buen Vivir”; los derechos civiles son ahora los “derechos de 
libertad”, los derechos colectivos por los “derechos de los pueblos”, los derechos políticos por 
los “derechos de participación”; los derechos del debido proceso por los “derechos de 
protección”; y los derechos de los grupos vulnerables por los derechos de las personas y los 
grupos de atención prioritaria. Esta nueva forma de clasificación que no solo es innovadora sino 
audaz, aporta a una comprensión más cotidiana y directa que permitirá a las personas identificar 
claramente el sentido esencial de cada derecho. 
 
En todo caso, es la aplicación de principios consagrados en la Constitución lo que diferencia a la 
anterior por su sumisión ante todo a las reglas,  Este es un aspecto preponderante del nuevo 
orden Constitucional, a tomarse en cuenta por los jueces, ya que la Constitución se vuelve 
instrumento de aplicación directa y eficaz como lo menciona el artículo 11, numeral 3 de la 
Constitución 2008, al decir: 
 
Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales 
de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o 




Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o 
requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. 
 
Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para 
justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para 
negar su reconocimiento. (art. 11, núm. 3) 
 
Lo que concuerda con el artículo 426 de la misma Carta Magna, que textualmente manifiesta: 
 
Todas las personas, autoridades e instituciones están sujetas a la Constitución. Las juezas y 
jueces, autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, aplicarán directamente 
las normas constitucionales y las previstas en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos siempre que sean más favorables a las establecidas en la Constitución, aunque las 
partes no las invoquen expresamente. 
 
Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos 
humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá alegarse falta de ley o 
desconocimiento de las normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta en su defensa, ni para 
negar el reconocimiento de tales derechos. (art. 426) 
 
Con esto queda evidenciado que, el principio de aplicación directa e inmediata de los derechos y 
garantías constitucionales está orientado al ejercicio pleno de los mismos, de tal modo que rige 
en todo el ordenamiento jurídico ecuatoriano y sirve como fuente en la redacción de normas de 
desarrollo legislativo de derechos constitucionalmente reconocidos, constituyéndose en uno de 
los fundamentos sobre el que descansa la validez del ordenamiento jurídico. 
 
A manera de ejemplo podríamos evocar la sentencia interpretativa de La Corte Constitucional: 
001-08-SI-CC publicada Suplemento del Registro Oficial 479, 2-XII-2008 del 2 de diciembre 
de 2008 referida a la aplicación directa de la Constitución y sus alcances, de la siguiente 
manera:  
 
Esta transformación progresiva de la Constitución hasta llegar a ser una norma, implica por lo 
menos, en su fórmula pura, que todos los ciudadanos y operadores jurídicos habrán de tomar el 
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texto íntegro de la Constitución como una premisa de decisión, igual que cualquier otra norma. 
Lo anterior, como bien señala Ignacio de Otto, trae sustanciales secuelas frente a la 
interpretación de la Constitución; a saber: a) Habrá de interpretarse todo el ordenamiento 
jurídico, conforme al texto constitucional; b) Habrán de examinarse, a la luz del texto 
constitucional, todas las normas del ordenamiento jurídico, para comprobar si son o no 
conformes con el texto constitucional y con el llamado doctrinariamente bloque de 
constitucionalidad; c) En la aplicación concreta del Derecho por los diversos operadores 
jurídicos, deberán aplicar, en primer lugar, la Constitución y las normas que tengan su misma 
jerarquía, a fin de extraer de ella la solución a cualquier litigio o problema jurídico; y solo si 
ésta no dice nada, se aplicarán las normas secundarias; y, d) La condición normativa de la 
Constitución tiene un efecto derogatorio general y automático para las normas 
preconstitucionales (ipso costitutione) y general, previa petición de parte, para las normas infra 
constitucionales posteriores a la Constitución. La consecuencia práctica de la adopción de este 
modelo constitucional, es que todos los funcionarios públicos, incluidos los jueces y los propios 
particulares, deberán respetar la Constitución y desarrollar sus funciones de conformidad con 
lo que dice el texto de la Carta Fundamental y las sentencias del órgano encargado de ejercer la 
justicia constitucional. 
 
Sin embargo, cabe la pregunta: ¿existe entonces legitimación democrática en la independencia 
del Juez?, ¿puede el Juez interpretar correctamente el concepto de sometimiento a la 
Constitución y a la vez a la Ley con estricta autonomía?; Luigi Ferrajoli (2010) “Derechos y 
Garantías”, manifiesta que “la misma existencia de los derechos fundamentales en el nivel 
constitucional, cambian la relación entre el juez y la Ley y asignan a la jurisdicción una función 
de garantía del ciudadano frente a las violaciones de cualquier nivel de la legalidad por parte de 
los poderes públicos”, así pues sostiene textualmente que: 
 
En efecto, la sujeción del juez a la Ley ya no es, como en el viejo paradigma positivista, sujeción 
a la letra de la Ley, cualquiera que fuere su significado, sino sujeción a la Ley en cuanto válida, 
es decir, coherente con la Constitución. Y en el modelo constitucional garantista la validez ya no 
es un dogma asociado a la mera existencia formal de la Ley, sino una cualidad contingente de la 
misma ligada a la coherencia de sus significados con la Constitución, coherencia más o menos 


















Las democracias constitucionales contemporáneas se caracterizan, entre otras cosas, por 
tener una justicia constitucional autónoma, fuerte y ampliamente influyente y 
desarrollada. 
















LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN COMO MECANISMO DE GARANTÍA DE 
DERECHOS CONSTITUCIONALES 
 
4.1. Consideraciones Generales. 
4.1.1. Antecedentes en el constitucionalismo ecuatoriano: 
Según el Dr. Alex Valle (2012), en su libro. “El amparo como garantía constitucional en el 
Ecuador”, históricamente en nuestro país la institución del amparo en sí,  ha recorrido un 
camino largo y tortuoso al ser implementado constitucionalmente en 1967, pero sin desarrollar 
el procedimiento de su ejercicio para posteriormente ser suprimido hasta las reformas 
constitucionales de 1996 y 1998. Lo acontecido históricamente según lo manifiesta evocando al 
tratadista Hugo Ordóñez (1995):“Hacia el amparo constitucional en el Ecuador”, no significa 
que anteriormente no existan antecedentes constitucionales del amparo. 
Menciona que es necesario precisar como lo hace el tratadista Dr. Agustín Grijalva en su libro 
“El Tribunal Constitucional, el Congreso y la jurisdicción ordinaria” (2008) (p, 13), que la 
noción de garantía inicialmente se confundió en los países de Latinoamérica con la noción de 
derecho; en el caso de nuestro país prácticamente existió un tratamiento indiscriminado de los 
dos conceptos entre 1830 y 1998. El denominado Tribunal de Garantías Constitucionales, 
creado en 1945, desarrolló una institución protectora de derechos cuyo mecanismo se 
denominaba queja. Sostiene además que la Constitución de 1978, aprobada en referéndum de 15 
de enero del mismo año, mantiene el nombre de queja, aunque su esencia como medio de 
reclamo por el quebrantamiento de la Constitución, es relativa al amparo. En este sentido el 
autor Alex Valle (2012), establece diferencias sustanciales entre el recurso de queja y la acción 
de amparo: 
Las principales deficiencias del recurso de queja como predecesor de la acción de amparo 
fueron que este, no señalaba un procedimiento específico, ni tampoco plazos máximos para la 
resolución del mismo. La queja se planteaba únicamente contra funcionarios públicos que 
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infrinjan la Constitución, dejando de lado a particulares y concesionarios de servicios que 
violen la Constitución. (p, 21) 
Para ilustrar el desarrollo histórico del amparo en el Ecuador, el autor evocado propone una 
periodización en tres etapas importantes: 
1). antes de su constitucionalización en 1967; 2). Después de su constitucionalización en 1967; 
y, 3). Posterior a las reformas constitucionales de 1996. Las tres etapas se establecen bajo el 
criterio de que en la primera etapa no aparece la garantía en el texto constitucional; mientras 
que en la segunda etapa aparece, pero su ejercicio no es posible; finalmente, en la tercera etapa 
se puede evidenciar que existen los elementos normativos necesarios para su pleno ejercicio. (p, 
22) 
En cuanto hasta antes de la constitucionalización de 1967, Valle menciona que  este período no 
constan referencias constitucionales de la figura del amparo. Desde la Constitución de 1830 
hasta la de 1946 aparecen sólo enunciados que conceden a los ciudadanos la posibilidad de 
reclamar sus derechos por infracciones constitucionales y legales cometidas por funcionarios 
públicos, pero que en la práctica no establecen procedimientos, sanciones o mecanismos de 
ejecución que protejan dichos derechos. 
Como hemos podido apreciar con esta sucinta introducción aludiendo a la nuestra historia 
constitucional, el proceso como lo mencioné en líneas anteriores ha sido largo, hasta aterrizar en 
la Asamblea Nacional Constituyente de 2008, en la que se erigió la nueva Constitución 
ecuatoriana; en esta, las garantías jurisdiccionales están comprendidas en el capítulo III de las 
Garantías Constitucionales de nuestra Constitución de la República y recogen principios que 
deben observarse, según lo dispuesto en su art. 86. Dichos principios deben ser aplicados en las 
acciones previstas en la Constitución de la República de 2008(acción de protección, acción de 
hábeas corpus, acción de acceso a la información pública, acción de hábeas data, acción por 
incumplimiento y acción extraordinaria de protección). 
Resulta interesante para el enunciado de este capítulo el análisis introductorio que hace Ramiro 
Ávila Santamaría (2012), al referirse al diseño normativo y la práctica de las garantías; pues 
considera que tienen mucho que ver con el modelo de Estado; así lo dice textualmente:  
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Un estado liberal se sustenta en garantías que protegen con particular énfasis los derechos 
individuales de los propietarios y los derechos derivados de los contratos, en las que las persona 
tienen igualdad de condiciones; en este Estado, las garantías de los otros derechos, como los 
sociales o del buen vivir, son protegidos solamente cuando hay daños graves e inminentes. En 
cambio, en un Estado Constitucional de derechos y justicia, las garantías protegen con 
particular énfasis los derechos de las personas más débiles de la sociedad, que se encuentran en 
situación de opresión, vulneración, subordinación, sumisión o discriminación. En este caso se 
amplían tanto los derechos como las personas o grupos protegidos. (p, 234) 
Agustín Grijalva Jiménez (2011), al analizar “las Garantías Constitucionales en Ecuador”, 
evocando a Ferrajoli “Garantías Constitucionales”, hace una descripción interesante, a 
menester de entender el significado y alcance del concepto de garantía en general; así pues, 
asimila el concepto de garantía a “las técnicas normativas diseñadas para asegurar el 
cumplimiento de las obligaciones y la tutela de los correspondientes derechos patrimoniales”, 
ilustra este postulado ejemplarizando el caso de “la prenda y la hipoteca que mediante un bien 
inmueble en el primer caso e inmueble en el segundo caso, aseguran el cumplimiento de una 
obligación”.  
Sin embargo, manifiesta que este concepto, ha sufrido varias transformaciones, por influencia 
de disciplinas como la Teoría General del Derecho, el Derecho Constitucional y el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, ya que es en estas áreas del Derecho, que la “noción de 
garantía ha venido vinculándose a la protección de derechos constitucionales o derechos 
humanos”. Rememorando a Peces Barba, establece como concepto de garantía dentro de la 
disciplina constitucional como “Un conjunto coherente de mecanismos de defensa de los 
derechos constitucionales”, enfatizando que este “conjunto” amplio y complejo incluye 
principios, normas, técnicas, procedimientos e instituciones tanto sociales como estatales 
predispuestos para la defensa de estos derechos.(p, 239), denotando en todo caso que las 
garantías se constituyen en herramientas imprescindibles que establece la Constitución como 
Ley suprema para prevenir, cesar o enmendar la violación de un derecho, dando seguridad y 
eficacia jurídica a la tutela efectiva del Estado. 
Así pues, en sentido general, estas garantías pasan a ser los medios o instrumentos jurídicos de 
los que los ciudadanos disponemos para, en caso de que nuestros derechos sean vulnerados, 
hacerlos efectivos bajo la salva guarda de que además son derechos constitucionales; en todo 
caso,  como ya lo explicamos en líneas anteriores, es bajo estas consideraciones que 
encontramos garantías jurisdiccionales como la “Acción de Protección”, la misma que 
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reemplazó a la antigua figura del “Amparo Constitucional”. Recordemos que la anterior 
Constitución Política del Ecuador de 1998, reconocía garantías constitucionales como la Acción 
de Amparo, el Hábeas Corpus o el Hábeas Data; pero que sin embrago la Constitución de la 
República del 2008, direcciona a las garantías establecidas en la anterior innovándolas, es más, 
creando otras de singular importancia para la protección de los derechos humanos como la 
Acción por Incumplimiento (art. 93), la Acción de Acceso a la Información Pública (art. 91) y la 
Acción Extraordinaria de Protección (art. 94). 
Es importante resaltar que las características generales de estas garantías jurisdiccionales según 
nuestra Constitución de la República son: 
a) La defensa de la Constitución en toda su amplitud, garantizando su supremacía y 
estableciendo limitaciones y sujeción del poder al derecho; 
b) La protección de los derechos constitucionalmente reconocidos de las personas y del sistema 
democrático; 
c) La existencia de órganos encargados de la justicia constitucional que velan por el respeto de 
los derechos fundamentales, y 
d) La justicia constitucional como uno de los elementos esenciales de un Estado constitucional 
de derecho. 
Ramiro Ávila Santamaría (2012), en su ensayo “Del Amparo a la Acción de Protección 
Jurisdiccional”, corrobora lo dicho, ratificando que la actual Constitución de la Republica 
ecuatoriana, reconoce varios mecanismos para efectivizar las garantías jurisdiccionales; así, lo 
establece textualmente al asegurar: 
La Constitución del Ecuador de 2008 reconoce varios mecanismos para la garantía 
jurisdiccional de los derechos. Las garantías pretenden prevenir potenciales violaciones a los 
derechos y reparar aquellas que han ocurrido. Entre las garantías preventivas encontramos las 
normativas, las políticas públicas y las medidas cautelares. Entre las garantías reparadoras 
encontramos a la acción de protección de derechos. (p, 233) 
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En todo caso, diferentes autores coinciden en que la Acción o Recurso, como inicialmente se 
identificó en el constitucionalismo ecuatoriano, es la máxima garantía que la Carta Fundamental 
que los Estados constitucionales deben contener para garantizar los derechos constitucionales en 
ella contenidos; así por ejemplo, el Dr. Enrique Oblitas Poblete, en la época de los años setentas, 
al referirse en su libro al “Recurso de Amparo Constitucional” (1979), ya señalaba que: 
El recurso de Amparo, juicio de amparo o derecho de amparo es la máxima garantía 
constitucional encargada de proteger y restablecer los derechos fundamentales del hombre 
lesionados por algún acto ilegal u omisión indebida que, restrinja ,suprima o amenace restringir 
o suprimir dichos derechos, con excepción del de locomoción. Este recurso puede ser intentado 
o interpuesto contra el estado o sus representantes y/o contra los particulares que avanzan y 
limitan uno o varios derechos que la Constitución otorga. (p, 60) 
Lo que en definitiva concuerda con lo que específica el Manual Técnico sobre las Garantías 
Constitucionales (2006), al manifestar que “El objeto de la Acción de Amparo es tutelar un 
derecho a través de la implementación de medidas urgentes que logren evitar, cesar o remediar 
cualquier actuación ilegítima que conlleve a la violación o amenaza de un derecho 
fundamental”. (p, 41) 
La Acción de Protección Jurisdiccional, tipificada en la actual Constitución de la República 
(2008), en sus artículos 86 y 88, se constituye efectivamente en el ideal de estas garantías 
jurisdiccionales, así lo establece la Carta Magna al disponer expresamente la misión de esta 
garantía jurisdiccional al decir: 
La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos 
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra 
políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 





Pero debemos especificar que la actual Acción de Protección, según el Manual Técnico sobre 
las Garantías Constitucionales, tiene como antecedente inmediato el Recurso de Amparo 
Constitucional que aparece por primera vez con la Constitución Política de 1967, que 
garantizaba el derecho de los ciudadanos a demandar el amparo contra la violación de las 
garantías constitucionales de la época, así se disponía en su artículo 28, numeral 15, al decir 
textualmente: 
Art. 28.- Derechos garantizados.- Sin perjuicio de otros derechos que se deriven de la 
naturaleza de la persona, el Estado le garantiza: 
15. El  derecho  a  demandar  el  amparo  jurisdiccional  contra cualquier  violación  de las 
garantías constitucionales, sin perjuicio del deber que incumbe al Poder Público de velar por la 
observancia de la Constitución y las leyes. 
Cabe  resaltar que de ésta época y en relación a estas garantías, no hay datos ni estudios 
doctrinarios que versen sobre  acciones o demandas interpuestas demandando el amparo 
jurisdiccional contra eventual violación de las garantías constitucionales, lo que da a entender su 
inicial  fragilidad e inaplicabilidad, tal vez por la injerencia política imperante de ese tiempo; y 
es apenas en la Constitución codificada de 1996 que se incorpora en la sección sobre las 
garantías de los derechos la figura del amparo, al igual que por primera vez el habeas data y la 
Defensoría del Pueblo. 
Según datos emitidos por la Corte Constitucional de Justicia, el 2 de julio de 1997 se expide la 
Ley de Control Constitucional, por medio de la cual se reguló el Amparo, Habeas Corpus y 
Habeas Data y el funcionamiento del entonces Tribunal Constitucional ahora, Corte 
Constitucional. La expedición de esta ley, no obstante que era anterior a la Constitución de 
1998, fue beneficiosa en algunos aspectos, especialmente en cuanto terminaba con el problema 
que se había presentado sobre la dificultad de aplicar las garantías constitucionales por falta de 
ley. 
No es sino hasta el 5 de  junio de 1998 en que la Asamblea Nacional Constituyente reunida en 
Quito erigió un nuevo texto constitucional, en el cual se innovó la normativa suprema que 
regulaba el Amparo y habeas data, cuyo texto entró en vigencia el 11 de agosto de 1998, 
(Decreto Legislativo No. 000. RO/ 1 de 11 de Agosto de 1998), y que si bien mejoró el objetivo 
 80 
 
de protección de derechos fundamentales, ocasionó por otro lado, la caducidad temprana de 
algunas normas de esa Ley. 
No obstante lo anotado, en materia de garantías constitucionales y de conformidad con el 
informe de labores presentado por el Tribunal Constitucional al Congreso Nacional de esa 
época, desde el 1 de enero del 2004, al 31 de diciembre del mismo año, ingresaron al Tribunal 
Constitucional en apelación 1.135 acciones de amparo; 113 acciones de hábeas data; y 89 
acciones de hábeas corpus, de los cuales el Tribunal Constitucional, en ese periodo resolvió 960 
acciones de amparo; y por lo demás, 108 acciones de hábeas data; y 88 acciones de hábeas 
corpus. 
En este orden de cosas, la Asamblea Nacional Constituyente el 20 de octubre de 2008, erige un 
nuevo texto Constitucional. R.O, No. 449, manteniendo las garantías de la anterior Constitución 
Política de 1998, pero a la vez, innovándolas e incorporando otras de carácter jurisdiccional y 
no jurisdiccional; es decir, incorpora al carácter jurisdiccional, el acceso a la información 
pública y las acciones de incumplimiento de sentencias constitucionales y por incumplimiento 
de normas en informes de derechos humanos de organizaciones internacionales: 
La acción de acceso a la información pública tendrá por objeto garantizar el acceso a ella 
cuando ha sido denegada expresa o tácitamente, o cuando la que se ha proporcionado no sea 
completa o fidedigna. Podrá ser interpuesta incluso si la negativa se sustenta en el carácter 
secreto, reservado, confidencial o cualquiera otra clasificación de la información. El carácter 
reservado de la información deberá ser declarado con anterioridad a la petición, por autoridad 
competente y de acuerdo con la ley. (art. 91) 
 
La acción por incumplimiento tendrá por objeto garantizar la aplicación de las normas que 
integran el sistema jurídico, así como el cumplimiento de sentencias o informes de organismos 
internacionales de derechos humanos, cuando la norma o decisión cuyo cumplimiento se 
persigue contenga una obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible. La acción se 
interpondrá ante la Corte Constitucional. (art. 93) 
 
Como un asunto por demás importante de estas innovaciones jurisdiccionales, se crea además la 




La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los 
que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se 
interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los 
recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de 
interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del 
derecho constitucional vulnerado.(art. 94) 
 
En este sentido, se crean también las garantías no jurisdiccionales que mencionamos al inicio, 
como la garantía de los derechos a la actividad normativa, producción de normas, políticas 
públicas, participación ciudadana, cuando esta producción de la actividad habitual del Estado 
vulnere derechos constitucionales individuales y colectivos. 
 
Las ciudadanas y ciudadanos, en forma individual y colectiva, participarán de manera 
protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos, y en el 
control popular de las instituciones del Estado y la sociedad, y de sus representantes, en un 
proceso permanente de construcción del poder ciudadano. La participación se orientará por los 
principios de igualdad, autonomía, deliberación pública, respeto a la diferencia, control 
popular, solidaridad e interculturalidad. 
 
La participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, que se 
ejercerá a través de los mecanismos de la democracia representativa, directa y comunitaria. 
(art. 95) 
 
En todo caso evocando lo dicho por el Dr. Ramiro Ávila Santa María (2012): “Este panorama 
“Garantista” es completamente nuevo en el sistema jurídico ecuatoriano a afirmando además, 
que al menos en términos constitucionales, también lo sería en el derecho comparado”. En fin, 
resulta sustancial para sostener lo afirmado hasta el momento, lo mantenido por el tratadista 
evocado, en relación a que el sistema de garantías que establece la Constitución ecuatoriana 
actual, determina mecanismos que comprenden a todos los poderes públicos y privados, así 
como a todos los derechos humanos: 
 
El primer nivel de garantías se llama Normativas, consiste en el deber que tiene todos los 
órganos con competencias regulatorias, en particular el Parlamento, para adecuar el sistema 
normativo a los derechos; el segundo nivel de garantías se denomina de Políticas, por las que 
todo órgano público, con capacidad de disponer de recursos públicos, tiene la obligación de 
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desarrollar y promover el ejercicio de los derechos constitucionales; finalmente las garantías 
jurisdiccionales, que son aquellas que descansan en la intervención jurisdiccional cuando las 
políticas o las normas no cumplen con sus objetivos o violan derechos. (P, 234)  
 
4.2. Procedencia de la Acción de Protección. 
 
Conforme lo evidenciamos del artículo 88 de la Constitución de la República en actual vigencia, 
la Acción de Protección podrá interponerse cuando exista una vulneración de los derechos 
constitucionales y de los contenidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
Por consiguiente, procede en defensa de todos los derechos consagrados en la Constitución y en 
los instrumentos internacionales de derechos humanos; con excepción de los derechos 
protegidos por las acciones de: hábeas corpus, acceso a la información pública, hábeas data, por 
incumplimiento, extraordinario de protección; y, extraordinaria de protección contra decisiones 
de la justicia indígena. La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
en su artículo 40 establece que la Acción podrá presentarse cuando concurran los siguientes 
requisitos:  
 
1) Contra los actos u omisiones de las autoridades y funcionarios públicos, no judiciales (no 
decisiones judiciales), que violen o hayan violado cualquiera de los derechos, que menoscabe, 
disminuya o anule su goce o ejercicio; 
2) Contra políticas públicas, nacionales o locales, que impidan el goce o ejercicio de los 
derechos y garantías; 
3) Contra los actos u omisiones del prestador del servicio público que viole los derechos y 
garantías; 
4) Contra los actos u omisiones de las personas naturales o jurídicas del sector privado, cuando 
ocurra al menos una de las siguientes circunstancias: 
a) Presten servicios públicos impropios o de interés público; 
b) Presten servicios públicos por delegación o concesión; 
c) Provoque daño grave; 
d) La persona afectada se encuentre en estado de subordinación o indefensión frente a un poder 
económico, social, cultural, religioso o de cualquier otro tipo. 




De la misma manera, por su parte el artículo 42 de la misma ley evocada, respecto de la 
improcedencia de la Acción, señala que la garantía es improcedente en los siguientes casos: 
 
1. Cuando de los hechos no se desprenda que existe una violación de derechos 
constitucionales.  
2. Cuando los actos hayan sido revocados o extinguidos, salvo que de tales actos se deriven 
daños susceptibles de reparación. 
3. Cuando en la demanda exclusivamente se impugne la constitucionalidad o legalidad del 
acto u omisión, que no conlleven la violación de derechos.  
4. Cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en la vía judicial, salvo que se 
demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz.  
5. Cuando la pretensión del accionante sea la declaración de un derecho.  
6. Cuando se trate de providencias judiciales.  
7. Cuando el acto u omisión emane del Consejo Nacional Electoral y pueda ser impugnado 
ante el Tribunal Contencioso Electoral.  
 
En estos casos, de manera sucinta la jueza o juez, mediante auto, declarará inadmisible la acción y 
especificará la causa por la que no procede la misma. (art. 42) 
 
4.2.1. Legitimación activa. 
 
Resulta interesante el análisis que sobre este tema, hace el Dr. Ramiro Ávila Santamaría (2012), 
ensayo “Del amparo a la acción de protección jurisdiccional”, pues, considera a la 
legitimación activa de esta Acción, desde dos aristas; una si la legitimación activa es cerrada; y, 
otra si esta es abierta, haciendo una diferenciación de estas legitimaciones tanto en la 
Constitución Política del Ecuador de 1998, como en la actual Constitución de la república de 
2008: 
 
Si la legitimación activa es cerrada; es decir, admite únicamente al titular del derecho (derecho 
subjetivo), estamos en una acción propia de un estado liberal-individual. Si la legitimación 
activa es abierta, actiopopularis, lo que se reflejaría en la interposición por terceros o por 
cualquier persona, entonces estamos en un régimen garantista. (p, 237) 
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En este punto cabe señalar que la Constitución Política de 1998, la Acción de Amparo, podía ser 
presentada únicamente “por sus propios derechos, así lo podemos evidenciar en su artículo 95 
que textualmente dispone: 
 
Cualquier persona, por sus propios derechos o como representante legitimado de una 
colectividad, podrá proponer una acción de amparo ante el órgano de la Función Judicial 
designado por la ley. Mediante esta acción, que se tramitará en forma preferente y sumaria, se 
requerirá la adopción de medidas urgentes destinadas a cesar, evitar la comisión o remediar 
inmediatamente las consecuencias de un acto u omisión ilegítimos de una autoridad pública, que 
viole o pueda violar cualquier derecho consagrado en la Constitución o en un tratado o 
convenio internacional vigente, y que, de modo inminente, amenace con causar un daño grave. 
También podrá interponerse la acción si el acto o la omisión hubieren sido realizados por 
personas que presten servicios públicos o actúen por delegación o concesión de una autoridad 
pública. (art. 95) 
 
En este sentido, Ramiro Ávila Santamaría (2011), mantiene una posición contraria, más aún 
cuando existe una eminente violación de derechos humanos,  así lo evidencia en su libro 
“Derechos y Garantías” al decir: 
 
La violación de los derechos humanos no puede ser ajena a ninguna persona o grupo de 
personas. El Estado y a la comunidad les interesa que se sepa cuando hay violaciones y que se 
corrijan las actuaciones atentatorias a los derechos. (p, 64)  
 
Recordemos que la actual Constitución de la República (2008) señala la universalidad del 
ejercicio de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, así lo dispone al decir: 
 
1.- Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las 
autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento. (art. 11) 
 
Este connotado avance supera grandemente las disposiciones de la anterior Constitución Política 
de 1998 que disponía una “legitimación activa cerrada”; puesto que, la actual Constitución de la 
República, dispone expresamente que, cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo 
o nacionalidad pueda presentar cualquier acción prevista en la Constitución actiopopularis o 
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“legitimación activa abierta”; en este sentido, la titularidad de la comparecencia con poder para 
representar al agraviado, o la simple titularidad personal ya no son necesarias para acudir a la 
justicia  cuando de vulneración de derechos humanos se trata. 
 
En todo caso es menester, para reforzar lo dicho, evocar lo dispuesto en la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (Registro Oficial Suplemento 52 de 22-oct-
2009) que al hablar de la legitimación activa, textualmente dice: 
 
Las acciones para hacer efectivas las garantías jurisdiccionales previstas en la Constitución y esta 
ley, podrán ser ejercidas: 
 
a) Por cualquier persona, comunidad, pueblo, nacionalidad o colectivo, vulnerada o 
amenazada en uno o más de sus derechos constitucionales, quien actuará por sí misma o a 
través de representante o apoderado; y, 
 
b) Por el Defensor del Pueblo. 
 
Se consideran personas afectadas quienes sean víctimas directas o indirectas de la violación 
de derechos que puedan demostrar daño. Se entenderá por daño la consecuencia o 
afectación que la violación al derecho produce. (art. 9) 
 
4.2.2. Legitimación pasiva. 
 
El Dr. Ávila Santamaría (2012), establece que dentro de la teoría de los derechos humanos 
correspondiente aun Estado clásico liberal, el único responsable de la violación de derechos 
humanos es el Estado y, excepcionalmente, por delegación o concesión, los particulares cuando 
prestan servicios públicos. Sostiene además que en un régimen garantista, la protección 
constitucional es contra cualquier acto de poder, no importa si este proviene del Estado o de un 
particular (que ejerce poder económico, político o físico). Sin embargo, aclara que si los 




Cabe el análisis de estos dos puntos controversiales suscitados entre las Constituciones de 1998 
y del 2008, ya que mientras la primera establecía que los legitimados pasivos constituían las 
autoridades públicas y los particulares, estos últimos bajo dos circunstancias: la primera, por 
personas que presten servicio públicos o actúen por delegación o concesión de una autoridad 
pública; y, la segunda, cuando la conducta de los particulares afecta gravemente y directamente 
un intereses comunitario, colectivo o un derecho difuso 
 
La Constitución de la República de 2008, como ya lo mencionamos, determina que la acción de 
protección puede ser presentada contra cualquier acto u omisión de autoridad pública e inclusive 
contra particulares en situación de indefensión, discriminación, y subordinación, lo que 
evidencia la tendencia garantista de la Constitución a incluir también a los particulares que a 
través de sus actuaciones también son proclives a vulnerar derechos constitucionales de las 
personas 
 
 En todo caso, como lo dispone el numeral 2 del artículo 86 de nuestra Carta Magna, la 
competencia para la interposición de esta Acción constitucional, radica en cualquier jueza o juez 
de primera instancia del lugar en donde se origina el acto u  omisión o donde se producen sus 
efectos. Si existen dos o más jueces competentes, la demanda se sorteará entre ellos. 
 
Las sentencias de primera instancia podrán ser apeladas ante la correspondiente Corte Provincial 




a) Es de carácter universal, puesto que protege o ampara todos los derechos consagrados 
en la Constitución o en los instrumentos internacionales de derechos humanos, con las 
excepciones de los derechos protegidos por las otras garantías jurisdiccionales antes 
mencionadas. 
 
b) Es de carácter preferente puesto que su procedimiento debe ser sencillo, rápido, eficaz y 




c) 3. No se deben aplicar las normas procesales comunes que tiendan a retardar su ágil 
despacho. 
 
d) 4. La acción de protección solo finalizará con la ejecución integral de la sentencia o 
resolución. 
 
e) 5. Constituye una acción de rango constitucional y de  carácter extraordinario, que no 
responde a los procedimientos y normas de la justicia ordinaria. 
 
f) 6. Es de carácter subsidiario, pues se la presenta cuando no existen otros mecanismos de 
defensa judicial adecuados y eficaces para proteger el derecho violado. 
 
g) 7. Puede presentarse en forma independiente o conjuntamente con medidas cautelares. 
 
h) Las medidas cautelares tienen como objetivo evitar o cesar la amenaza o violación de 
los derechos reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos. 
 
i) Entre las medidas cautelares tenemos: la comunicación inmediata a la autoridad o 
persona que podría prevenir o detener la violación; la suspensión provisional de acto, la 
orden de vigilancia policial; la visita al lugar de los hechos, etc. En ningún caso se 
podrán ordenar medidas privativas de la libertad. 
 
j) No se requiere el patrocinio de un abogado o abogada para la presentación de la acción 
de protección ni para su apelación.  
 
k) Presentada la acción, la jueza o juez la calificará dentro de las 24 horas siguientes a su 
presentación y convocará inmediatamente a una audiencia pública, en la que podrán 
intervenir la persona afectada y la accionante si no fueren la misma persona; y, la 




l) En cualquier momento del proceso el juez podrá ordenar la práctica de pruebas y 
designar comisiones para recabarlas. 
 
m) La falta o ausencia de la parte accionante podrá considerarse como desistimiento. 
 
n) La falta o ausencia de la parte accionada o demandada no impedirá que la audiencia se 
realice. 
 
o) Las afirmaciones alegadas por la persona accionante se presumirán ciertas, cuando la 
entidad pública requerida no demuestre lo contrario o no suministre información. 
 
p) La causa se resolverá mediante sentencia. 
 
q) Cuando exista vulneración de derechos, la sentencia la declarará, ordenará la reparación 
integral por el daño material e inmaterial. Además especificará las obligaciones 
positivas y negativas, que debe cumplir el demandado y las circunstancias en que deben 
cumplirse. 
 
r) La acción de protección solo finalizará con la ejecución integral de la sentencia. 
 
s) Cualquiera de las partes podrán presentar apelación ante la Corte Provincial de Justicia 
correspondiente. La apelación se podrá presentar en la misma audiencia o hasta tres días 
hábiles después de haber sido notificados por escrito por el juez o jueza.  
 
t) La apelación no suspende la ejecución de la sentencia cuando el apelante fuere la 







4.2.3. Objetivo de la Acción. 
 
La Constitución de la República del Ecuador del 20 de octubre de 2008, la Acción de protección 
Constitucional, tiene por objeto: 
 
La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos 
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra 
políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o 
discriminación.( art. 88) 
 
Concordantemente y de conformidad con lo dispuesto en la ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, la acción de protección tiene por objeto: 
 
La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución y tratados internacionales sobre derechos humanos, que no estén 
amparados por las acciones de hábeas corpus, acceso a la información pública, hábeas data, 
por incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de protección contra 
decisiones de la justicia indígena.( art. 39) 
 
Es decir de forma resumida podemos afirmar que su objetivo primordial es: 
 
a) La protección eficaz e inmediata de los derechos reconocidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 
 
b) La declaración de la violación de uno o varios derechos. 
 




Cuando en la sentencia de una acción de protección se haya declarado la violación a un derecho 
o a varios derechos, se debe ordenar la reparación integral por el daño material e inmaterial 
producido. Dicha reparación integral va encaminada a que se restablezca la situación al estado 
anterior a la violación del derecho humano, en los casos  en que esto fuere posible. 
 
Ávila Santamaría (2012), al referirse expresamente a la Reparación en materia de derechos 
humanos, especifica que este concepto es mucho más amplio que el concepto civilista de la 
enmienda de un daño, que se refiere únicamente al lucro cesante y daño emergente: 
 
La reparación debe considerar el restitutio in integrum, la garantía de no repetición, la 
satisfacción, la indemnización y la rehabilitación. En caso de que el juez o jueza, no repare 
integralmente o simplemente no disponga mediad alguna para afrontar la violación de derechos, 
este o esta asumiría el rol de “juez boca de la Ley” propio de la justicia ordinaria y, cuando 
repare integralmente, sería un juez o jueza garantista que toma medidas positivas para atender 
cada caso en particular. (p, 248) 
 
En todo caso, entre las medidas o formas de reparación integral, resumidamente  tenemos: la 
restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, la 
satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a la autoridad 
competente para investigar y sancionar, las medidas de reconocimiento público y/o privado, las 
disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de salud, entre otras. Así lo 
establece nuestra Constitución de la Republica (2008) al disponer expresamente que: 
 
Las garantías jurisdiccionales se regirán, en general, por las siguientes disposiciones. (art. 86): 
 
Presentada la acción, la jueza o juez convocará inmediatamente a una audiencia pública, y en 
cualquier momento del proceso podrá ordenar la práctica de pruebas y designar comisiones 
para recabarlas. Se presumirán ciertos los fundamentos alegados por la persona accionante 
cuando la entidad pública requerida no demuestre lo contrario o no suministre información. La 
jueza o juez resolverá la causa mediante sentencia, y en caso de constatarse la vulneración de 
derechos, deberá declararla, ordenar la reparación integral, material e inmaterial, y especificar 
e individualizar las obligaciones, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión 




Las sentencias de primera instancia podrán ser apeladas ante la corte provincial. Los procesos 
judiciales sólo finalizarán con la ejecución integral de la sentencia o resolución. (nral. 3) 
 
La ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, de manera más 
explícita se refiere a la reparación de los derechos vulnerados al disponer expresamente que: 
 
Reparación integral. En caso de declararse la vulneración de derechos se ordenará la 
reparación integral por el daño material e inmaterial. La reparación integral procurará que la 
persona o personas titulares del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más 
adecuada posible y que se restablezca a la situación anterior a la violación. La reparación 
podrá incluir, entre otras formas, la restitución del derecho, la compensación económica o 
patrimonial, la rehabilitación, la satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la 
obligación de remitir a la autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de 
reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de salud. 
 
La reparación por el daño material comprenderá la compensación por la pérdida o detrimento 
de los ingresos de las personas afectadas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las 
consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso. La 
reparación por el daño inmaterial comprenderá la compensación, mediante el pago de una 
cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, por los sufrimientos 
y las aflicciones causadas a la persona afectada directa y a sus allegados, el menoscabo de 
valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de existencia del afectado o su familia. La reparación se 
realizará en función del tipo de violación, las circunstancias del caso, las consecuencias de los 
hechos y la afectación al proyecto de vida. 
 
En la sentencia o acuerdo reparatorio deberá constar expresa mención de las obligaciones 
individualizadas, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial y las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en que deben cumplirse, salvo la reparación económica 
que debe tramitarse de conformidad con el artículo siguiente. 
 
La persona titular o titulares del derecho violado deberán ser necesariamente escuchadas para 
determinar la reparación, de ser posible en la misma audiencia. Si la jueza o juez considera 
pertinente podrá convocar a nueva audiencia para tratar exclusivamente sobre la reparación, 
que deberá realizarse dentro del término de ocho días. (art. 18) 
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Lo que le da a la Constitución de la República ecuatoriana (2008) y al sistema normativo 
ecuatoriano una dimensión excepcional como lo mencioné en líneas anteriores evocando el 
pensamiento de Ramiro Ávila Santamaría, incluso en el concierto del derecho comparado. 
 
4.2.4. Las medidas cautelares procederán: 
 
Cabe destacar a manera de introducción que del análisis al artículo 88 de la Constitución 2008, 
se distingue con claridad la diferencia entre una medida cautelar, antes y durante la violación de 
un derecho, y una Acción reparadora, después de la violación de los derechos. La Constitución 
de 1998, en cambio, confunde las dos situaciones y da una solución condicionada a violaciones 
de carácter urgentes e inmediatas. Sin duda como lo sostiene Ávila Santamaría, existe, por estas 
consideraciones, un avance enorme a la concepción de la garantía jurisdiccional. 
 
Como lo corroboran y afirman los tratadistas Claudia Storini y Marco Navas Alvear (2013), en 
la Constitución Política del Ecuador de 1998, las acciones cautelares en garantías de derechos, 
se configuraban como excepcionales ya que solo procedían al producirse una vulneración o 
amenaza de vulneración de derechos causante de un daño grave e inminente; es decir,  que el 
daño para la procedencia de la Acción, debía ser calificado grave e inminente. Asegurando que 
en todos los demás casos debía seguir la acción ordinaria que declararía la violación del derecho 
y su recuperación. En este sentido, los tratadistas en mención, refuerzan esta tesis aduciendo de 
manera textual: 
 
En la Constitución de 2008 esta Acción cambia su naturaleza en tanto que podrá interponerse 
cuando se trate de evitar una vulneración de derechos, acción preventiva, o cuando debe 
detenerse el cometido de una violación de derechos, sin importar en ningún caso la gravedad. 
(p, 42) 
 
Es así pues, que la Constitución de la República de 2008, introduce en su ordenamiento la 
Medida Cautelar con equivalencia a las llamadas por la doctrina como medidas de urgencia, y se 
refiere de manera expresa a las “medidas cautelares constitucionales” y dispone que puedan 
solicitarse en forma autónoma o conjuntamente con otras garantías constitucionales, como la 
acción de protección, hábeas data, hábeas corpus, etc. con excepción de la Acción 
Extraordinaria de Protección. 
 93 
 
“Se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o independientemente de las acciones 
constitucionales de protección de derechos, con el objeto de evitar o hacer cesar la violación o 
amenaza de violación de un derecho.”(art. 87) 
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional en concordancia con la 
doctrina de la medida cautelar constitucional, la define como:  
 
“Las medidas cautelares tienen como finalidad prevenir, impedir o interrumpir la violación de 
un derecho.” 
 
Esta Ley; es decir: La  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(LOGJCC) Segundo Suplemento del Registro Oficial Nº 52, 22 de octubre del 2009. En sus 
considerandos dispone que:  
 
“…es indispensable que exista un procedimiento cautelar, expedito y eficaz que faculte a los 
órganos jurisdiccionales para dictar medidas urgentes en aquellos casos en que se amenace de 
modo inminente y grave un derecho, y de esta manera brinde protección oportuna y se eviten 
daños irreversibles”. 
 
En todo caso, conforme la doctrina, el requisito fundamental para que procedan las medidas 
cautelares es la amenaza inminente de que se va a cometer o de se esté cometiendo una 
violación. Por lo tanto, la medida cautelar previene o detiene tal violación. 
 
a) Cuando la Jueza o Juez tenga conocimiento de un hecho, por parte de cualquier persona, 
que amenace de modo inminente y grave con violar un derecho o viole un derecho. 
 
b) Se considera grave cuando pueda ocasionar daños irreversibles o por la intensidad o 
frecuencia de la violación. 
 
Sin embargo, cabe la pregunta ¿cabe la caución en este tipo de medidas?, desde luego hay que 
señalar que en la doctrina sobre las medidas cautelares resulta procedente en casos determinados 
el levantamiento de la cautelar, siempre y cuando el demandado ofrezca caución suficiente de 
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responder por los daños y perjuicios ocasionados, aunque esta caución en ningún caso 
procedería en las cautelares que protegen los derechos a la vida, a la libertad y otros preciosos 
para el ser humano, como en general son los derechos humanos. 
 
4.2.4.1. No proceden medidas cautelares: 
 
a) Cuando existan medidas cautelares en las vías administrativas u ordinarias; 
b) Cuando se trate de ejecución de órdenes judiciales; 
c) Cuando se interpongan en la acción extraordinaria de protección de derechos. 
 
La adopción y otorgamiento de medidas cautelares no constituirá prejuzgamiento sobre la 
declaración de violación de derechos, ni tendrá valor probatorio en caso de existir acción por 
violación de derechos. 
 
La jueza o juez ordenarán las medidas cautelares en forma inmediata y urgente y en el tiempo 
más breve desde que recibieron la petición. 
 
4.3. Trámite para presentar la Acción de Protección. 
 
Como ya lo mencioné en líneas anteriores tanto la Constitución de la República como la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, establecen que esta Acción es 
especial; es decir, el procedimiento es sencillo, rápido y eficaz. La competencia recae sobe 
cualquier jueza o juez de primera instancia del lugar en donde se origina el acto u omisión o 
donde se producen sus efectos. La legitimación activa la ejercerán, cualquier persona, 
comunidad, pueblo, nacionalidad o colectivo, vulnerada o amenazada en uno o más de sus 
derechos constitucionales, quien actuará por sí misma o a través de representante o apoderado; 
y, por el Defensor del Pueblo.  
 
El artículo 10 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
dispone los elementos básicos de la demanda: 
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1. Los nombres y apellidos de la persona o personas accionantes y, si no fuere la misma 
persona, de la afectada. 
 
2. Los datos necesarios para conocer la identidad de la persona, entidad u órgano accionado. 
 
3. La descripción del acto u omisión violatorio del derecho que produjo el daño. Si es posible 
una relación circunstanciada de los hechos. La persona accionante no está obligada a citar la 
norma o jurisprudencia que sirva de fundamento a su acción. 
4. El lugar donde se le puede hacer conocer de la acción a la persona o entidad accionada 
. 
5. El lugar donde ha de notificarse a la persona accionante y a la afectada, si no fuere la misma 
persona y si el accionante lo supiere. 
 
6. Declaración de que no se ha planteado otra garantía constitucional por los mismos actos u 
omisiones, contra la misma persona o grupo de persona y con la misma pretensión. La 
declaración de no haber planteado otra garantía, podrá subsanarse en la primera audiencia. 
 
7. La solicitud de medidas cautelares, si se creyere oportuno. 
 
8. Los elementos probatorios que demuestren la existencia de un acto u omisión que tenga como 
resultado la violación de derechos constitucionales, excepto los casos en los que, de 
conformidad con la Constitución y esta ley, se invierte la carga de la prueba. 
 
Si la demanda no contiene los elementos anteriores, se dispondrá que se la complete en el 
término de tres días. Transcurrido este término, si la demanda está incompleta y del relato se 
desprende que hay una vulneración de derechos grave, la jueza o juez deberá tramitarla y 
subsanar la omisión de los requisitos que estén a su alcance para que proceda la audiencia.(art. 
10) 
 
De manera especial esta ley dispone además, que no se requiere de un profesional del derecho 
para interponer esta acción ni para apelarla; sin embargo, la ley también establece que de ser 
necesario o cuando la persona lo solicite, la jueza o juez deberá asignar al accionante o persona 
afectada un defensor público, un abogado de la Defensoría del Pueblo o un asistente legal 
comunitario según lo que establece el Código Orgánico de la Función Judicial. 
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Sorteada la demanda la jueza o juez la calificará  dentro de las veinticuatro horas siguientes a su 
presentación. De conformidad con la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, la calificación de la demanda deberá contener: 
 
1. La aceptación al trámite, o la indicación de su inadmisión debidamente motivada. 
 
2. El día y hora en que se efectuará la audiencia, que no podrá fijarse en un término mayor de 
tres días desde la fecha en que se calificó la demanda. 
 
3. La orden de correr traslado con la demanda a las personas que deben comparecer a la 
audiencia. 
 
4. La disposición de que las partes presenten los elementos probatorios para determinar los 
hechos en la audiencia, cuando la jueza o juez lo considere necesario. 
 
5. La orden de la medida o medidas cautelares, cuando la jueza o juez las considere 
procedentes. (art. 13) 
 
Calificada la demanda y por disposición de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, las notificaciones se las hará por los medios más eficaces que estén al 
alcance de la jueza o juez, de la persona legitimada activa y de la persona, entidad u órgano 
responsable del acto u omisión. De ser posible se preferirán medios electrónicos: 
 
Es importante considerar que, tanto en la calificación de la demanda o en la misma audiencia, la 
jueza o juez podrá ordenar la práctica de pruebas y designar comisiones para recabarlas, sin que 
por ello se afecte el debido proceso o se dilate sin justificación la resolución del caso. Cuando la 
jueza o juez ordene la práctica de pruebas en audiencia, deberá establecer el término en el cual 
se practicarán, que no será mayor de ocho días y por una sola vez. Por excepción, la jueza o juez 
podrá ampliar de manera justificada este término exclusivamente por la complejidad de las 
pruebas y hasta cuando éstas sean practicadas. En caso de ser injustificada la ampliación o de 
retardar en exceso la resolución de la causa, se considerará como falta grave y se aplicará la 




La jueza o juez calificará la demanda dentro de las veinticuatro horas siguientes a su 
presentación. La calificación de la demanda deberá contener: 
 
1. La aceptación al trámite, o la indicación de su inadmisión debidamente motivada. 
 
2. El día y hora en que se efectuará la audiencia, que no podrá fijarse en un término mayor de 
tres días desde la fecha en que se calificó la demanda. 
 
3. La orden de correr traslado con la demanda a las personas que deben comparecer a la 
audiencia. 
 
4. La disposición de que las partes presenten los elementos probatorios para determinar los 
hechos en la audiencia, cuando la jueza o juez lo considere necesario. 
 
5. La orden de la medida o medidas cautelares, cuando la jueza o juez las considere 
procedentes. (art. 13.nral, 5) 
 
Es decir, que debido a la urgencia de prevenir el daño inminente, resulta obvio que no procede 
ni es necesario que el actor compruebe plenamente la base jurídica que justifique sus 
pretensiones procesales. El otorgamiento de la medida cautelar corresponde un examen sucinto 
del Juez o Jueza, que determina la apariencia de buen derecho de la petición, lo cual es sujeto de 
posterior análisis o ponderación. Por tal razón la medida cautelar puede modificarse o 
extinguirse en cualquier momento, a criterio del Juez. Así pues: 
 
1.- Cualquier persona o grupo de personas podrá solicitar medidas cautelares, en forma oral o 
escrita, ante cualquier juez o jueza. Si hay más de un juez o jueza se procederá al sorteo. 
 
2.- Podrán ser interpuestas (presentadas) conjuntamente con cualquier acción de protección de 
derechos constitucionales. 
 




En cuanto a la Audiencia, ésta es de vital importancia en  nuestro ordenamiento jurídico, tanto 
porque es pública, como porque es una garantía,  tanto para este tipo de acciones como para 
cualquier otro régimen jurídico, ya que implica la principal defensa de que disponen las partes 
frente a la vulneración de los derechos, ya sea en este caso frente al mismo Estado como frente a 
particulares, en todo caso, la ley específica que: 
 
La audiencia pública se llevará a cabo bajo la dirección de la jueza o juez, el día y hora 
señalada. Podrán intervenir tanto la persona afectada como la accionante, cuando no fueren la 
misma persona. La jueza o juez podrá escuchar a otras personas o instituciones, para mejor 
resolver. La audiencia comenzará con la intervención de la persona accionante o afectada y 
demostrará, de ser posible, el daño y los fundamentos de la acción; posteriormente intervendrá 
la persona o entidad accionada, que deberá contestar exclusivamente los fundamentos de la 
acción. Tanto la persona accionante como la accionada tendrán derecho a la réplica; la última 
intervención estará a cargo del accionante. El accionante y la persona afectada tendrán hasta 
veinte minutos para intervenir y diez minutos para replicar; de igual modo, las entidades o 
personas accionadas, tendrán derecho al mismo tiempo. Si son terceros interesados, y la jueza o 
el juez lo autoriza, tendrán derecho a intervenir diez minutos. 
 
La jueza o juez deberá hacer las preguntas que crea necesarias para resolver el caso, controlar 
la actividad de los participantes y evitar dilaciones innecesarias. 
 
La audiencia terminará sólo cuando la jueza o juez se forme criterio sobre la violación de los 
derechos y dictará sentencia en forma verbal en la misma audiencia, expresando exclusivamente 
su decisión sobre el caso. La jueza o juez, si lo creyere necesario para la práctica de pruebas, 
podrá suspender la audiencia y señalar una nueva fecha y hora para continuarla. 
 
La ausencia de la persona, institución u órgano accionado no impedirá que la audiencia se 
realice. La ausencia de la persona accionante o afectada podrá considerarse como 
desistimiento, de conformidad con el artículo siguiente. Si la presencia de la persona afectada 
no es indispensable para probar el daño, la audiencia se llevará a cabo con la presencia del 
accionante. (art. 14) 
 
Terminada la Audiencia cuando la jueza o juez se forme criterio, dictará sentencia, y la 
notificará por escrito dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes. Dando por terminado el 
procedimiento. En todo caso, como dispone la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
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Control Constitucional, el  proceso podrá terminar mediante auto definitivo, que declare el 
desistimiento o apruebe el allanamiento, o mediante sentencia. 
 
1. Desistimiento. La persona afectada podrá desistir de la acción en cualquier momento por 
razones de carácter personal que serán valoradas por la jueza o juez. Se considerará 
desistimiento tácito cuando la persona afectada no compareciere a la audiencia sin justa causa y 
su presencia fuere indispensable para demostrar el daño. En caso de desistimiento el expediente 
será archivado. 
 
2. Allanamiento. En cualquier momento del procedimiento, hasta antes de la expedición de la 
sentencia, la persona o institución accionada podrá allanarse. El allanamiento podrá ser total o 
parcial. En ambos casos, la jueza o juez declarará la violación del derecho y la forma de reparar 
la violación. En caso de allanamiento parcial, el procedimiento continuará en lo que no hubiere 
acuerdo. 
 
El acuerdo reparatorio, que será aprobado mediante auto definitivo, procederá en los casos en 
que exista allanamiento por parte de la persona o institución accionada; éstas y la persona 
afectada podrán llegar a un acuerdo sobre las formas y modos de reparación. 
 
No se podrá apelar el auto definitivo que aprueba el allanamiento y acuerdo reparatorio. 
En ningún caso la Jueza o Juez aceptará el desistimiento, allanamiento o acuerdo reparatorio 
que implique afectación a derechos irrenunciables o acuerdos manifiestamente injustos. 
 
En lo que respecta a las pruebas la ley dispone que la persona accionante deberá demostrar los 
hechos que alega en la demanda o en la audiencia, excepto en los casos en que se invierte la 
carga de la prueba. La recepción de pruebas se hará únicamente en audiencia y la Jueza o Juez 
sólo podrá negarla cuando la haya calificado de inconstitucional o impertinente. 
 
En cuanto a la sentencia, la Ley dispone que esta deberá consignar ciertos requisitos básicos de 




1. Antecedentes: La identificación de la persona afectada y de la accionante, de no ser la misma 
persona; la identificación de la autoridad, órgano o persona natural o jurídica contra cuyos 
actos u omisiones se ha interpuesto la acción. 
 
2. Fundamentos de hecho: La relación de los hechos probados relevantes para la resolución. 
 
3. Fundamentos de derecho: La argumentación jurídica que sustente la resolución. 
 
4. Resolución: La declaración de violación de derechos, con determinación de las normas 
constitucionales violadas y del daño, y la reparación integral que proceda y el inicio del juicio 
para determinar la reparación económica, cuando hubiere lugar. 
De no encontrar violación de ningún derecho, la jueza o juez deberá cumplir con los elementos 
anteriores en lo que fuere aplicable. (art. 17)  
 
Es importante mencionar, a menester de la argumentación jurídica que se menciona en el 
artículo precedente como requisito básico de la sentencia en estos casos, lo que sostiene a este 
respecto el Dr. Ramiro Ávila Santamaría (2012), evocando a Ferrajoli Luigi, al señalar que en la 
Justicia Constitucional el problema de la argumentación jurídica, a diferencia de la justicia 
ordinaria, es más complicado por el tipo de normas que se debe aplicar; pues, considera que en 
la justicia ordinaria se suele aplicar normas que se les denomina “hipotéticas” o simplemente 
“reglas”, que son aquellas dadas por el legislador y que prevén en su estructura una hipótesis de 
hecho y una obligación como consecuencia. La justica constitucional, en cambio, suele aplicar 
normas que la doctrina denomina “téticas” o principios y que, en su estructura, carecen de 
hipótesis de hecho y de consecuencia; tal como se enuncian por ejemplo, los derechos humanos. 
En las reglas, el  juez o la jueza simplemente deben subsumir  y, en los principios, debe, antes 
de aplicar la norma, construir una regla o una norma hipotética. Para arribar a la creación de una 
regla a partir de un principio, la jueza o el juez debe valerse de múltiples fuentes normativas, 
tales como los instrumentos internacionales de derechos humanos, la jurisprudencia nacional e 
internacional, la doctrina. De ahí que se diga: en la justicia constitucional los jueces deben ser 
activos y creativos. (p, 246) 
 
En caso de declararse la vulneración de derechos, de conformidad con el artículo 18 de la Ley 
(LOGJCC), se ordenará la reparación integral por el daño material e inmaterial. La reparación 
integral procurará que la persona o personas titulares del derecho violado gocen y disfruten el 
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derecho de la manera más adecuada posible y que se restablezca a la situación anterior a la 
violación. La reparación podrá incluir, entre otras formas, la restitución del derecho, la 
compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, la satisfacción, las garantías de que el 
hecho no se repita, la obligación de remitir a la autoridad competente para investigar y 
sancionar, las medidas de reconocimiento, las disculpas públicas, la prestación de servicios 
públicos, la atención de salud. 
 
La reparación por el daño material comprenderá la compensación por la pérdida o detrimento de 
los ingresos de las personas afectadas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las 
consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso. La 
reparación por el daño inmaterial comprenderá la compensación, mediante el pago de una 
cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, por los sufrimientos 
y las aflicciones causadas a la persona afectada directa y a sus allegados, el menoscabo de 
valores muy significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no 
pecuniario, en las condiciones de existencia del afectado o su familia. La reparación se realizará 
en función del tipo de violación, las circunstancias del caso, las consecuencias de los hechos y la 
afectación al proyecto de vida. 
 
En la sentencia o acuerdo reparatorio deberá constar expresa mención de las obligaciones 
individualizadas, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial y las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en que deben cumplirse, salvo la reparación económica 
que debe tramitarse de conformidad con el artículo siguiente. 
 
La persona titular o titulares del derecho violado deberán ser necesariamente escuchadas para 
determinar la reparación, de ser posible en la misma audiencia. Si la jueza o juez considera 
pertinente podrá convocar a nueva audiencia para tratar exclusivamente sobre la reparación, que 
deberá realizarse dentro del término de ocho días. 
 
Reparación económica. Cuando parte de la reparación, por cualquier motivo, implique pago en 
dinero al afectado o titular del derecho violado, la determinación del monto se tramitará en 
juicio verbal sumario ante la misma jueza o juez, si fuere contra un particular; y en juicio 
contencioso administrativo si fuere contra el Estado. De estos juicios se podrán interponer los 




Responsabilidad y repetición. Conforme lo dispone el artículo 20 de la Ley (LOGJCC), 
declarada la violación del derecho, la Jueza o Juez deberá declarar en la misma sentencia la 
responsabilidad del Estado o de la persona particular. 
 
En el caso de la responsabilidad estatal, la jueza o juez deberá remitir el expediente a la máxima 
autoridad de la entidad responsable para que inicie las acciones administrativas 
correspondientes, y a la Fiscalía General del Estado en caso de que de la violación de los 
derechos declarada judicialmente se desprenda la existencia de una conducta tipificada como 
delito. Si no se conociere la identidad de la persona o personas que provocaron la violación, la 
jueza o juez deberá remitir el expediente a la máxima autoridad de la entidad pública para que 
determine sus identidades 
 
Como conclusión queda en manos de los jueces de instancia y de las Cortes Provinciales de 
Justicia la aplicación eficaz de las garantías constitucionales acorde con los estándares 
internacionales de los organismos internacionales de derechos humanos y esa responsabilidad 
recae con especial fuerza en la máxima instancia de control constitucional como es la Corte 
Constitucional, para que realice un adecuado procedimiento al escoger y tramitar las acciones 
constitucionales que lleguen a su conocimiento y de esta manera sentar jurisprudencia 
vinculante en materia constitucional que haga de las acciones constitucionales y en especial de 
la acción de protección un mecanismo adecuado y efectivo para la protección de los derechos 














CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Conclusiones primer capítulo: 
 
Hasta no mucho tiempo atrás, como nos lo demuestra la historia, al Derecho Constitucional, se 
lo estudiaba  bajo un cerrado criterio dogmático-jurídico, asimilado sólo por unos pocos 
estudiosos y eruditos en la materia, no obstante su relevante jerarquía para el entendimiento del 
inmenso cúmulo de problemas que agitan la vida social, económica y política de los Estados. El 
estudio de esta disciplina, sus normas, principios y alcances en la actualidad es de vital 
importancia dada su labor organizadora del poder del Estado y la coexistencia pacífica de éste  
poder y de la libertad. 
 
Las revoluciones norteamericana y francesa, aunque como pudimos apreciar, cada una con un 
distinto tinte revolucionario en su época, de manera original o no, constituyen el punto máximo 
de partida de la larga trayectoria constitucionalista de los Estados modernos hasta la actualidad; 
sin duda, aunque las bases siguen siendo las mismas, la técnica de la conciliación entre la 
autoridad y la libertad como medios para el logro de metas superiores sigue evolucionando de 
manera cada vez más interesante en todo el mundo, y no es para menos; pues, si sumamos a la 
organización y funcionamiento de los Estados, derechos consagrados como los Derechos 
Humanos, principios, garantías y los medios jurisdiccionales para avalar la efectividad de los 
mismos, la Constitución se ha convertido en la Norma de Normas, la más exacta de las diversas 
instituciones delos ordenamientos nacionales y el dispositivo fundamental para el control del 
proceso del poder. 
 
La Constitución, se ha empoderado en este sentido, como norma suprema modelizadora del 
derecho, y las instituciones del mismo, su influencia es determinante en todo el ordenamiento 
jurídico, como en el derecho penal proclamando principios universales de tutela efectiva del 
Estado; en el derecho civil, sentando directrices relacionadas con el derecho de propiedad, 
familia, derechos hereditarios, la libertada de contratación, etc.; en el derecho laboral, 
imponiendo principios universales relacionados con la protección del trabajo; en el derecho 
administrativo, etc.;  en suma, su campo de acción también abarca el estudio de todas las 
instituciones jurídicas y políticas ya sean gubernamentales como las que sirven para que los 




Conclusiones segundo capítulo: 
 
No cabe duda que el dualismo entre el modelo concentrado o kelseniano, y el modelo difuso o 
norteamericano en el que ha evolucionado la Justicia Constitucional en el mundo y muy en 
particular en América latina y por ende el Ecuador, ha marcado la diferencia por su influencia 
en los mecanismos jurisdiccionales adoptados por los Estados, es más,  éstos se han visto 
incluso superados por el desarrollo de otros modelos en los que conviven técnicas procesales de 
Control Concentrado y de Control Difuso, conocidos generalmente como mixtos; las razones 
como hemos visto en el transcurso de esta investigación han sido muchas; sin embargo, han 
girado en torno a la defensa de la Constitución y a efectivizar la Justicia Constitucional de los 
ciudadanos frente a eventuales lesiones o atropellos y sobre todo también frente a embates 
autoritarios que cuestionen el sistema constitucional en sí, por lo que la Justicia Constitucional 
bajo la tutela de sistemas difuso, concentrado y mixto, sigue protagonizando un papel 
trascendental para el sistema político y jurídico de los Estados democráticos. 
 
Conclusiones tercer capítulo: 
 
La dignidad humana inherente obviamente al ser humano en cuanto ser racional, dotado de 
libertad y poder creador, y como cláusula de apertura del sistema constitucional ecuatoriano, de 
manera expresa a partir del 2008 ya no nos sugestionan a creer que solo algunos funcionarios 
públicos privilegiados tenían el derecho y el deber de controlar la constitucionalidad de los actos 
del poder público, mientras los otros deben permanecer impávidos ante violaciones por ejemplo 
de la regularidad constitucional expresada en violaciones a los derechos humanos y pisotear a la 
propia dignidad humana. 
 
A partir de la Asamblea Constituyente de Montecristi del 2008, la Constitución ecuatoriana 
ilumina desde su seno una separación del viejo paradigma de que teníamos solo las garantías 
individuales que nos otorgaban, para pasar a un paradigma mucho más humanitario y universal 
que tiene que ver con el reconocimiento de los Derechos Humanos. 
 
Por tanto es absolutamente interesante que partir del 2008 nadie nos otorgue nada, sino que se 
nos reconozca una serie de derechos que son, primero universales; es decir, para todos por el 
mero hecho de ser seres humanos, y segundo fundamentales para la convivencia, o sea que no 
tiene que ver con cuestiones triviales, sino que nos permite vivir en paz y con justicia. 
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Conclusiones cuarto capítulo: 
 
De lo analizado hasta el momento en los capítulos de esta investigación, resulta que en 
definitiva, en el derecho constitucional contemporáneo, los Tribunales Constitucionales se han 
estructurado como una garantía adjetiva al derecho fundamental de los ciudadanos a la 
Supremacía Constitucional. 
 
La Acción de Protección tipificada ya en nuestra Constitución de la República, es el mecanismo 
expedito que salvaguarda a los ciudadanos de violaciones de los derechos constitucionales, 
protegiendo a las personas individual y colectivamente de los abusos y arbitrariedades de 
autoridades públicas y privadas. Es por tanto el mecanismo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la constitución, por tanto su objetivo es claro, teniendo como fin reparar el daño 
causado, haciendo cesar si se está produciendo o para prevenirlo. 
 
La acción de protección es precisamente protectora que los estados modernos han venido 
heredando y han venido mejorando ya que no es una figura jurídica nueva; pues, de hecho en la 
anterior constitución, se preveía la acción de amparo constitucional con ciertas características, 
ahora esta acción de protección es la que de manera mejorada garantiza el pleno ejercicio de los 
derechos de los ciudadanos, es una medida inclusive de carácter informal ya que cualquier 
ciudadano que se sienta amenazado sus derechos fundamentales para que el estado a través de la 
función judicial proteja esos derechos que son inmanentes a la persona humana, que por tanto 
siendo un estado de derechos y justicia la obligación primordial es poner el ordenamiento 
jurídico al servicio de la ciudadanía. 
 
Con la nueva constitución además se han mejorado otras garantías constitucionales que ya 
existían como por ejemplo el propio habeas data, el derecho al acceso a la información pública, 
la propia acción de protección, y fundamentalmente una innovación como la acción 
extraordinaria de protección, que prevé un control constitucional respecto de los procesos 
judiciales o de las decisiones judiciales. Es una medida innovadora compleja ya que se ha 
generado una polémica tanto en la discusión como en la aplicación, ahora que ya está elevado a 
mandato constitucional porque había una corriente que decía que se ponía en peligro la 
seguridad jurídica que inclusive se atenta contra el principio de cosa juzgada, mientras que otro 
sector de carácter progresista apoya la medida como un control de constitucionalidad como 
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herramienta del ciudadano no obstante de haber sido parte de un proceso judicial pueda haber 
visto afectado sus derechos constitucionales. 
 
En esta forma el desarrollo de la justicia  constitucional, como derecho fundamental, se concreta 
tanto en un derecho al control jurisdiccional de la constitucionalidad de los actos estatales, sea 
mediante sistemas de justicia constitucional concentrados o difusos, y en un derecho al amparo 
judicial de los demás derechos fundamentales de las personas, sea mediante acciones o recursos 
de amparo u otros medios judiciales de protección inmediata de los mismos. La consecuencia de 
este derecho fundamental, sin duda, implica el poder atribuido a los jueces de asegurar la 
supremacía constitucional, sea declarando la nulidad de los actos contrarios a la Constitución, 
sea restableciendo los derechos fundamentales vulnerados por acciones ilegítimas, tanto de los 























Dada la vital importancia del estudio del derecho constitucional, más aun cuando estamos 
experimentando no solo un cambio de paradigmas, sino un sentido más humanizado de la 
administración de justicia, considero atinada la investigación de temas tan trascendentales para 
la convivencia humana como los relacionados con la administración de justicia constitucional; 
de allí, que se debería incentivar o motivar, a que estudiantes de las facultades de jurisprudencia, 
de antemano se involucren en este fascinante ambiente investigativo; pues, los resultados que se 
logren alcanzar, con el involucramiento del saber constitucional, serían pilares que fortalezcan 
los avances democráticos del nuevo constitucionalismo latinoamericano. 
Las Garantías Constitucionales se han convertido en el medio adecuado que tienen los Estados 
democráticos para asegurar que, en el acontecimiento de transgredirse o desconocerse un 
derecho fundamental establecido en ordenamiento constitucional, se puedan reconocer o reparar 
éstos derechos a través de los mecanismos de Garantías que la Constitución establezca, de allí 
que la independencia de los jueces es primordial; pues, la independencia de los jueces, que ha 
sido el punto neurálgico de nuestra administración de justicia, debería ser un hecho institucional 
como también un hecho cultural, las dos cosas son fundamentales, ya que nuestro país ha tenido 
desde antaño, muchos problemas de crisis democráticas e institucionales; aunque  sin embargo, 
haya  existido esta injerencia en la justicia, en la actualidad, todavía existe una separación de los 
poderes que se aferra a su independencia, pero  que ha sido lograda gracias a muchas luchas de 
los juristas y de los mismos jueces, a través de la afirmación de la independencia tanto externa 
como interna, y a través de la selección de los jueces mediante concursos públicos en la 
institución del consejo de la judicatura. 
El rol de los jueces en la nueva tendencia constitucional garantista, es de muy alta relevancia, 
por ello es imperativo el cambio de la ubicación del juez frente a la ley que produce este nuevo 
paradigma: no solo, de los tribunales constitucionales encargados del control de la 
constitucionalidad de las leyes, sino también de los jueces ordinarios que tienen el deber y el 
poder de activar dicho control constitucional. La sujeción a la ley y, ante todo, a la Constitución 
de la República, transforma al juez y lo acredita en garante de los derechos fundamentales, 
incluso contra el mismo legislador, a través de la censura de la invalidez de las leyes que violan 
esos derechos. Esta censura es promovida por los jueces ordinarios y esta es declarada por las 
Cortes Constitucionales. De hecho ya no es vigente el viejo paradigma “sujeción a la letra de la 
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ley cualquiera que sea su significado” sino sujeción a la ley sólo si es válida, es decir si es 
coherente con la Constitución de la República. 
El juez, como lo sostenía Ferrajoli, a través de su independencia interna y externa, no debería 
tener esperanzas de una carrera ni temor de sanciones o reacciones por el mérito de sus 
decisiones, esto produce un verdadero sentido de su misión y de la misión de la propia justicia, 
tanto en su fuero interno como en el plano cultural, una independencia absoluta se manifiesta en 
la capacidad de los jueces de juzgar a los poderoso o corruptos. Naturalmente esto requiere 
también de una disciplina muy fuerte para que siempre la posibilidad de la corrupción de los 
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Cuadro 1: ANTES DE LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DEL AMPARO 
 
 
















1830 Art. 66. 
 
Derechos de los 





No se especifica. 
 
Se constitucionaliza 




1843 Art. 52. 
 
La observancia de la 






La iniciativa de los 
reclamos se la otorga 





1845 Art. 126. 
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F. Legislativa y 
Función Ejecutiva. 
 







1851 Art. 82. 
 
La observancia de la 




El Consejo de Estado. 
 







1861 Art. 119. 
 
Infracciones a la 




Legislativa y Judicial. 
 
Incluye al judicial 






1906 Art. 98. 
 
La observancia de la 
Constitución y las 
leyes 






El Consejo de Estado. 
 
Incluye la protección 
de garantías 
















Velar por el 







Tribunal de Garantías 
Constitucionales. 
 




como órgano que 
debe formular 
observaciones a 
aquellas normas sin 
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1946 Art. 146. 
 
La observancia de la 
Constitución y las 
leyes 








El Consejo de Estado. 
 
Da la posibilidad de 
incitar el reclamo 
ante el Ejecutivo, 
Legislativo, Judicial 
y otras autoridades. 
 
 
La acción de amparo se estipula en la Constitución de 1967, y, pese a su aparecimiento, esta se 
caracteriza por no contar con un proceso o mecanismo que permita su pleno ejercicio. La 
Constitución de 1967 es la primera en recoger al amparo en su texto, pero no dio origen a la 
creación de una ley o reglamento que lo efectivice; por el contrario, su vigencia constitucional 
se vio afectada por el golpe de estado de 22 de junio de 1970, en el que se instauró la dictadura 
del Dr. José María Velasco Ibarra. 
 
























Cuadro 2: DESPUÉS DE SU CONSTITUCIONALIZACIÓN EN 1967 
 
 
Constitución de 1978 Art. 141. Elimina el amparo y vuelve a instaurar el sistema de 
quejas de las constituciones anteriores a la de 1967, sin indicar el procedimiento en 
















que quejas proceden 
por 
quebrantamiento de 






C. dictado por la 
Corte Suprema. 
Se establecen normas 
para la 
reinstauración, 
ejercicio y regulación 








Se restituye el 
amparo a nivel 
constitucional. 
Se considera 
como recurso y 
procede contra 
acto ilegítimo de 
autoridad de la 
administración 





Resolución de la 
Corte Suprema. 
Se ordena a los jueces 
que al no existir ley 
que determine la 
competencia 
para conocer 
amparos, los rechace 
hasta que se dicte esta 
norma. 




















Cuadro 3: CARACTERÍSTICAS BÁSICAS DEL AMPARO Y ACCIÓN DE 
PROTECCIÓN EN LAS CONSTITUCIONES DE 1998 Y 2008 
 
 





El amparo se extiende a toda autoridad 
pública, exceptuando los jueces. Cambio de 
concepción de recurso a acción. Procede 
contra personas que presten servicios 
públicos o actúen por delegación o 
concesión de una autoridad pública, y 
contra los particulares en el caso de 
afectación de un interés comunitario, 
colectivo o difuso. Como medida cautelar 
tiene un procedimiento informal que 
pretende suspender el acto por medio de 
una resolución. 
 
La acción de amparo comprende: 
 
a) Acción de protección, que procede incluso 
contra políticas públicas, personas 
particulares, personas que prestan servicios 
públicos impropios; y, en casos en que el 
afectado se encuentre en estado de 
subordinación, indefensión o discriminación, 
y, 
b) Acción extraordinaria de protección que 
procede en contra sentencias y autos 
definitivos violatorios a derechos 
constitucionales, sea por acción u omisión. 
Procede sólo cuando se hayan agotado los 
recursos ordinarios y extraordinarios. Como 
una acción de conocimiento, dicha garantía 
tiene un procedimiento reglado que pretende 
declarar la violación de un derecho humano, 
por medio de una sentencia en la que se 
incluyen la reparación del daño. 
 
 
 
